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Prefacio

Cuando les dije a algunos amigos y colegas que estaba escribiendo un libro acerca del agua y del papel que
cumplen en su distribución los mercados y el sector privado en países en desarrollo, la mayoría no estuvo de acuer-
do y me preguntó por qué lo hacía. Si bien es cierto que, a primera vista, parece un tema bastante técnico y acota-
do, luego de analizarlo, queda claro que es un problema global. Lo más importante no es la tecnología para el mane-
jo del agua, sino la situación de más de mil millones de personas en todo el mundo que no tienen acceso a agua
limpia y potable, causando 12 millones de muertes por año. En consecuencia, este libro dejó de ser otro aburrido
trabajo técnico y se convirtió en una misión de vida o muerte. Espero que los lectores encuentren a este libro tan
importante como el tema que trata.
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Capítulo 1

Introducción
Milagros Quirino y Fely Griarte viven en una zona pobre de Manila, la capital de Filipinas. La falta de agua

limpia y pura fue un problema importante durante gran parte de sus vidas: debían arreglarse con unos pocos litros
por día. A menudo se la compraban a una familia vecina que tenía un profundo pozo de agua. Cerca de tres mil
familias del vecindario compartían tres pozos como ése. Fely dijo: «A menudo teníamos que levantarnos a las 3 de
la mañana para conseguir agua sin problemas, pero si se cortaba la luz y no funcionaba la bomba de agua, había que
esperar un día más». La calidad del agua era mala, y había que hervirla antes de usarla.1

La situación que tuvieron que atravesar Milagros y Fely, y otras aún peores son habituales para mucha gente.
En todo el mundo, 1.100 millones de personas carecen de acceso a una fuente de agua limpia y pura, y esa cifra se
mantiene desde hace años. La mayoría de ellas vive en países pobres. Las terribles consecuencias de la falta de agua
se manifiestan como pobreza, enfermedades y muerte. El 97% de la distribución del total de agua en los países
pobres está a cargo de empresas estatales, que son responsables de la carencia que sufren más de mil millones de
habitantes. Para solucionar este problema, algunos gobiernos de naciones empobrecidas recurrieron a empresas pri-
vadas, en general, con buenos resultados.

Los habitantes de países pobres donde se incorporaron inversiones privadas en el sector del agua poseen un
mejor acceso a la red que aquellos de países que no cuentan con este tipo de inversiones. Además, hay muchos ejem-
plos de las mejoras que se lograron en esos lugares: millones de personas que antes no tenían un conducto de agua
cerca, hoy tienen agua limpia y pura a una distancia conveniente, y no tienen que sufrir las privaciones que implica
la falta de agua.

Milagros y Fely están entre esos pocos afortunados, ya que viven en una ciudad donde se emprendieron las
reformas necesarias: dos empresas privadas se hicieron cargo de la distribución del agua y favorecieron a millones
de residentes que no recibían el servicio público. Antes, no era posible conectarse al sistema de suministro de agua
si no se contaba con un título de propiedad. Por esa razón, los habitantes recibieron con los brazos abiertos al per-
sonal de una de las empresas, Water Manila, cuando en el año 2000 presentó un proyecto especial dirigido a los
vecindarios más pobres. Ahora no sólo tienen acceso a un suministro de agua limpia las 24 horas, sino que tam-
bién es más barato. A diferencia de los 100 pesos por metro cúbico que solían pagar, el costo actual es de 15 pesos,
de los cuales 7 se invierten en el mantenimiento y en la operación del servicio. La situación de Milagros y Fely, junto
con la de millones de residentes de Manila, es mucho mejor.

Aun así, la “privatización” del suministro de agua ha despertado muchas pasiones y fue resistida en diversas
partes del mundo. Si se hace una búsqueda de la expresión water privatization (privatización del agua) en el Google,
aparecen 1.750.000 páginas, y muchas expresan algún tipo de rechazo a la participación de intereses comerciales en
el suministro de agua. Además, en todo el mundo se registraron protestas y manifestaciones violentas contra la pri-
vatización; por ejemplo, en la cumbre del G8 de junio de 2003 que, irónicamente, se realizó en Evian, ciudad
francesa famosa por el agua mineral.

El suministro de agua ha sido el tema central de una serie de acciones desarrolladas en las altas esferas de la
política internacional. Fue tratado en las Naciones Unidas, y varias agencias de la ONU trabajan activamente para
combatir el problema en países pobres. Uno de sus Objetivos de Desarrollo del Milenio es reducir a la mitad la can-
tidad de personas que no tienen posibilidad de acceder a una fuente de agua potable. Se organizaron tres ediciones
del Foro Mundial del Agua dedicadas a este asunto. Estas reuniones se desarrollaron en medio de protestas y mani-
festaciones, y algunas se vieron virtualmente saboteadas por los que se oponen a la privatización de forma intran-
sigente. La actividad internacional relacionada con las reservas mundiales de agua es frenética, en especial en países
pobres, y se está dando un debate feroz acerca del papel que las empresas y el mercado deben jugar en este con-
texto.

Los oponentes a la privatización no aceptan la idea de hacer dinero a partir de las necesidades de la gente y
temen que se les quite la posibilidad de satisfacer esta necesidad básica a quienes no puedan pagarla. El agua, dicen,
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es un derecho de los seres humanos, y el sector público tiene la obligación de suministrársela a la población. Claude
Généreux, vicepresidente del Canadian Union of Public Employees, lo expresó en pocas palabras: «El agua es un
derecho básico de los seres humanos, no un producto que pueda comprarse, venderse y comerciarse».2 Otros opo-
nentes utilizan eslóganes como «La gente no bebe dinero, bebe agua» y «No busquen ganancias en el agua».3 Este
tipo de argumentos simplistas no presenta soluciones alternativas y no se basa en hechos, sino en convicciones
ideológicas.

Muchos de los protagonistas activos de este debate son los mismos individuos y las organizaciones no guber-
namentales (ONG) del movimiento contra la globalización que hacían campañas para imponer restricciones al comer-
cio internacional. Como perdieron el debate sobre el libre comercio, ahora pretenden atacar a nuevos adversarios y
nuevas instancias del comercio internacional. Otro grupo oponente es el de los sindicatos de empleados del sector
público y demás organizaciones con grandes intereses creados en el suministro público de agua. Un tercer grupo
está formado por los medios de comunicación, que le dieron al tema una cobertura amplia, pero sesgada. Estos tres
sectores se encuentran, por lo general, en países desarrollados. El cuarto, las organizaciones de activistas de países
en desarrollo, tiene más limitaciones. Como introducción, podemos analizar cada uno de los grupos.

Es difícil comprender las posturas y las acciones de los activistas si tenemos en cuenta el fracaso absoluto del
sector público para suministrar agua limpia a los más necesitados. A la luz de las pruebas abrumadoras, es lógico
llegar a la conclusión de que los motiva un rechazo de índole ideológico hacia las empresas y el temor, generado
por sus intereses creados, de perder sus privilegios. Tienen la convicción de que el sector público es el que está más
capacitado para darles a los ciudadanos lo que los ciudadanos quieren, además de una actitud desconfiada respecto
de la economía de mercado, las empresas en general y los gigantes comerciales de Occidente en particular.

La filial estadounidense de Corpwatch declara que los intereses comerciales están desarrollando una enérgica
campaña para controlar las reservas mundiales de agua. Public Citizen, por su parte, bajo el ingenioso título
«Resistan el aluvión de las corporaciones», sostiene que «las multinacionales quieren controlar la discusión sobre la
reserva mundial de agua a fin de privatizar cada aspecto de nuestras comunidades globales». Un activista sindical
opina que «el dinero debería destinarse a mejorar la infraestructura del sistema de agua en los poblados pobres y no
a colmar los bolsillos de las multinacionales».4 Éste es el tipo de argumentación y de retórica sobre el que se centra
el debate.

Sin embargo, también hay partes involucradas que adoptan un enfoque totalmente pragmático para la resolu-
ción del problema. Ronald Kasrils, ministro de Asuntos Hídricos y Silvicultura de Sudáfrica entre 1999 y 2004, es
un antiguo marxista que adoptó una mentalidad muy abierta respecto de la participación de las empresas en la dis-
tribución del agua. Opina que, dado el número de sudafricanos que no tienen acceso al agua y la enorme cantidad
de recursos necesaria para satisfacerlos a todos, recurrir al sector privado suele ser inevitable:

La participación del sector privado en el suministro de servicios para el pueblo de Sudáfrica no debe
decidirse sobre la base de principios ideológicos, sino sobre aspectos prácticos.5

Esta declaración establece un marcado contraste con el dogmatismo de los oponentes mencionados; para Kasrils,
el suministro de agua está antes que la ideología.

Aun así, las protestas y las manifestaciones dejaron su marca. La privatización se desaceleró, y el Banco
Mundial, que era uno de los principales promotores de la admisión de empresas privadas, asumió una posición
defensiva. Por ello, existe el riesgo de que se detengan o, incluso, de que queden en la nada todos los avances logra-
dos para darles mayor espacio al mercado y a las empresas. Las empresas internacionales de agua también están
empezando a dudar y a rendirse ante la presión popular proveniente de muchas direcciones. Según dijo David Boys,
miembro de la Internacional de Servicios Públicos (un sindicato internacional que representa a los trabajadores del
sector público) y uno de los oponentes más aguerridos a la privatización:

Existen pruebas que indican que las corporaciones ya se están retirando de los países en desarrollo
debido a la fuerte presión de la sociedad.6

Por este motivo, es fundamental que el debate sobre el tema de la privatización del agua en los países pobres
se base en hechos y en análisis serios, en lugar de reducirlo a una cuestión de dogmas, simplificaciones y verdades
a medias; en especial para que los habitantes que en la actualidad carecen de este recurso puedan acceder a él. Hay
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muchos argumentos valederos a favor de la presencia de las empresas y el mercado en el área de suministro de agua
de los países pobres. Sería una tragedia, sino una locura, que millones de personas tuvieran que pasar hambre, pade-
cer enfermedades y morir a causa de la falta de agua generada por la estridente propaganda de los grupos con intere-
ses creados y de los movimientos altamente ideológicos que tienen objetivos muy diferentes.

Muchos piensan, en forma automática, que está mal decir que las multinacionales occidentales están más capaci-
tadas para suministrar agua a los pobres. Incluso, algunos que tienen opiniones favorables acerca del mercado creen
que es peligroso delegarle este suministro a empresas que buscan ganancias. Uno de los objetivos de este libro es
demostrar que no es necesario ser liberal a ultranza para valorar la importancia de una mayor participación del mer-
cado y las empresas en el suministro de agua en los países en desarrollo. Sólo se necesita ser pragmático y ver qué
medidas dan buenos resultados: las pruebas no podrían ser más elocuentes.

Por lo tanto, en este trabajo, dejaremos a un lado el dogmatismo y la ideología para discutir por qué el estado
de la distribución del agua en países pobres es tan desafortunado, qué se ha hecho al respecto, y qué puede hacerse.
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Capítulo 2

Aqua vitae
El agua es fundamental para la vida. Entre el 60% y el 70% de nuestro cuerpo está compuesto de agua, y en

general necesitamos una ingesta diaria de 3 a 4 litros. Si perdemos el 1% de este elemento, sentimos sed, y si la
pérdida llega a 10%, la vida corre peligro. Sólo podemos sobrevivir unos pocos días sin agua. Además de emplearse
para la regulación del equilibrio de fluidos del cuerpo, el agua está presente en todo: desde la cocina y el lavado hasta
la irrigación y la actividad industrial. Es necesaria para sobrevivir, y es la base de toda vida.

Por esta razón es tan peligrosa la crisis de las reservas mundiales de agua. La situación más grave se presenta
en las grandes ciudades del tercer mundo. Por ejemplo, en Bandung (Indonesia), el 62% de la población no tiene
acceso a la red principal de agua. Igual porcentaje de la población de Maputo (Mozambique) y el 50% de los habi-
tantes de Madrás (India) sufren el mismo problema.7

La situación cloacal es aún peor: cerca de 2.400 millones de personas —más de un tercio de la población
mundial— no cuenta con instalaciones sanitarias adecuadas. La falta de agua y cloacas tiene consecuencias aterrado-
ras para la vida.

Año tras año, más de mil millones de personas contraen enfermedades relacionadas con el agua. En este pre-
ciso instante, cerca de la mitad de la población urbana de África, Asia y América Latina padece una o más de las
principales enfermedades relacionadas con el suministro deficiente de agua o servicios cloacales. De cada cuatro
casos de enfermedad registrados en Bangladesh, tres están relacionados con el agua contaminada o con condiciones
sanitarias pobres. La falta de acceso al agua provoca 12 millones de muertes por año, en otras palabras, por la falta
de acceso al agua potable mueren 22 personas por minuto. Es probable que, durante 2003, hayan muerto más per-
sonas por falta de agua pura que a raíz de conflictos armados.8

Como suele suceder, los que sufren más son los niños: todos los años, mueren tres millones de niños debido a
enfermedades que se generan por el agua, como el cólera y otros trastornos diarreicos; cada 10 segundos, muere
un niño a causa de una enfermedad relacionada con el agua que podría prevenirse.9

El acceso a una fuente de agua potable y a instalaciones sanitarias adecuadas puede salvar muchas vidas. El
análisis de varios estudios demuestra que la mortalidad, en grupos que disponen de esos elementos, disminuye en
un promedio de 69%. Una de las investigaciones indica que, con esas mejoras, la mortalidad infantil disminuyó el
55%. Otro estudio estima que mejorando la distribución del agua y los sistemas sanitarios se podría reducir la mor-
talidad derivada de 18 enfermedades entre un 40% y un 100%. Los problemas de salud causados por la falta de
agua y sanidad son especialmente llamativos en las ciudades. En las áreas urbanas de los países de ingresos bajos,
uno de cada seis niños muere antes de cumplir cinco años. En áreas donde el suministro de agua y el sistema sani-
tario no son adecuados, la mortalidad infantil es de 10 a 20 veces mayor que en áreas con buen acceso a esos ser-
vicios.10

Los problemas de salud no sólo son causa de sufrimiento para los individuos: también pueden ser muy cos-
tosos para los países. Se estima que la epidemia de cólera (causada por el inadecuado suministro de agua y sistema
sanitario) desatada en 1991, en Perú, representó para el país una pérdida económica neta de US$ 495 millones, más
del doble del dinero necesario para llevar bombas de agua a todos los peruanos que no tenían acceso.11

Esto conduce directamente a las consecuencias económicas de la falta de agua, como el hambre y la pobreza.
La cantidad de personas en situación de extrema pobreza (que viven con menos de un dólar por día) es aproxi-
madamente igual a la cantidad de personas que no cuentan con este elemento. De hecho, en gran medida, son las
mismas personas. Lo que necesitan es crecimiento económico, pero la carencia de agua obstaculiza el crecimiento.

La miseria en el mundo se debe, en parte, a una producción de alimentos inferior al estándar. Como es nece-
sario tener acceso al agua y utilizarla de forma adecuada para lograr una mayor eficiencia agrícola, su ausencia es un
factor que genera pobreza. Según estudios de la ONU, “hay un importante vínculo entre la inversión en irrigación,
la disminución de la pobreza y la seguridad alimentaria”.12

La buena salud también es un factor determinante del crecimiento, y la posibilidad de contar con una fuente
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de agua potable es lo más importante si se trata de mejorar la salud de los países pobres. Además, la mala salud y la
pobreza están relacionadas, ya que las enfermedades resultan onerosas en los países pobres. Por ejemplo, en Karachi
(Pakistán), los pobres que viven en distritos sin red cloacal y que no tienen conocimientos de higiene pasan seis
veces más tiempo en tratamiento médico que los que cuentan con esos medios.13

Existe un tercer vínculo entre la pobreza y el agua, que a menudo no se tiene en cuenta: en los países pobres,
muchas personas invierten demasiado tiempo —hasta seis horas diarias, en algunos casos— tratando de conseguir
agua. A menudo deben caminar varios kilómetros cargando recipientes pesados; trabajo que, en general, realizan las
mujeres y los niños. Se estima que la suma de todo el tiempo que las mujeres y las niñas del mundo usan para trans-
portar agua por año es equivalente a 10 millones de años.14 Esto les quita la oportunidad de ir a la escuela, hacer la
tarea o conseguir trabajo. De ese modo, la falta de agua las encierra en la pobreza, y el mundo en su totalidad sufre
una enorme pérdida económica.

También existe una conexión entre el agua y el desarrollo industrial. La industria necesita una gran provisión
de agua de buena calidad a un precio razonable como condición sine qua non para su desarrollo. La calidad del agua
suele ser uno de los criterios que se tienen en cuenta al elegir la ubicación de una inversión que promueva el crecimiento.
Por ejemplo, de acuerdo con estimaciones, Nakuru (la tercera ciudad más grande de Kenya) perdió muchas inver-
siones y, por extensión, muchas fuentes de trabajo por la baja calidad del agua suministrada, aunque el gobierno de
Kenya esté invirtiendo tanto como el 13% de su presupuesto en obras hidráulicas.15

La mayoría de los expertos creen que la falta de agua para la humanidad será cada vez peor a menos que se
haga algo al respecto. La población del planeta aumentará 2.000 millones durante los próximos 30 años y mil
millones durante los 20 años siguientes. La mayoría de esas personas vivirán en ciudades de países en desarrollo.16

La ONU estima que, hacia 2025, sufrirán por la falta de agua 2.700 millones de seres humanos, nada más y nada
menos que la tercera parte de la población mundial. Se supone que, durante ese período, morirán 76 millones de
habitantes a causa de enfermedades relacionadas con el agua que se pueden prevenir.

La población, cada vez mayor, necesitará también aumentar la producción de alimentos. El 90% de ese aumen-
to tendrá que originarse en las tierras de cultivo que existen en la actualidad. En otras palabras, habrá que duplicar
la producción de alimentos, y para eso será necesaria una mayor cantidad de agua.17

Por último, la falta de agua, como otros recursos limitados, es fuente de conflictos entre países, provincias, gru-
pos de interés e individuos. Debido a la importancia del agua para la vida, la salud y el desarrollo, los conflictos sue-
len tornarse violentos.

Esta carencia no es nueva: al igual que el hambre, que era habitual en los pueblos primitivos, la sed y el acceso
al agua han sido problemas permanentes a lo largo de la mayor parte de la historia. Sin embargo, es inconcebible
que en pleno siglo XXI, con una prosperidad varias veces mayor, menos pobreza y progreso constante de la tec-
nología, aún carezcan de agua limpia miles de millones de personas.

¿Por qué, entonces, sigue sucediendo esto? Las opiniones al respecto son varias. En la Declaración del Milenio
de la ONU, los jefes de Estado de la comunidad internacional establecieron el objetivo de reducir a la mitad, para
2015, la proporción de personas sin acceso permanente a agua potable. Este objetivo se reforzó en la Cumbre
Mundial sobre el Desarrollo Sostenible organizada en Johannesburgo, en 2002: se agregó la meta de reducir tam-
bién, en la misma proporción y para la misma fecha, la cantidad de habitantes que no cuentan con instalaciones sani-

El agua pura y el crecimiento en Macao (China)

En 1985, las autoridades de Macao firmaron un acuerdo de concesión con una empresa privada. La can-
tidad y la calidad del agua aumentaron enormemente. Diez años después, el producto interno bruto de la ciu-
dad se había triplicado. Hoy, Macao tiene uno de los niveles de vida más altos de Asia. Aunque la mejora en la
distribución del agua no fue la principal razón del milagro económico, es poco probable que se hubiera logra-
do un desarrollo tan impresionante sin esa mejora.

Fuente: Banco Asiático de Desarrollo (2000).
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tarias básicas. Por desgracia, en ninguna de las dos cumbres se definió con precisión cómo lograr los objetivos, algo
que a su vez refleja la discordia que existe alrededor del tema.18

Algunos entienden la falta de acceso al agua potable como falta de agua, en tanto sustancia. Opinan que la
cantidad de agua no es suficiente para la población, cada vez mayor, y que por eso los países desarrollados debe-
mos buscar formas de ahorrar agua y, quizá, de compartirla con otros países.

Es cierto que la población del mundo creció abruptamente, pero ¿es la cantidad de agua el problema principal?
Para responder a esta pregunta, analizaremos cuánta agua hay en el mundo, cuál es la situación en distintos países
que tienen distinta cantidad de agua y distintos niveles de desarrollo, y hasta qué punto puede atribuirse la falta de
agua a causas políticas y económicas.



10

C A T O  I N S T I T U T E l W W W. E L C A T O . O R G

Capítulo 3

Lo que falta no es agua, sino buenas políticas
Por supuesto, las reservas de agua no son ilimitadas. La Tierra sólo cuenta con cierta cantidad: es un recurso

finito. Sin embargo, en principio, las reservas son tan vastas que resultan virtualmente infinitas para los propósitos
del hombre. Al menos dos tercios de la superficie terrestre están cubiertos por agua. Es cierto que la mayor parte
es agua salada o congelada. Aun así, quedan 13.500 km3 o 2.300.000 litros per cápita.19

Cada año, caen sobre la Tierra 113.000 km3 de agua, de los cuales se evaporan 72.000 km3; es decir, la pre-
cipitación neta es de 41.000 km3. Eso equivale a unos 19.000 litros por persona por día, un guarismo bastante
impresionante. El consumo actual es de cerca de 1.300 litros por persona por día, es decir, sólo el 6,8% de la can-
tidad de agua disponible cada día.20

Los cálculos de la ONU son ligeramente distintos. La organización dice que cada año se usa el 8% del agua
que existe y aclara que éste es un recurso renovable, por lo que puede utilizarse una y otra vez.21 Aunque hay dis-
tintas opiniones, todas concuerdan en que la cantidad de agua que se usa está muy por debajo del total disponible.
El problema, entonces, no es la cantidad de agua, sino la falta de desarrollo en los países pobres.

Existen muchos países donde las precipitaciones son muy copiosas y, aun así, pocas personas tienen acceso a
fuentes de agua potable. Por otro lado, existen países con cantidades casi despreciables de precipitaciones, donde
todos los habitantes tienen acceso a fuentes de agua potable. En Camboya, Ruanda y Haití, sólo el 32%, el 41% y
el 46% de la población, respectivamente, tiene acceso a fuentes de agua potable. Las precipitaciones anuales en
Australia son menores que en estos países y, aun así, la totalidad de los australianos puede acceder al agua. Aunque
Cherrapunji (la India) está reconocido oficialmente como el lugar más húmedo del mundo, es recurrente la falta de
agua.22 Lo que determina el acceso al agua no son las precipitaciones, sino el nivel de desarrollo.

Si tomamos los países que sufren esta carencia y hacemos una comparación sobre la base del nivel de desarrollo,
podemos llegar a la conclusión de que hay un vínculo muy sólido entre la falta de desarrollo y la falta de agua (véase
gráfico 3.1).

Gráfico 3.1 Suministro de agua en países con distinto nivel de
desarrollo
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En promedio, el 99% de la población de los países miembros de la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico tiene acceso a una fuente de agua potable. En los países en desarrollo, el porcentaje se
reduce al 79%, mientras que en los países menos desarrollados es del 61%.23 La relación es evidente. Sin embargo,
la categoría países en desarrollo incluye integrantes cuyos niveles de desarrollo son muy distintos. Entre ellos, la co-
rrelación entre el nivel de ingresos y el suministro de agua no es tan obvia. De hecho, se registra una diferencia sor-
prendente entre países con desarrollo similar, lo que indica, como veremos después, que las políticas también revis-
ten mucha importancia.24

Repitamos una vez más que el problema no es la cantidad de agua disponible, sino la capacidad de producir y
distribuir agua potable.25 Puede hacerse una distinción, entonces, entre la falta física de agua y la falta económica. La
falta física es un problema concentrado principalmente en algunos países del mundo árabe, en algunos lugares del
sur y del este de Asia, y en áreas de Australia. Se proyecta que, hacia 2025, se registrará escasez física de agua sólo
en las regiones más australes de África, en partes del sur y el este asiáticos, y hasta cierto punto, en el mundo árabe.
Pero, la escasez económica afectará gran parte del hemisferio sur.26

En China y en la India, por ejemplo, el agua es abundante. Sin embargo, los hogares, la agricultura y la indus-
tria sólo reciben el 16% y el 18%, respectivamente, del agua disponible.27 Kenya tiene la posibilidad de suministrar
agua a toda su población, pero no explota sus recursos en forma satisfactoria. Ese país podría producir más de
20.000 millones de m3 por año, cantidad muy superior a los 3.560 millones de m3 que, se cree, necesitará en 2010.28

Algunos sostienen que la conexión entre el desarrollo y la escasez de agua es la opuesta: el desarrollo genera
escasez u obliga a consumir cantidades cada vez mayores de agua, algo que a largo plazo será insostenible. Esto no
es necesariamente cierto. El consumo de agua en Estados Unidos dejó de aumentar en 1980, aunque el producto
bruto interno de la región siguió creciendo con firmeza desde entonces.29 El crecimiento económico no siempre
implica utilizar más recursos: muchas veces alcanza con hacer un uso más eficiente. En 1930, por ejemplo, eran
necesarias 200 toneladas métricas de agua para producir una tonelada métrica de acero. Hoy, el mismo proceso
requiere apenas 20 toneladas métricas de agua, y las acerías más eficientes de Corea pueden llevarlo a cabo con 3
o 4 toneladas métricas.30

Es la falta de desarrollo, entonces, lo que explica gran parte de la escasez de agua. Sin embargo, el desarrollo
es un fenómeno complejo y se concreta a muy largo plazo, por lo que no puede ser la solución a esta terrible cri-
sis. Mueren demasiadas personas diariamente como para esperar a que todos los países logren el nivel de desarrollo
que hoy caracteriza a los miembros de la OCDE en el que todos tienen acceso a una fuente de agua potable. El
desarrollo, por sí solo, no puede resolver la escasez de agua. Una solución mejor y más rápida consiste en perfeccionar
el gobierno, y esto se ha planteado en muchos contextos distintos. En las conclusiones preliminares del III Foro
Mundial del Agua, podemos leer:

Muchos países no enfrentan una crisis de agua, sino una crisis de gobierno.31

La opinión de la ONU es similar:
Esta es una crisis relacionada con el gobierno del agua, causada esencialmente por los modos erróneos
que tenemos de administrarla.32

Un instituto de investigación canadiense lo expresa de este modo:
La peor amenaza para la disponibilidad y la calidad de la reserva mundial de agua fresca es que se la siga
administrando mal, como hasta ahora. Esa amenaza aumentará en proporción directa a la demanda, en
especial, en los países en desarrollo.33

Sin embargo, no existe una opinión generalizada acerca del carácter del problema político.
El rol del sector público ha sido objeto de debate por varias décadas. Durante este período, el sector se

expandió bastante y no sólo en los países pobres. La presión impositiva promedio (es decir, el total de ingresos fis-
cales como porcentaje del PIB), tanto en los países de la OCDE como en la Unión Europea, es mucho más inten-
sa hoy que hace 30 años. Sin embargo, al mismo tiempo, muchos países abrieron su sector público a la competen-
cia y a las iniciativas privadas. En Suecia y en muchos otros lugares ahora hay canales privados de radio y televisión,
hospitales privados, guarderías y escuelas que funcionan con patrocinio privado, y empresas de electricidad que coti-
zan en la bolsa.
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La gran mayoría de la gente está completamente a favor. Incluso, algunos políticos y argumentadores con ten-
dencias de izquierda han asimilado los beneficios que brindan las empresas: competencia, espíritu emprendedor,
innovaciones, mejoras en la eficiencia y bienes y servicios de mejor calidad.

Sin embargo, el tema de la privatización del agua parece encontrar especial resistencia. Por eso, en esta publi-
cación nos proponemos demostrar que existen buenas razones para permitir que el mercado y las empresas cuenten
con mayor espacio en relación con el suministro de agua, ya que hay argumentos sólidos que indican que el problema
actual respecto de las políticas es el control que ejerce el sector público sobre la distribución.

El Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos se pregunta cómo es posible que haya
tantas personas que carecen de estos recursos “luego de 50 años de programas de asistencia, decenas de agencias
oficiales de ayuda y bancos de desarrollo, y cientos de ONG internacionales con programas para el agua y el sis-
tema sanitario”.34

Si hacemos una simplificación, podemos decir que existen tres problemas políticos relacionados con el agua en
los países en desarrollo. El primero tiene que ver con las inversiones en la distribución del agua, en términos cuan-
titativos y cualitativos. El segundo surge de algunas deficiencias características de la actividad pública en los países
pobres, que se acentúan en esta cuestión en particular. Estos dos problemas se tratarán en este capítulo. El tercero
se relaciona con las leyes y las normas aplicadas al agua, como los derechos de propiedad insatisfactorios o inexis-
tentes, y los precios inadecuados. Esos factores ameritan un análisis más exhaustivo, por lo que se presentarán en
capítulos separados. Otros dos capítulos estarán dedicados, respectivamente, a las posibilidades y los riesgos que
implica una privatización. También analizaremos algunas instancias en las que se permitió al sector privado participar
en la distribución del agua. Sin embargo, antes de eso, concentrémonos en los problemas que presentan las inver-
siones.

Las inversiones no son adecuadas en términos cuantitativos y cualitativos
Puede decirse que gran parte de la escasez de agua potable e instalaciones sanitarias en el tercer mundo se debe

a la falta de inversiones y al poco mantenimiento. En una palabra, nunca se construyó la infraestructura necesaria
para llevar agua a las personas. Esto se refiere a la totalidad del proceso, desde la recolección hasta la purificación y
la distribución. El sector público no pudo llevar las redes a muchos hogares y comunidades, y tampoco se realizó
el mantenimiento necesario sobre la infraestructura existente: las tuberías gotean, y si el agua no está contaminada
cuando ingresa al sistema, se contamina al recorrerlo. Estas deficiencias son consecuencia parcial de algunas priori-
dades políticas: en los países pobres, hace mucho tiempo que no se les presta atención a las inversiones en la dis-
tribución del agua potable. Menos del 5% de las inversiones en infraestructura de los países en desarrollo se dedi-
can al sector del agua. En muchos países pobres, la cartera de inversiones en esta área equivale al 1% de la misma
cartera en países industrializados con climas similares.35 Sin embargo, vale aclarar que la falta de inversiones en los
países en desarrollo se debe, precisamente, a su condición: son pobres, y la cantidad de capital de la que pueden
disponer es menor que la de los países ricos. En esencia, ni el sector público ni las empresas privadas tienen dinero
suficiente para financiar las inversiones que se necesitan.

En un informe confeccionado por el Consejo Mundial del Agua (un grupo internacional de expertos formado
por organizaciones internacionales, gobiernos, ONG y representantes del sector privado), se estima que a fin de
garantizar acceso al agua y a instalaciones sanitarias para todo el mundo, se tendrían que invertir US$ 180.000 millones
por año durante los próximos 25 años, sobre todo en los países en desarrollo y en transición. Esta cifra fue cues-
tionada por algunas personas, pero el Panel Mundial sobre el Financiamiento de la Infraestructura Hídrica, en lo
que se conoce como informe Camdessus, dice que “en general, se la acepta como el orden de magnitud correcto”.36

Es una enorme cantidad de dinero, y muchos países en desarrollo tendrán dificultades para reunirla. Hoy, las inver-
siones están entre US$ 70.000 millones y US$ 80.000 millones por año: menos de la mitad de lo que se necesitará
en el futuro.37 La mayoría de los analistas concuerda en que los países pobres, ya sea por sus propios medios o con
programas de asistencia para el desarrollo, no podrán satisfacer ese requisito. Comparativamente, el total de asis-
tencia para el desarrollo de obras públicas en 2003 —es decir, no sólo para obras relacionadas con el suministro de
agua, sino para todo tipo de obra— llegó a unos US$ 69.000 millones, poco más de un tercio de la inversión nece-
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saria. Aunque esta cifra se duplicara y se asignara exclusivamente a la construcción de sistemas adecuados de dis-
tribución del agua, no sería suficiente. El informe Camdessus también destaca que para cumplir el objetivo para el
milenio de la ONU, de reducir a la mitad el número de personas sin agua e instalaciones sanitarias para el 2015, es
necesaria una tasa de conexión diaria de varios cientos de miles de personas.

A causa de la ausencia de inversiones y mantenimiento, muchos habitantes están excluidos de la red de agua y
de la red cloacal, las tuberías gotean, faltan medidores que permitan la recaudación, y el agua que se provee es de
menor calidad y está disponible en forma esporádica. En muchas ciudades del sureste asiático, el agua llega a los
hogares apenas un par de horas al día y sólo algunos días de la semana. Estos países, sencillamente, no tienen dinero
para brindar agua a sus ciudadanos.

Sin embargo, la cantidad de inversiones no es el único problema: la calidad es una complicación de igual impor-
tancia o aun más. Las inversiones públicas en infraestructura de agua en los países del tercer mundo suelen ser
enormes proyectos de represas, financiados, por lo general, con una combinación de fondos de ayuda para el
desarrollo e ingresos del gobierno. A menudo, estos proyectos están mal diseñados, mal construidos y mal administra-
dos; por ende, el resultado está muy por debajo de las expectativas. Además, suelen ser muy onerosos para los con-
tribuyentes y los privan de recursos que podrían haber aplicado a otros fines con mayor eficiencia.

William Finnegan, de la revista New Yorker, describe con precisión los préstamos que el Banco Mundial otor-
gaba para desarrollar infraestructura de distribución del agua en los países pobres:

En una época, el enfoque del Banco respecto de las obras públicas era muy diferente: financiaba proyec-
tos monumentales con entusiasmo y a menudo suministraba el dinero para construir grandes represas.
Muchas de ellas fracasaban rotundamente y rendían, en el mejor de los casos, muy pocos beneficios
(excepto para los políticos y las empresas constructoras).38

El gasto público en infraestructura hídrica también suele tener efectos graves para el medio ambiente. Por ejem-
plo, a causa de la participación generalizada del gobierno en Pakistán, casi el 10% de la tierra cultivable se volvió
salobre. Cuando se explota más de lo recomendable el agua de fuentes subterráneas, el agua salada se filtra hasta las
napas, con lo que la tierra y el agua pierden su utilidad. Esto ocurrió, por ejemplo, en Arabia Saudita, Bahréin,
Gujarat (la India) y Java.

El proyecto público de infraestructura hídrica más conocido y con peores consecuencias para el medio am-
biente se emprendió en la Unión Soviética en los años cincuenta: para llevar agua a las plantaciones de algodón, las
autoridades desviaron los dos mayores ríos de Asia central, tributarios del mar de Aral. El resultado fue una

Las malas inversiones del sector público en Perú y Sri Lanka

Para fines de 1993, el gobierno de Perú llevaba gastados US$ 3.400 millones en nueve proyectos hídricos
a gran escala. Si bien hacía décadas que varios de esos proyectos se habían terminado, habían logrado sólo el
6,6% de los resultados esperados en cuanto a la creación de nuevas tierras aptas para el cultivo (mediante la
irrigación con agua proveniente de las presas), y no habían generado ni un solo kilovatio de electricidad. El
costo de las tierras irrigadas se ubicó entre US$ 10.000 y US$ 56.000 por hectárea, mientras que una hectárea
de tierra irrigable normal en la misma región hoy cuesta US$ 3.000. De ese modo, se gastaron millones de
dólares en proyectos grandiosos y rutilantes, pero ineficaces.

En Sri Lanka, el programa de desarrollo del río Mahaweli, según las estimaciones más pesimistas, requirió
el 44% de todo el presupuesto de obras públicas, nada más y nada menos que el 6% del PIB. Estas cifras
pueden compararse con el porcentaje del presupuesto de inversiones públicas dedicado al desarrollo de los
recursos hídricos en los países de Asia (entre el 20% y el 25%). El costo del proyecto creció tanto que las
nuevas tierras cultivables se volvieron demasiado caras, por lo que el gobierno tuvo que subsidiarlas. Esto, a su
vez, generó tensiones porque el dinero para los subsidios tuvo que tomarse de otras partidas presupuestarias,
y porque se pensó que los que recibieron tierras habían sido beneficiados por medios poco justos.

Fuente: Holden y Thobani (1996)
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catástrofe ecológica: el mar se redujo en un 66% y su salinidad aumentó drásticamente. El viento recogió la sal y
los pesticidas que había en el lecho, y las tormentas subsiguientes los distribuyeron; así, inutilizaron la tierra en varios
kilómetros a la redonda, generaron problemas de salud para muchas personas y eliminaron la fauna íctica.

Las deficiencias de la burocracia en relación con el agua
Esta discusión de iniciativas públicas a gran escala nos conduce directamente a uno de los puntos principales:

la forma en que actúa la burocracia que está a cargo del agua en los países pobres. Ésta suele mostrar deficiencias
en todos los aspectos, desde falta de competencia y aptitud administrativa hasta excesivo control político y estruc-
turas de incentivos perversas.

A esto hay que sumarle que la forma de conducción de las cuestiones hídricas está demasiado centralizada
política y administrativamente. La centralización es el camino que lleva al control político, aumenta la carga buro-
crática y aleja de la realidad práctica la toma de decisiones acerca de las inversiones. Las personas con autoridad para
tomar decisiones están muy lejos de los lugares donde se sienten las consecuencias de esas medidas, y las personas
afectadas por ellas están demasiado lejos del centro de poder como para conseguir volcar su opinión. Según la SIDA
(Swedish International Development Cooperation Agency):

Existen muchos ejemplos de instalaciones que fracasaron y de soluciones inadecuadas impuestas a la
gente por las autoridades del gobierno central. […] Se cree que, en el futuro, será mucho más adecuado
un tipo de desarrollo basado en una demanda ascendente de servicios por parte de consumidores con-
scientes de las posibilidades realistas y de los costos relacionados con éstas.39

Puede parecer contradictorio manifestar que un fenómeno se encuentra fragmentado y centralizado a la vez,
pero no es así: no existe contradicción entre la coordinación burocrática deficiente —es decir, la fragmentación hori-
zontal entre distintas agencias y autoridades— y la centralización vertical excesiva entre el poder nacional y las
autoridades locales y regionales.

La distribución pública de agua, además, suele tener acceso limitado a las últimas tecnologías, cuando no las
desconoce completamente. Otro tanto ocurre con su experiencia práctica en la gestión del agua, que a menudo es
mínima. A raíz de esto, las autoridades no pueden recoger o utilizar el agua disponible ni distribuirla entre la
población de la manera más eficiente posible. Un estudio muestra que en 32 ciudades asiáticas, sobre un total de
50, el desperdicio de agua es superior al 30%; y en América Latina, equivale a una proporción de entre el 40% y el
70% de la producción de agua de los emprendimientos públicos. Otras fuentes indican que en los países en
desarrollo el desperdicio de agua, en promedio, es del 40% de toda el agua producida; y en Bangladesh, las Filipinas
y Tailandia, del 50%.40

Para poder cobrar por la distribución del agua, se debe medir la cantidad que consumen los usuarios. Sin embar-
go, en la mayoría de los países en desarrollo donde la distribución está a cargo del estado, la medición es deficiente.
Un estudio realizado en 50 ciudades asiáticas reveló que las empresas estatales de distribución del agua sólo miden
el consumo de la mitad de los usuarios.41

Esta falta de medición del consumo no sólo es indicador de falencias en relación con la tecnología y la capaci-
dad, sino que también revela claramente las acciones de las autoridades públicas y los incentivos que tienen. Una
empresa privada, cuya existencia depende de que sus ingresos superen sus gastos, tiene una motivación muy fuerte
para medir el consumo de sus clientes: si no lo hace, no sabe cuánto cobrar. Sin ingresos, no puede invertir en nueva
infraestructura ni realizar el mantenimiento de la existente. En esta situación, la empresa cae en un círculo vicioso

La fragmentación de la burocracia en Etiopía

Hasta principios de los años noventa, participaban en la gestión del agua ocho instituciones, algo que
generaba redundancias innecesarias y un importante derroche de recursos en una multitud de autoridades y
organizaciones independientes y semiautónomas. Además, debe tenerse en cuenta que gran parte del país
quedó fuera de las redes de agua y de cloacas.
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en el que hay cada vez menos gente con acceso al agua, cuya calidad es cada vez menor.
En comparación, una autoridad pública carece de incentivos para llegar a la mayor cantidad de usuarios posi-

ble. Una empresa que opera de forma comercial gana dinero con cada cliente nuevo, por lo que quiere llegar a todos
los clientes que pueda. Las burocracias, en cambio, no dependen de los ingresos para sobrevivir, sino de las asigna-
ciones de fondos. Al igual que otras operaciones del sector público, funcionan de acuerdo con un presupuesto deter-
minado. Si no gastan todo el dinero que se les asignó, es probable que al año siguiente reciban una cantidad menor.
Por ese motivo, no tienen incentivos para recortar costos y lograr un superávit. Algunas burocracias tampoco
evalúan su desempeño según los resultados obtenidos, sino por el dinero que gastan. Siguiendo el mismo razonamien-
to, las burocracias que gastan todo el dinero que se les asignó, en lugar de buscar maneras para aumentar la efi-
ciencia, tienden a pedir una mayor porción de los fondos públicos. No se recompensa un trabajo bien hecho. La
mentalidad presupuestaria de las burocracias, por lo tanto, implica una estructura de costos mayor que la de las
empresas privadas, que constantemente tienen que reducir sus gastos para obtener ganancias.

También hay que tener en cuenta la diferencia que existe en términos de innovación y renovación. Una empre-
sa privada que compite con otras empresas por la preferencia de los clientes tiene que diseñar métodos nuevos y
mejores en forma constante, y debe ser todo lo eficiente que pueda. Esto se aplica en la etapa de contratación públi-
ca, a fin de ganar el contrato, y en el proceso de distribución, a fin de garantizar que los ingresos superen los gas-
tos.

En las burocracias que manejan el suministro de agua, existen estructuras de incentivos distorsionadas tanto en
el sistema como entre los funcionarios individuales. Un funcionario público no suele recibir recompensas por
reparar tuberías rotas o instalar nuevas de forma expeditiva. Los aumentos en el precio del agua tampoco son muy
populares. Por otro lado, los proyectos grandes que logran transformarse en el foco de atención de la gente y de los
medios a menudo generan reconocimiento y poder.

Otro punto débil radica en la falta de capacidad que muestran las burocracias públicas a la hora de anticipar las
necesidades y la demanda. No pueden comprender la multitud de señales acerca de los precios, la demanda y los
cambios en los hábitos y las preferencias de los consumidores del mismo modo que una empresa privada que opera
en un mercado. Aunque la necesidad de agua es más estable que el consumo de otros bienes, su distribución se ve
dificultada con frecuencia por la falta de flexibilidad y la inercia organizativa de la administración pública. A esto se
suma que las operaciones públicas no suelen contar con experiencia en técnicas modernas de gestión operativa.
Estas debilidades, en principio, son exactamente iguales en países pobres y en países ricos. Sin embargo, generan un
mayor problema en los primeros.

La politización de la distribución del agua y la corrupción que esto conlleva no son menos graves. Si se permite
que los políticos controlen por completo dónde, cuándo y cómo se produce y se distribuye el agua, se da lugar a
algunos riesgos. En primer lugar, los proyectos de infraestructura a gran escala se emprenden por razones políticas
y no económicas, en cuyo caso fracasan. Los proyectos de infraestructura de Perú y de Sri Lanka presentados en el
recuadro anterior son ejemplos muy locuaces de los efectos negativos del control político. El caso de Cochabamba
(Bolivia), que se tratará más adelante, también ilustra con claridad los efectos negativos de la interferencia y las malas
decisiones políticas en la construcción de infraestructura hídrica. Muy a menudo, la existencia de estas maravillas
onerosas se debe a la búsqueda de prestigio político. En segundo lugar, el agua suele ser administrada por empre-
sas estatales que se utilizan para desviar activos hacia los políticos y sus partidarios. Algunas investigaciones demues-
tran que la corrupción es habitual en los proyectos hídricos a gran escala, y que en el tercer mundo suelen priorizarse
los intereses de las empresas productoras de agua por sobre los de la población pobre de las ciudades. También
existe corrupción a menor escala: empleados que venden agua por caminos paralelos (por ejemplo, cobrándole a
los clientes para pasar por alto conexiones ilegales a la red), modificaciones en las facturas de los usuarios o per-
sonas que consiguen privilegios para acceder a la red antes que otras.

Los políticos, por sobre todas las cosas, quieren satisfacer a los electores y a los grupos de los que depende su
reelección. Con frecuencia, estos grupos no son los que más necesitan el agua, sino miembros de la clase media
urbana o grandes agricultores. Incluso, es posible que los políticos mantengan, de propósito, sistemas que son
económicamente ineficientes, pero políticamente útiles, sólo por el poder que les reditúan. Esto sucede, por ejem-
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plo, cuando se mantiene un precio bajo para el agua con el objetivo de aumentar la demanda. Una vez logrado, los
políticos pueden utilizar cuotas u otros instrumentos para asegurarse de que el agua vaya a los lugares de los que
ellos, no la nación, pueden beneficiarse. No es sorprendente entonces que las cuotas sean el método más utilizado
para regular la demanda de agua en los países menos desarrollados (PMD). Los terratenientes suelen obtener
grandes beneficios de las reducciones en el precio del agua, ya que generan un aumento del valor de sus tierras. De
este modo, los políticos pueden “ayudar” a los grandes agricultores y asegurarse así su apoyo.

Además, los políticos se equivocan con frecuencia al decidir en qué lugar el agua acarreará más beneficios
económicos. Existen infinitos ejemplos de control político que, aunque sea bienintencionado, da por resultado que
el agua se utilice en actividades que no confieren un beneficio óptimo. Por ejemplo, el agua suele desviarse hacia la
agricultura mediante cuotas y subsidios. La agricultura, a su vez, genera demasiadas cosechas, que requieren
enormes cantidades de agua, mientras que la industria, que podría generar un mejor retorno sobre la misma canti-
dad de agua, se queda sin el agua o se ve obligada a pagar más por ella. André de Moor estimó que los subsidios
públicos para las actividades de irrigación en los países en desarrollo están entre los US$ 20.000 millones y los US$
25.000 millones anuales.42 La eficiencia económica, de ese modo, se distorsiona, y la totalidad del país se encuentra
más pobre de lo que podría ser.

Al discutir el tema del control político, también debemos mencionar que los líderes políticos de una nación no
siempre velan por la población o están decididos a brindarle el mayor beneficio posible. No siempre dependen de
su capacidad para satisfacer las necesidades de la mayor cantidad posible de habitantes, y no está en sus planes dejar
que los habitantes decidan si permanecen en el poder o lo abandonan. Las empresas privadas, por el contrario, están
obligadas a cumplir con el contrato que firmaron y también dependen de que los clientes acepten los bienes y ser-
vicios prestados y estén dispuestos a pagar por ellos.

Un aspecto de la política hídrica que suele pasarse por alto es la falta de libre comercio en la producción agrí-
cola. El comercio de ese tipo de productos puede pensarse también como un comercio de agua implícito. El agua
es el insumo más importante en la producción agrícola: al comprar productos agrícolas a otro país, se compra indi-
rectamente el agua de ese país. Son muchas las barreras comerciales respecto de la producción agrícola, y muchos
países aplican una política de autosuficiencia en relación con los alimentos. A raíz de esto, muchos productos agrí-
colas se cultivan en lugares donde las condiciones son menos favorables que en otros, por lo que se consumen can-
tidades de agua innecesarias. Por eso, una liberación comercial respecto de la producción agrícola reduciría el con-
sumo de agua a en todo el mundo.

Existe menor acceso a fuentes de agua limpia y potable, principalmente, en los países en desarrollo, es decir,
donde la falta de capital y de experiencia es mayor. En pocas palabras, los regímenes públicos de distribución del
agua en los países en desarrollo han fracasado a la hora de llevar agua potable, a un precio razonable, a todas las
personas posibles. El Banco Asiático de Desarrollo demostró que en los países asiáticos con una base impositiva
baja —la mayoría de los países de Asia, salvo Corea y Japón— la producción y la distribución eficientes y confiables
de agua están más cerca de ser la excepción que de ser la regla.43 A menudo, el agua no es potable, no está disponible
durante las 24 horas del día y es de muy mala calidad. En resumen, la distribución del agua en los países pobres
suele tener un bajo nivel de cobertura, grandes cantidades de derroche, medición mínima del consumo y precios
que no son proporcionales a los costos. Las víctimas, en general, son los habitantes más desamparados de los países
pobres.
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Capítulo 4

Los derechos de agua: la solución a muchos problemas

Un gran problema respecto de las leyes y las regulaciones que rigen el agua en el mundo es la falta de derechos
de propiedad, en especial, la falta de derecho a ser propietario del agua y la falta de títulos de propiedad en los asen-
tamientos informales de los países en desarrollo. Este capítulo se dedica principalmente al primer problema, el dere-
cho a utilizar el agua, que a menudo se conoce como derecho de agua. Esta carencia tiene consecuencias negativas,
entre las que se cuentan la sobreexplotación, las pérdidas económicas y los conflictos. El problema de los habitantes
no registrados se tratará sucintamente el final del capítulo. Los conflictos relacionados con el agua se analizarán en
el capítulo 5.

“La tragedia de los comunes” es un concepto teórico, popular entre grupos ambientalistas y conservacionistas,
desarrollado en 1968 por el biólogo estadounidense Garreth Hardin. Apareció en un conocido artículo de la revista
Science y se ha transformado en la manera de referirse a la destrucción ambiental que se produce cuando demasia-
dos individuos explotan un recurso escaso.44 Hardin lo ejemplificó con el caso de pastores que utilizan el mismo
pastizal para sus rebaños. Según su opinión, cualquier pastor racional trataría de llevar la mayor cantidad posible de
animales a pastar allí, aunque esto implicara la destrucción del terreno. Esta conducta se debe a que el beneficio de
pastar todos los animales posibles es sólo para el pastor. El costo de destruir el pastizal debe ser enfrentado por
todos los pastores de manera conjunta, y se ve superado ampliamente por el beneficio que recibe cada pastor en
forma individual. Hardin indicó que nadie asumía la responsabilidad por el pastizal porque éste carecía de dueño.
El aire que respiramos no tiene dueño y, por eso, se llena de polución. Si preferimos hablar en términos más prác-
ticos, podemos comparar el pastizal con un parque de una ciudad. Los parques suelen estar más sucios que los jar-
dines privados. Reciben muchos visitantes que se comportan con más descuido que en su casa, sencillamente,
porque el parque no les pertenece. Se supone que el dueño de una propiedad se ocuparía de que su jardín no estu-
viera saturado de botellas vacías y envoltorios de helado, pero no ocurre lo mismo en el parque, que es responsa-
bilidad de un tercero. Sin embargo, también es propiedad de los que lo utilizan, por medio de la administración
política municipal (que, esperamos, haya llegado al poder con la ayuda de los que utilizan el parque).

Quizá, el dilema del pastizal no es tan grave, por ejemplo, cuando se trata de un parque de Estocolmo. Sin
embargo, el problema se agudiza si hablamos de un recurso vital como el agua. Por ejemplo, en partes del desierto
de Mojave, en California, los derechos de agua se corresponden con los derechos de propiedad sobre la tierra: muchos
terratenientes obtienen agua de una única fuente. Como no se regularon los derechos de agua, se extraen cantidades
tan grandes que la reserva está en peligro. Por supuesto, desde el punto de vista de los terratenientes, es racional
extraer toda el agua posible antes de que la reserva se agote. Esto podría llamarse “la tragedia del agua común”. En
otras palabras, la falta de derechos de propiedad sobre el agua genera una sobreexplotación. La solución a este pro-
blema es aplicar la propiedad privada al agua. Técnicamente, puede ser complicado determinar a ciencia cierta el
carácter y el alcance de esa propiedad, al menos en el caso de los cursos de agua. Existen varias formas de abordar el
problema, pero es un tema demasiado técnico para el propósito de este libro.45

Chile introdujo la propiedad privada del agua con muy buenos resultados. A principios de los años ochenta, el
gobierno chileno otorgó a agricultores, empresas y autoridades locales el derecho a ser propietarios del agua de la
zona. Esto les permitió venderla en el mercado libre, y los efectos fueron sorprendentes. El suministro de agua cre-
ció más rápido que en cualquier otro país. Hace 30 años, sólo 27% de los chilenos radicados en áreas rurales y 63%
de los que vivían en ciudades tenían acceso a un suministro sostenible de agua. Las cifras de la actualidad se ubican
en 94% y 99%, respectivamente: los porcentajes más altos de todos los países de ingresos medios.46

El éxito del caso chileno puede atribuirse a varios factores, como el precio del agua, que se ajustó a su costo
real, y el desarrollo económico positivo en términos generales.47 Sin embargo, la reforma más importante fue la
introducción del derecho a poseer agua y a venderla y comprarla a precios determinados libremente.

El comercio del agua aumentó la disponibilidad del producto de dos maneras:
�� Aumentó la cantidad de agua disponible, ya que los propietarios (agricultores) encontraron motivos
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sólidos para evitar el derroche y producir y distribuir la mayor cantidad posible. Cuanta más agua
vendían, más dinero ganaban.
�� Disminuyó el precio del agua porque la introducción de los derechos de agua generó una importante
descentralización de la administración del agua, que mejoró la eficiencia y redujo el derroche. Además,
el crecimiento de la oferta tuvo un efecto nivelador sobre el precio.
A menudo, los agricultores pueden ahorrar agua mediante técnicas de irrigación más eficientes que el método

tradicional, por ejemplo, el riego por goteo. Sólo la mitad del agua que utilizan los agricultores de todo el mundo
sirve para producir alimentos. La mayor parte de los nuevos agricultores de frutas chilenos utilizan técnicas de irri-
gación que apuntan a ahorrar el recurso. También pueden elegir cultivos que requieran menos agua. Las posibili-
dades para mejorar son muchísimas.

Sin embargo, no fueron los agricultores los únicos en hacer un uso más cuidadoso de los recursos hídricos.
Cuando EMOS, la empresa de servicios de agua más grande de Chile (estatal en ese momento, pero privatizada
desde entonces), se dio cuenta de que ya no podría obtener el agua de forma gratuita, sino que tendría que com-
prarla a sus propietarios, invirtió en un programa para reducir el derroche drásticamente.

La introducción de derechos de propiedad comerciables y claramente definidos sobre el agua no sólo genera
una mayor eficiencia, además logra que el agua llegue a donde brinda el mayor beneficio económico, generando una
mayor prosperidad. En cambio, el agua que no se puede comerciar se utiliza para los fines que los políticos deter-
minan, los beneficios que genera no son óptimos y el país resulta empobrecido. En los países pobres, es común que
los agricultores con buen acceso al agua planten cultivos que necesitan gran cantidad de agua en lugar de otros que
dependen menos de este insumo, de esta forma podrían vender el sobrante de agua a la industria. Sin embargo, no
pueden vender lo que no les pertenece.

Si los agricultores pudieran vender su agua a precios negociados libremente con los compradores, parte de este
recurso se destinaría a fines más útiles, como puede ser el impulso de la producción de otros agricultores o para el
consumo en pueblos y ciudades. Con la venta del sobrante, otros agricultores tendrían la posibilidad de cosechar
los productos que desearan de forma más económica. Además, el mercado se ocuparía de que el agua llegara a los
productores más eficientes, aumentando la prosperidad de todo el país.

La agricultura chilena logró una transformación drástica gracias al comercio del agua. Más importante aún es
que logró pasar de siembras de bajo valor, como el forraje y los cereales y las oleaginosas, a actividades mucho más
lucrativas, como los frutales y la producción de vinos. Sin inversiones significativas en infraestructura, Chile, entre
1975 y 1990, aumentó su productividad agrícola en un 6% anual, y hoy es el mayor exportador de frutas invernales
al hemisferio norte.48

El agua que se vende a una ciudad y no a otro agricultor es utilizada por la industria o por particulares. En
ambos casos, el agricultor hace un buen negocio. La industria genera mayor producción que el agricultor con la
misma cantidad de agua, y los particulares están dispuestos a pagar por el agua más de lo que el agricultor puede
obtener de las cosechas. De cualquier manera, el precio se ajusta de modo que el agua se destina hacia donde genera
mayor beneficio. Los beneficios netos que se obtienen con el comercio de derechos de propiedad pueden ser equiva-
lentes o, incluso, mucho mayores a los beneficios que se obtienen a partir de esos mismos derechos.49

El comercio también beneficia a los habitantes urbanos: la ciudad chilena de La Serena, por ejemplo, desde hace
años satisface sin problemas la creciente demanda. Para hacerlo, compra agua de los agricultores de la zona a pre-
cios muy inferiores que los que tendría que cobrar a los ciudadanos si éstos debieran pagar el proyecto de construcción
de un dique.

Otra ventaja radica en que, si los agricultores son propietarios del agua que necesitan, no están a merced del
sector público y de su imposición, a veces caprichosa, de precios y cupo. Los granjeros que tienen un control direc-
to sobre el agua están mejor capacitados para planear sus actividades.

De hecho, el comercio espontáneo de agua es muy habitual, aunque la ley no lo permita. En la India, por ejem-
plo, muchos estados —Gujarat no es la excepción— cuentan con mercados informales de agua bastante avanza-
dos. Se estimó que las ganancias anuales de ese comercio son de US$ 138.000 millones. El problema, sin embargo,
surge porque el comercio es ilegal o, en realidad, informal. El gobierno, que advirtió las ventajas que representaba,
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decidió pasarlo por alto y no intervenir. No obstante, la informalidad del comercio implica que no hay garantía de
un cumplimiento en los acuerdos generando tensiones y pérdidas en la eficiencia. Por esa razón, resulta mejor
reconocer y legitimar el comercio, a fin de crear derechos de agua que puedan hacerse valer legalmente y que
generen reglas de conducta seguras y directas. Facilitando de esta forma el comercio.

Otro ejemplo es Pakistán: una investigación realizada por la autoridad pakistaní de desarrollo de agua y energía
reveló que, en el 70% de los cursos de agua estudiados, existe cierto grado de comercio de agua. En los lugares
donde ese comercio fue legalizado, los ingresos de los agricultores crecieron un 40%.50

Un tercer ejemplo que podemos citar es el del río Cocodrilo en Mpumalanga, Sudáfrica, donde durante mucho
tiempo el control político de los recursos hídricos tuvo consecuencias graves a nivel social, económico y ambiental.
Sin embargo, a principios de los años noventa, durante una terrible sequía, los agricultores empezaron a comerciar
ilegalmente sus derechos de agua. La realidad demostró que estaban dispuestos a pagar hasta el triple del precio
impuesto por el gobierno. De ese modo, el agua llegaba a donde rendía más beneficios, era utilizada con más efi-
ciencia, y se solucionó gran parte de la escasez. Las autoridades, al notar los beneficios del comercio de agua, ter-
minaron por legalizarlo. Esto no sólo ayudó a los agricultores a sobrellevar una sequía terrible, sino que también
fue una decisión afortunada desde el punto de vista puramente económico. Se estima que la ganancia neta produc-
to del comercio de agua es de 25 millones de rands sudafricanos. Otro de los efectos positivos del comercio de agua
es que no fue necesario construir una represa que les habría costado 230 millones de rands a los contribuyentes.51

Recientemente, otros países en desarrollo, México y Brasil, por ejemplo, introdujeron reformas sobre los dere-
chos de agua de manera satisfactoria.

Como se menciona en el comienzo del capítulo, los problemas de falta de agua y derechos de propiedad
reconocidos no surgen sólo cuando esos derechos se refieren al agua: ocurre lo mismo en el caso de la tierra. De
hecho, la falta de títulos de propiedad en muchos de los asentamientos urbanos informales de los países en desa-
rrollo es un factor importante en el problema de los hogares pobres sin acceso al agua y a las redes cloacales, en
especial, en Manila. En primer lugar, los impedimentos burocráticos, como no tener una dirección formal, no
estar registrado o carecer de documentación, dificultan que cualquier proveedor, público o privado, extienda la red
y facture a un cliente determinado. En segundo lugar, la ley de algunos lugares prohíbe a los proveedores prestar
servicio en estos asentamientos, ya que eso implicaría reconocerlos formalmente. En tercer lugar, como los barrios
de viviendas precarias y otros asentamientos informales no suelen estar reconocidos o registrados, a menudo no
pueden incluirse en el contrato entre el gobierno y la empresa privada.52

Los derechos de propiedad del agua tienen un efecto muy positivo sobre su consumo y su protección. La posi-
bilidad de comerciar ayuda a obtener el mayor rendimiento posible. Además, permite maximizar la cantidad de per-
sonas con acceso a fuentes de agua potable y segura, como en Chile. También puede cumplir un papel importante
a la hora de evitar conflictos; tema que abordaremos en el próximo capítulo.
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Capítulo 5

Mercados y conflictos
Según la leyenda, Mark Twain dijo una vez: “El whisky es para beber; el agua, para pelear”. Cuando un activo

es escaso, y no se tiene claro quién es el propietario, a menudo se originan roces que pueden llegar a la violencia.
Es probable que el agua (de la que, para sobrevivir, no podemos privarnos ni siquiera durante períodos cortos)
genere más disputas que cualquier otro recurso. Además, en los enfrentamientos suele utilizarse como instrumen-
to, en especial, cuando hay escasez.

Desde hace miles de años se repiten en el mundo las luchas por este elemento. Como explica Peter Gleick, uno
de los principales expertos en este tema, “hay una larga historia, muy informativa, de conflictos y tensiones acerca
de los recursos hídricos, del uso de los sistemas de agua como armas en tiempos de guerra y del papel de éstos como
objetivo militar en conflictos generados por otros factores”.53 En su Cronología de los conflictos del agua, Gleick resume
cientos de ellos, desde algunas leyendas sumerias y cuentos bíblicos que se remontan al año 3000 AC hasta los
ataques terroristas contra sistemas de distribución del agua perpetrados en Bagdad en 2003. Entre esas dos instan-
cias, incluye otras, como las maniobras militares de Arizona en la frontera con California durante los años treinta y
la acción bélica en los Balcanes en los noventa.54

A grandes rasgos, durante los últimos 50 años, se plantearon en todo el mundo 507 casos de conflictos inter-
estatales por este asunto, de los cuales 21 se transformaron en hostilidades.55 Durante los años noventa, se regis-
traron acciones bélicas en Bangladesh, Tayikistán, Malasia, Yugoslavia, Angola, Timor Oriental, Namibia, Botswana,
Zambia, Ecuador y Perú.56

En los tiempos modernos, ningún lugar desempeñó un papel tan importante como Oriente Medio en este tipo
de conflictos. La guerra de los Seis Días, que enfrentó a Israel contra Siria, Jordania y Egipto estuvo relacionada, en
alguna medida, con una disputa por el agua. Israel se negaba a abandonar los Altos del Golán y Cisjordania, en parte,
porque perdería control sobre los cursos de agua y correría el riesgo de que miles de israelíes se vieran privados del
elemento.

El acuerdo sobre el río Jordán fue importante para el tratado de paz que Israel y Jordania firmaron en 1994.
El ex presidente egipcio Anwar Sadat dijo en 1979 que el agua era el único motivo por el que Egipto podría volver
a estar en guerra.57 Este país también tiene problemas al sur de su territorio, ya que obtiene del Nilo el 85% del agua
dulce que utiliza, y Etiopía planea aumentar la cantidad de agua que extrae de ese río.

En efecto, el agua es a menudo fuente de conflictos, y es probable que esto se agudice. Son muy conocidas las
palabras de Ishmael Serageldin, ex vicepresidente del Banco Mundial y presidente de la Comisión Mundial del Agua:
“Las guerras del siglo XXI serán por el agua”. Y no es el único que ha hecho predicciones como ésa, de hecho, se
está hablando mucho de futuras “guerras de agua”.

Pasada la etapa de la guerra fría, la competencia por la dominación global ha dejado de ser la principal amenaza
a nuestra seguridad. Por debajo del terrorismo internacional, se ubican las diferencias de opinión y de intereses acer-
ca del control de los recursos naturales, como el agua, y el acceso a ellos. Es posible que esas diferencias sean uno
de los principales factores de inestabilidad y hostilidades. Son especialmente espinosos los casos en los que un río
o un sistema de ríos suministra agua a varios países, tengan éstos diferencias políticas o ideológicas irreconciliables,
o excelentes relaciones en todos los demás aspectos. Si uno de ellos comienza a agotar un río, quedarán menos
recursos para los que están aguas abajo. Por ejemplo, Egipto, Hungría, Botsuana, Camboya y Siria obtienen más del
75% del agua que utilizan de ríos que pasan antes por otros países.58

Sin embargo, los conflictos no surgen sólo entre países. De hecho, éstos no son los más habituales: las hostili-
dades entre provincias, municipalidades, grupos económicos y sociales pueden ser, incluso, más importantes.

Una y otra vez, diversos estados federales de la India se han visto envueltos en disputas con sus vecinos acer-
ca del acceso al agua de ríos y represas. Un abogado indio predijo que “las disputas por el agua, si no se solucionan
a tiempo, serán un gran problema para la estabilidad de la sociedad india”.59

Teniendo en cuenta estos datos, es aún más importante que hagamos todo lo posible para garantizar que el agua
se maneje cuidadosamente, que se utilice de la manera más eficaz, que llegue a los lugares donde se le dará el uso
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más beneficioso y que todas las personas posibles accedan a ella. De ese modo, el riesgo de una guerra por este
recurso disminuye en forma significativa. En este caso, es fundamental el papel que deben desempeñar los merca-
dos y el sector privado.

Las corporaciones de suministro de agua están mejor capacitadas que las burocracias gubernamentales para
manejar el agua con diligencia. La búsqueda de ganancias funciona como un poderoso incentivo para que traten de
conservarla y de servir a sus clientes en lugar de derrocharla. Además, el comercio garantiza la máxima producción
de agua posible, y se puede reducir el riesgo de conflictos si se definen claramente los derechos de propiedad, y se
los reconoce. Otra ventaja es que los mercados y los proveedores privados tienen más oportunidades de llevar la
red de agua a una mayor cantidad de personas, y esto también limita el riesgo de que se produzcan tensiones entre
los habitantes por falta del elemento. La última ventaja, y no por eso la menos importante, es que al monetizar un
producto, se lo despolitiza.

Hillel Shuval, profesor de ciencias del medio ambiente en la Universidad Hebrea de Jerusalén, sostiene que los
roces que existían entre Israel y Palestina por este asunto disminuyeron su intensidad sólo cuando Israel aceptó
vender agua a los palestinos. Según sus palabras:

[El comercio] garantiza un uso racional del agua [y] si se monetiza el conflicto, se le quita su compo-
nente de sentimentalismo. Si el agua se percibe como un producto básico y no como algo tan impor-
tante como la leche materna, se ve que no es suficiente razón para entrar en guerra.60

El profesor Shuval considera que cuando los países comercian agua entre sí, hay menos oportunidad de que se
generen conflictos por este recurso. Si es posible adquirirla por otros medios, además de la fuerza, es probable que
se prefieran estos medios. De ese modo, el comercio puede ayudar a reducir las tensiones y a garantizar que todas
las partes interesadas obtengan sólo la cantidad que necesitan en lugar de apoderarse del recurso y controlarlo por
la fuerza. Desde ya, aumentar el papel de los mercados y el sector privado en el campo del agua no es la solución
universal para la guerra, pero sin duda puede reducir las causas de conflicto en muchos países.

Utilicemos el ejemplo de la ciudad de Warangal, en el estado indio de Andhra Pradesh. Allí surgieron dificul-
tades cuando algunas personas comenzaron a robar agua de un canal que es la primera fuente del suministro de
agua. Los agricultores, sencillamente, empezaron a desviar las aguas del canal hacia enormes extensiones de tierra
que estaban más allá de la zona vigilada. Así, ahora, el suministro de la ciudad se ve amenazado en forma constante,
y las autoridades locales tienen que peticionar una y otra vez ante sus pares centrales para que les asignen una mayor
proporción del agua del dique que alimenta el canal. La ciudad también construye pequeños diques con bolsas de
arena, que son derribadas por los pobladores que viven aguas abajo y que necesitan el agua.

Los agricultores roban agua porque no tienen otra opción: la cantidad asignada políticamente no satisface sus
necesidades, y no pueden comprar el elemento porque no existe un mercado para hacerlo. Sin embargo, en otras
partes de la India, la introducción de derechos de agua comerciables permite que se adquiera de manera legal.
Además, el comercio da como resultado un uso más eficiente y, en consecuencia, menos escasez, algo que a su vez
reduce las tensiones y la probabilidad de que se produzcan conflictos.

De todos modos, cada vez más estudios indican que se está exagerando la posibilidad de conflictos por el agua.
Algunos académicos sostienen que son muy pocas las instancias de guerra directa entre estados cuya única causa
fuera este elemento. Además, los países (que, en muchos casos, comparten una masa de agua o que pueden tener
diferencias de intereses acerca de una fuente) también pueden recurrir a tratados y actividades diplomáticas para
resolver las dificultades.61

Existen algunos argumentos contundentes en contra de esta postura. En primer lugar, no es probable que los
futuros problemas de seguridad estén relacionados con guerras en el sentido tradicional de la palabra, es decir, con-
flictos armados entre dos estados soberanos. Por lo tanto, el argumento de que son pocas las instancias en las que
el agua fue la única causa de una “guerra” no es tan relevante. Por otro lado, no hay dudas de que sí es fuente de
otras tensiones, como vimos en la cronología de Gleick. Además, aunque el agua no sea la “única” causa de un con-
flicto, con seguridad será un factor importante. Por último, durante décadas muchos investigadores pacifistas de
todos los ámbitos (es decir, no relacionados exclusivamente con los conflictos por el agua) expresaron ideas simi-
lares a las mencionadas acerca del papel de la cooperación internacional a la hora de evitar las guerras. Sin embar-
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go, a pesar de sus estudios y de una multitud de tratados, los enfrentamientos militares fueron inevitables. Por ello,
no se puede asegurar ni considerar probable que las investigaciones de paz tengan mucho más éxito en el caso de
los conflictos por el agua.

Por estas razones, el manejo cuidadoso del agua es un factor importante para mantener la paz, y los mercados
y el sector privado tienen reservado un importante papel en relación con este tema.
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Capítulo 6

El precio del agua
En este capítulo nos acercamos un poco más al centro del tema que nos ocupa: ¿Cuánto se puede cobrar por

el agua? Este punto es el más candente de toda la discusión acerca de la privatización del agua en los países pobres.
Quienes se oponen a ella sostienen que las personas pobres no podrán pagar la cantidad de agua que necesitan si
los precios los pone el mercado y no los políticos. Opinan que la privatización genera automáticamente un aumen-
to en los precios. Es ése el argumento implícito en gran parte de la resistencia contra la introducción de intereses
comerciales en la distribución del agua en países pobres. Se dice que una mayor participación del mercado y del sec-
tor privado elevará aún más la cifra que sobrepasa los 1.000 millones de personas sin acceso adecuado al agua, algo
que aumentará la pobreza y la cantidad de enfermedades y muertes.

Un grupo de investigadores que trabaja para la Internacional de Servicios Públicos, un sindicato internacional
que representa a los trabajadores del sector público, sostiene en un informe:

[…] los precios altos y las desconexiones implican que es probable que sean los sectores más pobres de
la sociedad los principales damnificados por el proceso de privatización. Además, si con esto aumenta
el consumo de agua proveniente de fuentes contaminadas, las consecuencias serán desastrosas para la
salud pública.62

Otro informe expresa el argumento del siguiente modo:
“Son las empresas privadas las que ganan con la privatización del agua, […] los hogares pobres son los
principales damnificados”.63

Es posible formarse una imagen: niñas que se ven obligadas a caminar kilómetros y kilómetros todos los días
con pesadas tinajas sobre la cabeza, niños que deben trabajar en lugar de estudiar, millones de personas que mueren
de deshidratación diarreica y empresas multinacionales que se llenan los bolsillos a causa la sed de los más necesi-
tados. Este tipo de panorama despierta sentimientos fuertes y ofrece argumentos fáciles. Sin embargo, ¿cuán rele-
vante es?; ¿en qué medida se condice con la realidad?; ¿es realmente eso lo que se obtiene con la privatización y los
precios fijados por el mercado?; ¿no es posible, quizá, que los que se oponen a la privatización estén tan ciegos por
el odio a la economía de mercado y a las grandes empresas que pongan los dogmas y la ideología por sobre lo que
es mejor para los pobres?

Hay indicios claros de que es necesario allanar el camino para las empresas y el mercado si se desea suminis-
trar agua limpia y potable a los más de mil millones de personas que actualmente no tienen acceso a ella. Hoy, para
conseguir agua, las personas que no están conectadas a la red tiene que pagar mucho más de lo que pagarían si estu-
vieran conectadas. Si bien es cierto que la privatización aumenta los precios, de ese modo la empresa distribuidora
obtiene los recursos y los incentivos para conectar más hogares a la red de suministro. Así, las personas que hoy no
tienen agua obtienen grandes beneficios a causa del aumento en los precios del agua de red. Además, el tiempo que
invierten en ir a buscar agua les representa un gran costo. Y ésos son los costos que tenemos que tener en cuenta
para establecer la comparación. Por otro lado, los precios demasiado bajos son responsables de la falta de capital
mencionada con anterioridad, el derroche, la sobreexplotación y la falta de flexibilidad. También provocan que los
distribuidores no tengan incentivos para extender la red y llegar a nuevos usuarios. El último problema, aunque no
el menos importante, es que los subsidios actuales para el consumo de agua benefician a grupos que no son pre-
cisamente los más necesitados.

Analicemos con profundidad el último punto. Podemos comenzar por observar la oferta y la demanda de agua,
y usar esa observación como punto de partida para determinar si los precios de mercado son mayores o menores
que los precios determinados políticamente. Para terminar, analizaremos si la privatización genera aumentos o dis-
minuciones de precios.

Cuando se permite que el mercado fije el precio de un bien, ese precio depende de la oferta y la demanda. El
equilibrio se produce cuando ambas se encuentran en un precio determinado. Cuando los políticos regulan el pre-
cio de un bien, la oferta y la demanda se distorsionan. Si el precio fijado es menor que el precio de equilibrio, la
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oferta disminuye, y la demanda aumenta. Contrariamente, si el precio es mayor que el de equilibrio, la oferta aumen-
ta y la demanda disminuye. Estos son conceptos económicos básicos, que se enseñan en la escuela secundaria, por
lo que resulta realmente extraño que tengan tan poco peso en la discusión mundial acerca del suministro de agua.

El problema principal acerca del precio del agua en las zonas pobres del mundo surge porque es demasiado
bajo para que la oferta y la demanda converjan. En lugar de realizar la producción y la distribución de modo que
cubran sus propios costos, estas actividades se subsidian con ingresos tributarios.64 Anualmente, se gastan US$
45.000 millones en subsidios para la distribución del agua en el tercer mundo. En los países en desarrollo, el precio
del agua es tan bajo que, en promedio, sólo cubre aproximadamente 30% de los gastos del proveedor del servicio.
Según las estimaciones de algunos expertos, el subsidio que recibe el sector equivale, en promedio, al 80% de sus
gastos.65

Si ni siquiera se logra cubrir los gastos corrientes u operativos, habrá aún menos dinero para destinar al man-
tenimiento y a las inversiones en infraestructura para mejorar la distribución y la calidad del agua. Tampoco será
posible ampliar la red para que llegue a los que hoy no cuentan con agua potable.

Quizá, tenga la misma importancia mencionar el incentivo que tiene la empresa distribuidora para llegar a la
mayor cantidad de usuarios posible. Si el precio del agua es tan bajo, para expandir la red, la empresa distribuidora
tiene que incurrir en costos que no podrá recuperar mediante las tarifas. Con eso en mente, no hay muchas razones
para que quiera ampliar la red y, mucho menos, para que se tome el trabajo extra de hacer las conexiones. ¿Por qué
habría que invertir en una pérdida segura?

Por motivos políticos, el precio del agua es, sencillamente, demasiado bajo: el objetivo es garantizar que todos
puedan pagar el agua que necesiten. En la práctica, sin embargo, el suministro es insuficiente para llegar a los pobres,
por lo que más de 1.000 millones de personas se ven obligadas a pagar precios muy elevados para conseguir agua
de baja calidad, con los riesgos que ello implica para la salud. El nivel demasiado bajo de los precios permite explicar
gran parte del problema de la distribución inadecuada de agua limpia y potable en los países pobres.

De ese modo, desde el punto de vista del suministro, hay razones de peso para que la política no influya sobre
el precio del agua, ya sea mediante regulaciones, o mediante subsidios, y para que sea el mercado quien lo decida en
su lugar. Todo indica que algunas ONG se dieron cuenta de esto. En el Foro Mundial del Agua, realizado en
Bombay (la India) en enero de 2004, Prakash Amatya, un miembro de una ONG de Nepal, dijo: “La falta de agua
en Katmandú se debe a que el agua es casi gratuita”.66

Sin embargo, no es el suministro lo único que se ve perjudicado por el control de precios. Si los políticos fijan
el precio del agua por debajo del precio del mercado, la demanda crecerá en exceso, con algunas consecuencias nega-
tivas.

En primer lugar, se derrochará agua: si el precio es muy bajo, los usuarios no tienen incentivos para economizar
o limitar su consumo. En los hogares, por ejemplo, nadie va a detenerse a pensar en lavar dos cargas de ropa sin
cambiar el agua o en bañar a más de un niño sin renovar el agua de la tina; es en la agricultura donde deben pro-
ducirse los ahorros importantes, y sobre ese punto volveremos más adelante. El derroche agrava la falta de agua y,
también, la destrucción del medio ambiente. El problema del derroche se agudiza cuando, en lugar de determinar
el precio de acuerdo con la cantidad utilizada, se cobra una tarifa fija. De esa forma, se eliminan por completo los
incentivos para economizar.

Corea del Sur es un ejemplo notable del derroche de agua. En 2002, cuando el país atravesaba una crisis de
escasez, se supo que los habitantes utilizaban más agua per cápita que los de cualquier otro país de la OCDE, a
pesar de que el nivel de ingresos de Corea era de los más bajos. La producción estaba muy subsidiada, por lo que
el derroche costaba muy poco. Para completar la serie de complejidades e irracionalidades de la administración de
agua, eran cinco los funcionarios públicos a cargo del tema.67

En Windhoek, la capital de Namibia, se lanzaron campañas informativas y se fijó un precio para controlar el
consumo de agua. Las modificaciones en los precios resultaron muy efectivas: lograron una reducción del consumo
de 20%. Con las campañas educativas, por otro lado, sólo se consiguió una reducción de 5%.68

El consumo industrial y agrícola del agua reviste, incluso, más importancia que el consumo en los hogares. En
esas actividades se concentra el 92% del consumo mundial de agua: es allí donde se pueden lograr los mayores
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ahorros.69 Sin embargo, no hay incentivos para reducir el consumo si los precios son inferiores a los recomendables.
Los agricultores, que representan 70% del consumo mundial, suelen tener una actitud muy ineficiente respec-

to del tema.70 Por ejemplo, si siembran cultivos que requieren grandes cantidades de agua, no logran una propor-
ción óptima entre el componente nutritivo de su producción y la cantidad de agua que utilizan. De hecho, la agri-
cultura es uno de los “villanos” para los recursos hídricos mundiales. Cuanto menos desarrollado está un país, mayor
es la proporción de agua que consume la agricultura. Por ese motivo, si se mejora la eficiencia del uso agrícola del
agua, los efectos más notables se sentirán en los países pobres.

La mitad del agua que utilizan los agricultores de todo el mundo no produce alimentos. Por eso, haciendo
algunos cambios menores, se puede lograr un enorme ahorro. Una mejora de 10% en la distribución del agua para
la agricultura duplicaría el suministro mundial de agua potable. Puede mencionarse como ejemplo el cultivo de
tomates, que requiere 40% más de agua si se utilizan métodos de irrigación tradicionales en lugar de métodos de
irrigación por goteo. La cantidad de agua necesaria para cultivar una hectárea de arroz alcanzaría para el consumo
de 100 hogares rurales durante cuatro años.71 Si el precio del agua no estuviera subsidiado, probablemente los
agricultores harían inversiones para reducir el consumo destinado a cosechar alimentos.

Los efectos nefastos que pueden ser generados por un precio incorrecto se ven con claridad en California. A
causa de los elevados subsidios, los agricultores reciben enormes cantidades de agua a precios muy bajos. Por otro
lado, los habitantes urbanos pagan casi mil veces más que los agricultores por el agua que consumen. De ese modo,
mientras las ciudades de California gastan excesivas sumas de dinero en plantas de desalinización para tratar el agua
de mar, en el desierto se cosecha arroz, una actividad que consume grandes cantidades de agua.72 Por ende, las malas
políticas aplicadas no son exclusivas de los países en desarrollo: también existen en países altamente desarrollados
con sistemas de gobierno eficaces.

Así, el aspecto de la demanda es otro argumento en contra del control del precio del agua por parte de los
medios políticos. Los que, a pesar de todo, están a favor de esta metodología opinan que lo más importante son los
aspectos humanitarios y no las cuestiones relacionadas con la oferta y la demanda. Consideremos esos aspectos,
entonces, que son la parte central de este libro.

Este tema nos obliga a preguntarnos si las personas con menos recursos pueden pagar el agua a precios de mer-
cado. Los opositores sostienen que, si se permite que el mercado fije el precio, será muy difícil, cuando no imposi-
ble, que los pobres puedan pagar toda el agua que necesitan. ¿Cuán cierto es eso? Todo depende del tipo de com-
paración que hagamos.

Como paso previo, es necesario diferenciar, por un lado, la comparación entre precios determinados política-
mente y precios fijados por el mercado y, por otro, la comparación entre el suministro público y el suministro pri-
vado de agua, se trata de dos temas distintos. Dejar la distribución del agua en manos privadas no significa, nece-
sariamente, que el precio estará determinado por el mercado, ya que no hay nada que evite que los políticos con-
trolen el precio. Como veremos más adelante, los regímenes de suministro de agua privatizados e íntegramente
desregulados son pocos. Por el contrario, son los políticos quienes a menudo determinan los precios, incluso, luego
de aceptar la participación de intereses comerciales. En el tipo de acuerdo más habitual, cuando se le permite a una
operadora privada entrar al negocio de distribución del agua, el precio se define en el contrato que ésta firma con
las autoridades públicas.

Si vamos a hablar del acceso de las personas pobres al agua, el único punto de partida razonable son aquellas
(más de 1.000 millones) que no tienen acceso a agua potable. Existe una importante relación entre el desarrollo (en
términos de PIB) y el acceso al agua. Frecuentemente, son las personas más pobres las que no tienen agua y no son
abastecidas por las redes de distribución existentes. UN-Hábitat describe en varios de sus trabajos de campo que
del total de personas sin acceso al agua y a sistemas sanitarios los segmentos más pobres de la población urbana de
los países en desarrollo representan una enorme proporción. Un estudio de 15 países con ingresos bajos e ingresos
medios bajos indicó que más de 80% del segmento más pobre de la sociedad carecía de agua.73

El modo más sencillo que tienen a su disposición los habitantes urbanos pobres de los países en desarrollo para
conseguir agua es comprarla, ya sea a pequeños vendedores en puestos callejeros, o a los que tienen acceso a un
pozo de agua (a menudo, contaminada), o aquellos que hacen entregas a domicilio. A veces se envían camiones cis-



26

C A T O  I N S T I T U T E l W W W. E L C A T O . O R G

terna a los distritos más necesitados, y se venden contenedores de agua. En ese caso, estos habitantes se enfrentan
a las fuerzas del mercado, pero en condiciones muy injustas, dado que el agua que obtienen es, en promedio, doce
veces más cara que la que obtendrían mediante una conexión a la red y, en algunas oportunidades, incluso más cos-
tosa.74 (Véase cuadro 6.1.) Éste es un punto muy importante, pero los activistas que se oponen a la privatización
suelen pasarlo por alto.

Es válido decir, entonces, que los más pobres no se ven muy afectados por los aumentos en los precios del agua
de red. En la situación actual, por el contrario, más de 1.000 millones de ellos están sufriendo los altísimos precios
que se ven obligados a pagar por no contar con tuberías. Por eso, el aumento los afectaría, indirectamente, de un
modo muy positivo: si el precio del agua estuviera determinado por el mercado, los pobres saldrían muy beneficia-
dos, ya que el proveedor tendría el capital y los incentivos para extender la red y llegar a ellos. De ese modo, con-
seguirían agua de mejor calidad, con más rapidez y a precios más bajos.

Por ejemplo, en Puerto Príncipe, la capital de Haití, la gente que tiene acceso a la red de distribución del agua
paga US$ 1 por m3, mientras que aquellos que no tienen acceso a la red pagan US$ 10 por la misma cantidad. De
ese modo, los pobres de Puerto Príncipe se beneficiarían con un aumento en los precios, aunque ese aumento mul-
tiplicara el valor del agua por nueve.75 La situación es la misma en casi todas las demás ciudades del tercer mundo.
En Vientián (Laos), el agua que se vende de manera informal cuesta 136 veces más que el agua de red; en Ulán
Bator (Mongolia) es 35 veces más cara; y en Bandung (Indonesia) cuesta 489 veces más.76 Los habitantes sin acce-
so de estas ciudades se beneficiarían con un aumento en el precio del agua de red.

También hay encuestas que indican que los habitantes pobres de los países en desarrollo están dispuestos a
pagar más de lo que pagan actualmente.77 Otros encuestas sostienen que la elasticidad de precios (es decir, la sensi-
bilidad del consumo ante los aumentos de precios) es menor en el caso de los hogares que en el caso de la agricul-
tura y la industria.78 Se puede argumentar que esto es lógico, ya que las consecuencias de quedarse sin agua son más
nefastas para las personas que para la agricultura y la industria. Sin embargo, por otro lado, esto confirma la posi-
bilidad de lograr una mejor conservación de agua mediante el aumento de precios, dado que, como vimos, la agri-

Ciudad X veces más costosa
ÁÁffrriiccaa
Mauritania Nuakchot
Nigeria Onitsha

Lagos
Kenia Nairobi
Togo Lomé

AAssiiaa
Pakistán Karachi
Indonesia Surabaya

Yakarta
Bangladesh Dacca

LLaattiinnooaamméérriiccaa
Honduras Tegucigalpa
Ecuador Guayaquil
Perú Lima

Región/País

Cuadro 6.1. El precio de agua proveniente de fuentes alternativas.
Comparación con el agua de red.

1-100
6-38
4-10
7-11
7-10

16-34
20
17

28-83
20-60
4-60

12-25

Fuente: Moor (1997).
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cultura y la industria son responsables de 92% del consumo de agua mundial.
Hay buenos ejemplos de ciudades donde el aumento de los precios del agua tuvo efectos muy positivos. En

Bogor (Indonesia), los precios aumentaron sustancialmente, y el proveedor del servicio pudo conectar más hoga-
res a la red, con lo que muchas personas pobres ganaron acceso a una fuente de agua más económica. En
Tegucigalpa, la capital de Honduras, algunos distritos pobres se unieron y firmaron un acuerdo con la empresa ope-
radora, según el cual los mismos consumidores pagarían las conexiones a la red: 85% de todos los hogares com-
praron la conexión, lograron tener agua en sus casas y redujeron, simultáneamente, la cantidad de dinero que gasta-
ban en agua.79

Otro aspecto para tener en cuenta al discutir el precio del agua desde el punto de vista de los pobres es el de
los costos que enfrentan en la actualidad por no tener acceso al agua de red. Como vimos en el capítulo 2, cientos
de millones de personas insumen varias horas al día en ir a buscar agua. Durante ese tiempo, no pueden trabajar ni
estudiar, por lo que sacrifican ingresos. Es difícil cuantificar esos estas pérdidas, pero parece razonable suponer que
varias horas diarias de trabajo no remunerado y poco productivo implican grandes pérdidas, tanto para el individuo
como para toda la comunidad. Un estudio sobre Dehra Dun, una ciudad del norte de India, muestra que si se
incluye en el precio del agua el tiempo que pasan las personas (comúnmente, en su mayoría pobres) tratando de
conseguirla, y si a eso se le agregan la pérdida en ese período de tiempo, en realidad, el agua cuesta 15 veces más
que su valor nominal.80 Este factor es crucial al discutir el precio.

También en ese caso, los pobres se beneficiarían con un aumento de los precios. Además, los subsidios públi-
cos favorecen, sobre todo, a otros grupos más privilegiados. Las empresas públicas de agua sólo logran cubrir 30%
de sus costos: el 70% restante se cubre con subsidios financiados con ingresos impositivos. A las personas que hoy
no tienen acceso a ninguna red de distribución, los subsidios tampoco les llegan. En algunos países en desarrollo,
entre 80% y 90% del quintil más rico de la población tiene acceso a un suministro público de agua, mientras que
en el quintil más pobre esa proporción se ubica entre 50% y 30%, o menos. En Colombia, por ejemplo, 80% de
todos los que se benefician con los subsidios hídricos pertenecen a grupos de ingresos altos y medios. Un estudio
de seis ciudades de América Central indica que los subsidios llegaban, principalmente, al 60% más rico de la
población.81 En la práctica, entonces, quienes se benefician con los subsidios son, en su mayoría, los grupos privi-
legiados, como la clase media y los agricultores. Estos grupos realmente no necesitan agua más barata e, incluso,
están dispuestos a pagar mucho más por la que consumen.

Según el Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos:
Los habitantes urbanos de bajos ingresos suelen pagar precios elevados por un suministro inadecuado
de agua. Por ejemplo, compran agua a vendedores a precios entre 2 y 50 veces más elevados por litro
que los que pagan los grupos con ingresos más altos, quienes reciben agua de red en sus hogares a pre-
cios bajos gracias a los enormes subsidios.82

En Chile, sin embargo, los subsidios hídricos se enfocaron en los segmentos más pobres. Como la distribución
del agua se autofinancia, la mayor parte de la población paga el costo real del producto, mientras que a las personas
más pobres se les ofrece una tarifa reducida. Sudáfrica cuenta con un sistema diferente, pero basado en el mismo
principio: se le otorga acceso al agua a los ciudadanos más pobres sin impulsar un consumo excesivo. Todas las
familias tienen derecho a 25 litros de agua por día, completamente gratuitos. Todo consumo que supere esa canti-
dad es bastante más caro.83 El modelo sudafricano, sin embargo, presenta dos problemas: en primer lugar, los sub-
sidios benefician a toda la población y no sólo a los pobres. En segundo lugar, las empresas proveedoras de agua
tienen pocos incentivos para extender la red de suministro porque llegarían a personas cuyo consumo de agua es
muy bajo.

También debe recordarse que para producir y suministrar agua potable y pura es necesario incurrir en gastos,
y alguien tiene que pagarlos. Los subsidios son gastos que el Estado financia con los ingresos impositivos que
provienen de los contribuyentes. Los que se benefician estos subsidios, al menos en forma indirecta, son principal-
mente los mismos que pagan por ese beneficio. En realidad, las únicas personas que pagan por los subsidios sin
obtener ningún beneficio de ellos son los más pobres, que no tienen acceso al agua de red.

El ex secretario de agricultura de Chile, Renato Gazmuri, sostiene que el sistema de distribución del agua sub-
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sidiada por el estado que se usaba antes en Chile conllevaba, de hecho, una redistribución regresiva de la riqueza.
Como las personas de bajos ingresos consumen una proporción más grande de sus ingresos que la de otros grupos
más privilegiados, se destina una proporción más grande a los impuestos (ya que el consumo está más gravado que
el ahorro y las inversiones). Si tenemos en cuenta eso, y que estos pobladores consumen menor cantidad de agua y,
por extensión, menor proporción de los subsidios, se puede decir que los subsidios, en la práctica, implican una
transferencia de recursos desde los más pobres hacia los privilegiados: la clase media consigue agua barata, y los
pobres pagan la cuenta.84

Andrew Nickson, que escribió un informe sobre el tema para el Departamento del Desarrollo Internacional
(DFID, por su sigla en inglés) del Reino Unido, logra resumir el problema del siguiente modo:

El sistema de suministro de agua a cargo del sector público en países de ingresos medios y bajos no tiene
éxito a la hora de satisfacer las necesidades de los habitantes urbanos pobres. En lugar de eso, da como
resultado el subsidio de los intereses de los ricos.85

De este modo, el dinero que se gasta para compensar los déficit de los servicios públicos podría destinarse a
fines mucho mejores, como el apoyo monetario directo u otro tipo de asistencia para los necesitados.

En Chile, el costo de los subsidios dirigidos a los pobres llega a US$ 40 millones. Cuando los subsidios eran
generales, se invertían US$ 100 millones, es decir, más del doble. La diferencia se aplicó a necesidades mucho más
urgentes, como algunas medidas para combatir la pobreza.

Otra forma de ayudar a los hogares menos privilegiados cuando se eliminan los subsidios es la entrega de “vales
de agua”, que garantizan un nivel determinado de consumo, cuyo costo será absorbido por el estado mediante el
pago de las facturas de la empresa proveedora. Si puede llevarse a cabo, ésta es, quizá, la mejor manera de garanti-
zar, en forma simultánea, que los hogares pobres tengan el mínimo indispensable de agua y que los operadores ten-
gan el capital y el incentivo para extender las redes hasta las zonas pobres.

El debate sobre el precio del agua y los subsidios se relaciona íntimamente con la discusión sociológica acerca
de los excluidos y los incluidos en el sistema. Un grupo queda fuera de un sistema, mientras que el otro permanece
dentro, y las relaciones entre ambos suelen ser complicadas. En el contexto del precio del agua, los excluidos son
los más pobres, que no están conectados a la red, y los incluidos son los que reciben el agua de la red. Estas per-
sonas excluidas realmente necesitan ingresar al sistema: enfrentan costos mucho más elevados que los que
enfrentarían si estuviesen dentro, y también más elevados que los que enfrentan los que están en el sistema actual-
mente. Sin embargo, los que ya están dentro no quieren dejarlos entrar, ya que implicaría un mayor gasto para ellos.
Se configura, de ese modo, un conflicto de intereses entre la clase media, relativamente privilegiada, y los marginales
pobres. Resulta llamativo que tantas ONG de izquierda se alineen con la causa de los más pudientes.

Ya hemos discutido la necesidad de aumentar los precios y las ventajas. Es hora de preguntarse si la “privati-
zación” implica necesariamente precios más altos. Como ya hemos aclarado, es necesario hacer una distinción entre
un sistema privatizado y otro con precios de mercado.

Una vez más, debemos dejar claro que como punto de partida de esta discusión tenemos que tomar a los más
de 1.000 millones de personas que actualmente no tienen suministro de agua de red y que gastan muchísimo tiem-
po y dinero para conseguir agua. El agua que consumen, en promedio, es doce veces más cara que el agua de red y
suele tener peor calidad. Pagarán menos si se las conecta a la red de distribución del agua. ¿Qué pasará con los que
ya están conectados? ¿Tendrán que pagar más o menos? Es una pregunta complicada, que carece de una respuesta
sencilla.

Algunos argumentos sostienen que los precios aumentarán; y otros, que disminuirán. En la práctica, hay ejem-
plos de precios que subieron y de precios que bajaron luego de la introducción de los intereses privados en la dis-
tribución del agua. En tres de los casos que estudiaremos en los capítulos 7 y 8, los precios aumentaron luego de la
privatización, mientras que en otros tres casos disminuyeron. Los movimientos del precio dependen de varios fac-
tores.

Una razón para suponer un aumento de los precios es que todos los subsidios públicos desaparecen cuando se
acepta la participación de intereses privados. Es posible continuar subsidiando la distribución del agua si se trans-
fieren fondos a la empresa privada, pero no es una práctica habitual, ya que los gobiernos suelen delegar los servi-
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cios en empresas privadas cuando tienen pocos recursos, o quieren recortar costos, o utilizar los fondos públicos
para otros fines. Además, existe el riesgo de que los subsidios se diseñen de forma que la empresa operadora no se
beneficie por llegar a la mayor cantidad de usuarios posible. Esto, a su vez, elimina una de las ventajas principales
de la participación privada: los incentivos para extender la red de distribución y alcanzar a aquellos que quedan
excluidos cuando el sistema es público. Sin embargo, el argumento más contundente contra la distribución subsidiada
del agua es que el apoyo no llega a los que más lo necesitan.

Por un momento, dejemos a un lado los subsidios: ¿sigue siendo más caro delegar la distribución del agua a una
operadora privada que a una pública? Existe un argumento que apoya esta teoría: la privatización suele implicar un
alto nivel de inversiones. La falta de inversión en el sector del agua en los países en desarrollo es una de las princi-
pales razones de la falta de agua que sufren tantos habitantes. Suele aceptarse la participación de empresas privadas
como una manera de conseguir capital. Dicho esto, como las empresas quieren que sus ingresos superen sus gas-
tos, las inversiones a menudo las obligan a aumentar el precio. Es muy poco habitual que el costo de producir y dis-
tribuir el agua sea tan bajo como para que las autoridades públicas puedan atraer inversores (a fin de revertir años
de falta de inversiones) y, al mismo tiempo, ofrecer a sus clientes precios más bajos que los anteriores.

Por otro lado, la necesidad de inversiones no depende del carácter público o privado de la distribución del agua.
Un proveedor público necesita un nivel de inversión tan alto como el de uno privado para conectar la mayor can-
tidad de personas a la red y mejorar la calidad de la distribución. No hay nada que permita suponer que los costos
serán menores sólo porque las inversiones las realiza una empresa estatal; en todo caso, se da exactamente lo con-
trario. De ese modo, el argumento de que la privatización en sí misma genera inversiones que implican mayores cos-
tos y, por extensión, precios más elevados “hace agua” (siempre y cuando uno no esté satisfecho con la situación
actual, a la que puede atribuirse 12 millones de muertes al año por falta de agua).

En esta línea, es un error pensar que las inversiones son sólo un costo para la empresa, los usuarios y el sector
público. Tampoco es cierto que los aumentos de precios producto de las inversiones se mantengan en un plazo un
poco más largo. Analicemos un ejemplo proveniente de otra industria: cuando Volvo invierte millones en un nuevo
modelo de auto, espera recuperar ese dinero. El nuevo modelo es atractivo para los clientes, por lo que se vende
bien. La nueva línea de producción es más eficiente que la anterior, y esto permite que los autos se vendan por
menos dinero. Los clientes obtienen un auto que les gusta, y más personas pueden pagarlo. Gracias al aumento de
la eficiencia, los empleados que trabajan en la nueva línea son más productivos y pueden recibir un mejor salario (y,
quizá, hasta recibir algún tipo de capacitación), lo que a su vez estimula su entorno económico. El sector público
obtiene más ingresos impositivos a partir de las ganancias de la empresa, de los salarios de los empleados y también
de las compras de autos. En otras palabras, todos se benefician.

También podemos citar un ejemplo más claro y, tal vez, más inmediato; el de la industria farmacológica: luego
de invertir grandes cantidades, la empresa descubre un nuevo medicamento que permite que las personas recuperen
su salud y vuelvan a trabajar, con lo que dejan de ser un gasto para el sector público y se transforman en una fuente
de ingreso.

La historia de Hawa Amandu, de Ghana

Hawa Amandu vive en Maamobi, un barrio pobre de las afueras de Accra, la capital de Ghana. En la zona
no hay tuberías, ni pozos, ni cisternas. Por esa razón, debe caminar más de un kilómetro y medio por día para
conseguir agua, por la que paga un poco más de 75 centavos cada vez. Eso es lo mismo que paga una familia
promedio de Londres, pero el ingreso de Hawa es sólo una fracción del ingreso de la familia londinense. A
veces va sin comer para que sus nietos puedan tener agua para beber. Si estuviese conectada a la red, pagaría
menos, podría salir a trabajar en lugar de tener que cargar pesadas vasijas de agua y contaría con un ingreso
mejor. El gobierno de Ghana resolvió emprender un importante programa de inversiones junto con el sector
privado.

Fuente: Christian Aid (2002).
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Lo mismo ocurre con el agua. A largo plazo, las inversiones generan un aumento de los ingresos y una dis-
minución de los gastos. Las empresas privadas llegan a una mayor cantidad de usuarios con menos empleados y cos-
tos más bajos. Esto tiene varias consecuencias positivas.
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Capítulo 7

Las posibilidades de la privatización
Los gobiernos de varios países en desarrollo, al comprender que la situación no puede continuar así, han

comenzado a buscar formas de mejorar su distribución nacional de agua. No pueden esperar a que sus países se
desa-rrollen al punto de que la mayoría de los ciudadanos tenga acceso al agua de red. Se han dado cuenta de que
la falta generalizada de agua limpia y potable es, sobre todo, un resultado de las consecuencias negativas de que la
distribución esté en manos del Estado.

En consecuencia, los países pobres buscan cada vez más la ayuda de empresas para la distribución del agua; sin
embargo, esto ha sucedido sólo en una escala limitada y no se vio reflejado verdaderamente hasta la década de los
noventa. Hoy sólo el 3% de los pobres en el mundo en desarrollo recibe agua mediante el suministro formal del
sector privado. La intervención del sector privado en la distribución del agua para el tercer mundo es, entonces, muy
limitada, lo que constituye un problema grave, dado que se necesitarán 180.000 millones de dólares al año para que
todo el tercer mundo tenga acceso al agua potable.

Quienes se oponen a que el sector privado desempeñe un papel importante en los países pobres tienden a fijar
el rótulo de “privatización” a todas las formas de participación empresarial en la distribución del agua. Sin duda, el
término “privatización” tiene un gran impacto pedagógico y demagógico. De hecho, hoy existen muy pocos sis-
temas en el mundo con activos hídricos privatizados por completo y proveedores totalmente desregulados. Y en los
países en desarrollo, sólo una pequeña proporción de las inversiones privadas presentan una clara privatización. En
cambio, aparecen más a menudo diversas formas de cooperación entre el sector público y el privado, o el gobierno
y las empresas. Estas conexiones se denominan, por lo general, privatización del agua.86

Los diferentes grados de intervención privada en este tema adoptan seis formas diferentes. El grado más bajo
es el contrato de servicios, por el cual, simplemente, un contratista privado controla el mantenimiento de las redes
existentes. En otro modelo, una firma privada dirige la distribución real de agua, pero el agua y la infraestructura
continúan siendo propiedad pública. Esto se asemeja a una empresa que terceriza su departamento de TI: en ambos
casos, los directores continúan siendo responsables y toman el riesgo. Una tercera forma otorga a una empresa pri-
vada el arrendamiento de agua y la infraestructura por un período limitado. Un cuarto método, conocido como
“construcción-posesión-explotación-traspaso” (BOOT, por su sigla en inglés), generalmente incluye la partici-
pación de una empresa privada que construye o renueva la infraestructura para luego arrendarla por un período de
tiempo. En la quinta alternativa, las concesiones, un distribuidor privado alquila la infraestructura disponible y se
compromete, como parte del contrato, a alcanzar ciertos objetivos; por ejemplo, precio, ampliaciones o cantidad de
clientes con acceso al agua. Una sexta posibilidad incluye la venta parcial o total de los derechos e infraestructura a
empresas. La concesión es la forma más habitual de permitir la participación de intereses privados en la distribu-
ción del agua.

Si se agrega una variable más a la ecuación, los controles, es posible simplificar, y distinguir cuatro “regímenes
de agua” tradicionales:
� Distribución del agua financiada y administrada por el sector público (el acuerdo más común en todo
el mundo).
� Monopolios naturales subsidiados por el estado con control de precios.
� Monopolios naturales subsidiados por el estado con control de ganancias.
� Franquicias, arrendamientos o contratos de concesión controlados por el estado.
En consecuencia, los mercados de agua completamente libres, sin participación pública ya sea por posesión o

por control, son muy infrecuentes. Por ello utilizaremos el término “privatización” como se emplea en el debate, es
decir, referido a un régimen que puede tener varias formas de intervención de interés comercial.

Como ya vimos, la actividad privada ingresó al sector del agua muy recientemente. Las empresas experimentan
una presión cada vez mayor para aprovisionar las zonas urbanas pobres con el agua que necesitan. La razón por la
que, hasta el momento, el agua ha estado, por lo general, bajo la administración pública es que se pensaba que los
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operadores del mercado y el sector privado no tenían la capacidad o no estaban dispuestos a proveer agua a los
pobres. Se trata de una suposición errónea, por tres motivos.

En primer lugar, la administración pública ha desarrollado mecanismos mediante los cuales se estipula, entre
otros requerimientos, en los contratos de concesión que las empresas suministren agua a los pobres. En segundo
lugar, las empresas saben que el éxito de su operación, en un entorno tan politizado como las ciudades del tercer
mundo, depende de asegurar que el agua llegue también a los sectores pobres. En tercer lugar, las empresas notaron
que las ventas de agua a los ciudadanos pobres pueden constituir una parte importante del mercado, que no deben
descuidar. Así, los pobres tienen un gran valor comercial como consumidores: por lo general, conforman no menos
del 50% del mercado total de un país y, por ende, no debe desatendérselos ni política ni económicamente. De esta
forma, el desafío de proveerles agua es una parte integral de la planificación corporativa; y, como se muestra en el
gráfico 7.1, las empresas han alcanzado un éxito considerable en este aspecto.

En los países en desarrollo en donde los intereses privados invirtieron en el suministro de agua y el saneamien-
to, en promedio, el 80% de la población tiene acceso al agua potable, contra sólo el 73% en los países en desarrollo
sin inversiones privadas. Cuanto mayor es la intervención del sector privado en dicho suministro, mayor es la can-
tidad de personas con acceso al agua.87

Esto sucede porque los operadores privados no tienen las deficiencias de las prestaciones públicas. Los
emprendimientos privados tienen, por lo general, mayores recursos de inversión, más competencia para manejar el
agua y administrar una organización, acceso a tecnología más moderna y mejor, una mayor conciencia de los cos-
tos y estructuras de incentivos más sanas, a lo cual se agrega que no están tan sujetos a lealtades y dogmas políti-
cos.

Con frecuencia, la privatización puede ayudar a revitalizar sistemas petrificados. En muchos países, el interés
del agua consiste en los intereses del productor, representados por políticos, sindicatos y el proveedor público, en
equipo.89 Estos grupos pretenden perpetuar el statu quo y así dan lugar a la inflexibilidad e ineficiencia. El
surgimiento de un operador externo en forma de empresa, por lo general, motiva reformas en burocracias lentas
que pueden disolver estos problemas.

Gráfico 7.1 Acceso el agua potable en países en desarrollo con inversión privada en el agua y sin ella
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Los resultados superiores alcanzados por distribuidores de agua privados también se confirman en una larga
serie de estudios, mayormente sobre distribuidores en el mundo industrializado. El Banco Mundial, sin embargo,
realizó una comparación mayor entre 50 distribuidores de agua en países en desarrollo de Asia y el Pacífico, y com-
probó que las firmas privadas son más eficientes.90

Consideremos ahora algunos casos reales y analicemos las consecuencias de la privatización y el ajuste del mer-
cado de los regímenes de agua. Podemos comenzar con Camboya, donde se realizó la comparación, quizá, más clara
y completa entre el suministro de agua privado y el público de un país en desarrollo.

Camboya
Camboya, como la mayoría de los países en desarrollo, tiene problemas de distribución del agua91, por lo que

puso a prueba la privatización, y licenció a una empresa privada para distribuir agua en tres ciudades provinciales
durante tres años. En una cuarta ciudad, no se realizó ninguna transferencia de los recursos públicos, en lugar de
ello, se le otorgó permiso a un emprendimiento privado para construir una red propia de suministro de agua en los
distritos aledaños a la ciudad que aún no contaban con el suministro de la red pública. En las otras 19 ciudades
provinciales, la distribución estaba por completo bajo la administración pública.

Desafortunadamente, las contrataciones en las tres primeras ciudades no fueron transparentes, lo que dejó lugar
a la corrupción y a la restricción del comercio. A esto se sumó que los contratos no eran claros con respecto a lo
que se esperaba de las empresas y a los términos de renovación. De todas maneras, las empresas invirtieron grandes
sumas de dinero para mejorar el sistema de distribución del agua.

Los políticos camboyanos tenían diversas opiniones acerca de si la admisión de intereses comerciales era po-
sitiva o negativa, por lo que se llevó a cabo una encuesta que comparaba el suministro de agua en las cuatro ciu-
dades que tenían intervención privada con otras cuatro ciudades donde el suministro continuaba siendo público.
Los resultados no dejaron lugar a dudas: la distribución funcionaba mejor en las ciudades en las que se habían admi-
tido los intereses comerciales.

Los hogares de las ciudades con distribución privada de agua estaban mucho más satisfechos con el servicio de
los distribuidores que aquellos de las ciudades que contaban con instalaciones públicas. La disponibilidad era mejor,
en el sentido de que el agua llegaba a los grifos con mayor frecuencia. Todas las ciudades con distribución privada,
excepto una, tenían agua corriente las 24 horas. En las ciudades con distribución pública, había agua entre 8 y 12
horas al día. Las ciudades con sistemas privados, además, tenían menos interrupciones en el suministro y agua de
mejor calidad.

Los distribuidores privados eran superiores por varios motivos. En primer lugar, tenían personal mejor califi-
cado y mejor pago. En segundo lugar, el mantenimiento de la red se realizaba con mayor regularidad, e introdujeron
programas para controlar minuciosamente la calidad del agua. Por último, un punto también importante es que los
distribuidores privados tenían una motivación más fuerte para buscar la satisfacción del cliente. Así, sus virtudes se
manifestaban, sobre todo, en una inversión para mejorar las deficiencias de las instalaciones públicas: gestión cor-
porativa, importancia de la calidad e incentivos para suministrar agua de buena calidad sin interrupciones al mayor
número de personas posible.

Es verdad que el precio del agua era un poco más alto en las ciudades con agua privada, pero la diferencia era
de apenas 6%. Este pequeño porcentaje se compensaba, en gran medida, con el beneficio de un suministro domés-
tico regular de agua potable. Además, los distribuidores privados emitieron los recibos de la mayor parte de sus
ganancias, lo que lleva a sospechar que las instalaciones públicas tenían cierto monto de ingresos que no se informa-
ba, y que el precio real del agua suministrada era más alto que lo declarado oficialmente.

Guinea
Guinea ofrece uno de los primeros y más conocidos ejemplos de un país pobre que permitió la entrada de

empresas privadas en el sector del agua.92 En 1989, cuando el manejo del agua en las ciudades se le otorgó a una
empresa privada, un poco más de dos habitantes urbanos de cada diez tenían acceso al agua limpia y potable. En
2001, 12 años más tarde, la cifra era de siete cada diez (véase el gráfico 7.2). El beneficio en bienestar por la pri-



34

C A T O  I N S T I T U T E l W W W. E L C A T O . O R G

vatización se calculó en no menos de US$ 23 millones.93

Es asombroso que la cantidad de personas con acceso al agua limpia y potable haya aumentado tan drástica-
mente en poco más de una década. Este tipo de cambios se ha observado en países que demostraron un desarro-
llo muy rápido, pero éste no es el caso de Guinea, que es un país muy pobre. La creciente población y la atención
a la deuda nacional consumieron gran parte de su crecimiento económico. Por el contrario, el notable adelanto se
puede atribuir a la empresa privada que, a diferencia del servicio gubernamental y público, tiene el capital, la com-
petencia y el incentivo para suministrar agua limpia y potable a la mayor cantidad de personas posible. Esto es, pre-
cisamente, lo que tiende a marcar la diferencia entre distribuidores privados y públicos.

Guinea goza de una buena situación con respecto al tema del agua. Se calcula que tiene 166.000 millones de
m3 de agua renovable, si bien muchas de sus fuentes son compartidas con otros países. Pero a fines de la década de
los ochenta, su suministro nacional estaba completamente desorganizado; como se ilustra en el gráfico 7.2, sólo
23% de la población urbana tenía acceso al agua limpia y potable, sólo 10 de las 33 ciudades del país contaba con
tuberías de agua. En Conakry, la capital, la situación era crítica. La población aumentaba con rapidez, y el dis-
tribuidor público no podía satisfacer las necesidades de sus habitantes.

De acuerdo con Ménard y Clarke, “A pesar de los préstamos sustanciales de donantes internacionales, la cober-
tura era baja y muchos residentes no conectados tomaban agua de fuentes contaminadas. Debido a esto, la princi-
pal causa de muerte de infantes y niños eran las enfermedades causadas por aguas contaminadas, y hubo epidemias
periódicas de cólera. La entidad pública responsable del sector, la empresa nacional Distribution de l’Eau
Guinéenne (DEG, Distribución del agua en Guinea), estaba mal administrada, tenía demasiados empleados y era
prácticamente insolvente.94 Esta entidad sólo podía producir 25 m3 por habitante al año; había únicamente 12.000
conexiones (tuberías del usuario final) en todo el país, y sólo 5% de éstas tenía medidores (véase el cuadro 7.1).

Gráfico 7.2. Acceso a agua limpia y potable en Guinea, con suministro de agua por organismos públicos y
privados
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Lo que ocasionaba esta situación, una vez más, era la falta de recursos y la ineptitud administrativa. Las efi-
ciencias burocráticas de Guinea eran, quizá, aún más evidentes que las de Camboya. La asignación de responsabi-
lidades entre las diferentes autoridades no era clara, el manejo de agua estaba fragmentado y la eficacia del servicio
público era muy deficiente.

En 1989, se formó una asociación público-privada (PPP, por su sigla en inglés)95, fundada con créditos sub-
vencionados y aprobados por el Banco Mundial, entre una empresa nacional de servicio público de agua y una
empresa privada de agua. La empresa pública, con mayor autonomía y flexibilidad que el servicio público anterior,
se encarga del planeamiento, el manejo y la propiedad de la infraestructura del agua. Esto luego se arrienda a la
empresa privada, que se encarga de recaudar los pagos de los usuarios en concepto de cargos por conexión y con-
sumo.

Se debe destacar que esta PPP no funciona con agilidad y que no se alcanzaron todas las metas del proyecto,
pero hubo mejoras notables. Se redujeron sustancialmente las demoras y sobrecostos de varios proyectos de cons-
trucción; la red de suministro de agua se extendió a más ciudades y la cantidad de conexiones aumentó en gran
medida; la proporción de habitantes urbanos con acceso al agua limpia y potable casi se triplicó, y la producción de
agua de Conakry se duplicó.

Además, en esta ciudad, todos parecen estar de acuerdo en que la calidad del agua mejoró después de la priva-
tización: el público general, la Organización Mundial de la Salud y organizaciones de consumidores locales, así como
el gerente de la planta de Coca-Cola (quien seguramente tiene un conocimiento bastante amplio sobre el tema). El
efecto, entonces, ha sido prácticamente el contrario al aducido por los detractores de la participación de intereses
comerciales.96

Es claro que la mayor competencia de la empresa privada con respecto a la administración del agua marcó una
gran diferencia. Y este no es un dato sorprendente, ya que hay grandes probabilidades de que una corporación
multinacional, con años de experiencia en la distribución del agua en países industrializados y en desarrollo, sea más
eficiente que la administración pública de un país africano pequeño y empobrecido.

La privatización en Guinea impulsó en gran medida la eficiencia. Gracias a que 95% de todas las tuberías de
usuarios finales ahora tienen medidores, la empresa puede cobrar por el agua suministrada. De esta manera, la
empresa gana dinero y puede pagar el alquiler de la infraestructura al gobierno, quien, a su vez, puede utilizar el
pago para realizar inversiones en infraestructura, tanto nueva como existente. Cada vez más personas tienen, día a
día, un mejor acceso al agua limpia y potable.

El tema del precio del agua está ligado a los incentivos. El importe que se pagaba por el agua en Guinea, por
las pocas personas conectadas a las cañerías públicas de agua, estaba altamente subvencionado. Es decir, era tan bajo
que los ingresos por las ventas de agua no cubrían los costos. Por lo tanto, el sistema estaba mal administrado, la
infraestructura no tenía un buen mantenimiento, y había escasez de capital de inversión para llegar a una mayor can-
tidad de usuarios. Desde la inversión, el precio del agua ascendió bastante, de 15 centavos por m3 en 1989 a casi

Antes Después
Habitantes de la ciudad con acceso a agua
limpia y potable, porcentaje 38 70

Ciudades con cañerías para el agua, cantidad 10 18
Producción de agua en la capital, m3 por
año 40.000 100.000

Tuberías de agua para usuario final, cantidad 12.000 30.500

Fuente: Utrikesdepartementet (Ministerio Sueco de Asuntos Exteriores) (2003a).

Cuadro 7.1. El agua en Guinea antes y después de la inversión privada
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un dólar en 2000. Para contrarrestar estas alzas de precios se introdujo un esquema de subsidio progresivo, que fue
eliminado de a poco en 1995.

Sin embargo, el punto más importante en este tema es que, antes de la privatización, la mayoría de los guineanos
no tenía ningún tipo de acceso al agua corriente. Ahora sí lo tienen. Y para estas personas, el costo del agua ha dis-
minuido drásticamente. La cuestión moral es, entonces, determinar si valía la pena subir el precio para la minoría
de habitantes que ya estaban conectados antes de la privatización, con el objetivo de alcanzar el 70% que hoy está
conectado. Teniendo en cuenta las terribles consecuencias de no tener agua limpia y potable, esta pregunta sólo
puede responderse de modo afirmativo.97

Gabón
Algunos opositores a la intervención privada para el suministro de agua en países pobres reconocen que esto

puede haber tenido efectos positivos en unas pocas ciudades del tercer mundo. Pero afirman que, en esos países, la
mayoría de las personas que tienen poca agua viven en zonas rurales, donde no se aplica la lógica urbana. Las dis-
tancias son mucho más largas que en los pueblos y ciudades, y la falta de infraestructura, como rutas y otras obras
públicas, determina que la ampliación de la red de suministro de agua sea un negocio demasiado costoso. Con cos-
tos tan altos, es difícil que las empresas privadas logren ganancias sin aumentar los precios más allá de lo que los
habitantes pobres pueden pagar. De este modo, la privatización no es una panacea ante la escasez de agua en los
países en desarrollo.

Esta objeción es insostenible, por varias razones. En primer lugar, 48% de la población mundial vive en comu-
nidades urbanas, y para 2030 este porcentaje aumentará a 60%. La mayoría de los 3.000 millones de personas que
nacerán durante los próximos 50 años vivirán en las ciudades, al igual que los dos tercios de los habitantes que
deben estar conectados a una red de agua para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio.98 William Finnegan,
en un artículo del New Yorker, lo define de manera concisa:

Esta enorme emergencia en la salud pública, de lento movimiento es, en gran medida, un resultado de
la rápida y caótica urbanización en las naciones del sur del mundo.99

Además, el Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (UN-Habitat) ha demostrado
que se ha subestimado la seriedad del problema en zonas urbanas, y que la falta de agua y saneamiento provoca
daños más graves en las ciudades que en las zonas rurales. Por ejemplo, una fuente de agua que esté a pocos cien-
tos de metros de una casa en un medio urbano puede significar horas de espera en una cola, mientras que en las
zonas rurales esto puede ser una solución relativamente conveniente. Además, es obvio que las heces depositadas
al aire libre son menos peligrosas cuando hay mucho espacio.100

Por último, pero no menos importante, también hay buenos ejemplos de inversiones privadas con resultados
exitosos en zonas rurales. Uno de éstos proviene de Gabón, en donde en 1997 el gobierno firmó un contrato con
una empresa francesa para que tomara la distribución del agua y electricidad en todo el país.101 El contrato definía
qué porcentaje de la población tenía que abarcar la red de suministro de agua y electricidad nacional, y estipulaba
que los precios debían reducirse a 17,25%. En el momento de la privatización, la empresa pública suministraba agua
a 32 comunidades, pero había grandes zonas del campo que no tenían electricidad ni agua de red.

La privatización ha sido un gran éxito. En sólo cinco años, la empresa invirtió 40% de lo que estipulaba el con-
trato para un período de 20 años. Como consecuencia de estas inversiones, mejoró la calidad del agua y bajaron los
precios. El distribuidor privado, además, alcanzó todas las metas definidas de ampliación de la red y, en algunos
casos, incluso las superó. Hoy, un 14% más de viviendas tiene acceso a la red de suministro de agua.102

Esto demuestra que los habitantes rurales pobres también conforman un mercado importante, que los ope-
radores comerciales no deben descuidar. Además, la empresa ha demostrado tal grado de ingenio que es difícil creer
que una entidad pública pueda igualarla. Entre otras cosas, como han hecho los operadores privados en numerosos
casos, diseñó métodos innovadores para proporcionar agua a las viviendas a costos muy bajos.103 La prueba más
convincente de cómo funciona hoy la distribución del agua, comparada con las épocas en las que la tenía a su cargo
el sector público, son las opiniones de la gente. Los clientes, es decir, la población de Gabón, están más satisfechos
con la distribución del agua actual que con la anterior.
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Casablanca
La centralización es uno de los grandes problemas que afecta el suministro de agua en los países pobres. A los

operadores y representantes locales se les quita el poder sobre el agua, y éste es ejercido por políticos y burócratas
en las capitales, muchas veces en estrecha colaboración con intereses de donantes y productores, quienes, a su vez,
están lejos de los usuarios y tienen poco incentivo para realizar mejoras. Después de todo, ellos no se ven afectados
en forma directa. La descentralización, tanto de la propiedad como de la administración del agua, puede ayudar a
mejorar el desempeño. Las iniciativas enfocadas localmente demuestran que el agua puede utilizarse de manera
mucho más eficiente. Ya vimos los efectos positivos de la propiedad descentralizada en el caso chileno. Pero el poder
descentralizado también puede alcanzar resultados positivos; cuanto más cerca de los usuarios estén los respon-
sables de las decisiones, mayor incentivo tendrán para mejorar la distribución. Casablanca, en Marruecos, es un buen
ejemplo.104

La demanda de agua limpia en Marruecos aumentó rápidamente a comienzos de la década de los ochenta, en
parte porque la población urbana creció de 8,7 millones en 1982 a 13,4 millones en 1994. Para satisfacer esta
demanda agregada se necesitarían inversiones; inversiones que el gobierno, con sus recursos limitados, no podría
realizar por falta de capital y competencia. Entonces el gobierno optó por una estrategia que comprendía algunas
medidas. Dos de ellas eran la descentralización del poder sobre la administración del agua y la admisión de intere-
ses privados. A las ciudades, simplemente, se les dio más libertad para decidir cómo manejar el problema.

Durante la década de los noventa, algunas ciudades decidieron invitar intereses privados. Casablanca, la ciudad
más grande de Marruecos, creó una PPP que comenzó a funcionar en 1997, y se firmó un contrato con un con-
sorcio privado formado por operadores internacionales y locales.

Este interés privado invirtió el equivalente a unos US$ 250 millones entre 1997 y 2002 inclusive. Esto, junto
con la moderna tecnología y la capacidad de gestión de la firma, provocó una cadena de mejoras. La mayor efica-
cia y la reducción de las pérdidas permitieron que la empresa aprovisionara a un mayor número de clientes con más
agua, aunque producía menos. La calidad del agua se elevó y, además, la empresa mejoró el manejo de efluentes,
aunque esto no estaba incluido en el contrato.

La empresa ha reducido la cantidad de personal, pero, por otro lado, hoy se capacitan más empleados que en
la época en que la distribución del agua era pública, y la movilidad del personal dentro de la empresa es mucho más
alta de lo que solía ser. Como resultado, una mayor cantidad de empleados se ubica en posiciones más satisfacto-
rias tanto para ellos como para sus empleadores. Los salarios han aumentado y ahora se definen más sobre la base
de la competencia y el desempeño de cada empleado en particular. Las condiciones de salud y seguridad también
son superiores, y se instaló un sistema de tecnología de la información.

Además, la respuesta a los usuarios, que la empresa trata como clientes, mejoró considerablemente. El consumo
se mide de manera más eficaz, la distribución es mucho más fiable, los reclamos son más positivos, y las fallas se
tratan con más rapidez que antes. Las autoridades locales, por su parte, ya no tienen que dedicar una gran propor-
ción de fondos públicos a la distribución del agua, en su lugar, pueden realizar las inversiones sociales de las que
tanto dependen las ciudades de Marruecos.

En una palabra, la empresa privada ha aportado su competencia a la distribución del agua, la experiencia de
manejar una empresa de agua, el capital y la habilidad técnica. Esto fue posible gracias a la descentralización de la
toma de decisiones.

Más ejemplos
Es posible citar otros ejemplos de distribución del agua en países pobres que se beneficiaron con la descen-

tralización. Un estudio que comparaba este aspecto en Senegal y Costa de Marfil llegó a la conclusión de que, si
bien las condiciones eran similares en ambos países, la distribución del agua funcionaba mejor en Senegal. La mayor
descentralización e influencia local en ese país pueden ayudar a explicar la diferencia.105

En Guayaquil, la ciudad más importante de Ecuador, la privatización permitió que, desde 2001, 100.000 de los
ciudadanos más pobres se conectaran a la red. Estas personas ahora pagan tan sólo una décima parte de lo que
solían pagar por el agua a los vendedores informales, y ahora el agua llega a sus hogares por medio de cañerías y se
encuentra disponible las 24 horas del día.106
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Además de las cifras a nivel macro y los casos que hemos analizado, hay cierta cantidad de estudios que com-
paran la cobertura de la red de suministro de agua antes y después de la privatización en diferentes ciudades del ter-
cer mundo. Un sondeo a través de algunos estudios del Banco Mundial mostró que la privatización aumentó el acce-
so de la población al agua en todos los casos investigados.107 Además de las ciudades y países ya mencionados en
este libro, el análisis abarcó tres ciudades de Colombia y el aumento que se produjo en ellas por la privatización
(véase el gráfico 7.3).

La privatización y la intervención comercial en la distribución del agua también provocan un impacto ambien-
tal positivo. Existen ejemplos elocuentes de proyectos públicos de infraestructura para el agua que produjeron con-
secuencias ambientales muy adversas. También la regulación política de la fijación de precios y del suministro de
agua tuvo efectos desastrosos. En Pakistán, por ejemplo, los precios bajos llevaron al sobreconsumo, lo que provocó
la desaparición de manglares en zonas sensibles y la disminución de la biodiversidad.108

Es de conocimiento público, tanto por estadísticas como por estudios de casos, que la privatización de empre-
sas públicas ha tenido generalmente un impacto favorable en el medio ambiente.109 Las empresas privadas traen con-
sigo nuevos capitales, nuevas técnicas y habilidades de administración, y su búsqueda de competitividad las lleva a
utilizar los recursos de manera eficaz; esto incluye el sector del agua.

Existen dos aspectos fundamentales de los problemas ambientales relacionados con el suministro de agua en
el mundo: debemos economizar nuestro consumo y mantener la disponibilidad. El mercado y la empresa privada
realizan contribuciones positivas para ambos aspectos, de diferentes maneras.

Comencemos por observar el uso moderado. Las empresas que se dedican a distribuir agua potable a la mayor
cantidad de personas posible tienen gran interés en ser cuidadosas y economizar el agua al máximo. También tienen
más competencia y capital que las empresas públicas para la administración efectiva de los recursos, y no menos en
los países pobres. En Guinea, el emprendimiento privado es más eficiente y economiza mejor el agua comparado
con la empresa pública que funcionaba en el pasado.

Hemos visto también que el hecho de que los precios estén determinados por el mercado provoca un uso más

Gráfico 7.3. Aumento de conexiones de tuberías de agua luego de la privatización en diferentes ciudades.
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cuidadoso del agua y disminuye el consumo, como en el caso de Bogor, en Indonesia. En Chile, la introducción de
un mercado del agua provocó que ésta llegara a donde más se la necesitaba, y que, a su vez, se usara una menor can-
tidad y se lograra la misma prosperidad o más.

Con respecto a la protección del agua como recurso natural, hoy en el mundo no se vislumbra un buen panora-
ma. Por ejemplo, 20% de todas las especies de peces de agua dulce están en peligro de extinción o se han extin-
guido recientemente. La peor situación se presenta en los países en desarrollo. En el delta del Nilo, se extinguieron
30 de 47 especies comerciales de peces, y la industria pesquera, que alguna vez empleó a un millón de personas, se
destruyó. En promedio, los países en desarrollo desechan entre 90 y 95% de toda el agua residual doméstica y 75%
de todos los residuos industriales directamente en el agua superficial, sin ningún tipo de purificación. Nueva Delhi
descarga 200 millones de litros de agua de desechos sin tratar y 20 millones de litros de efluentes industriales por
día en el río Yamuna, que pasa por la ciudad en su curso hacia el Ganges.110

Las empresas del oeste, con la competencia y el capital para manejar el agua y el saneamiento de acuerdo con
estipulaciones ambientalistas diferentes de las que generalmente prevalecen en países en desarrollo, ayudarán a pro-
teger el agua del tercer mundo. Aguas Argentinas es un buen ejemplo. La eficiencia de esta empresa le permitió
reducir el uso de sustancias químicas en la purificación del agua, a diferencia de las prácticas empleadas por la
empresa pública encargada de la distribución del agua en el pasado. Las fuerzas comerciales provocaron que la
empresa prestara más atención a la calidad del agua, mejorara la purificación, alcanzara una mayor cantidad de usua-
rios y extendiera la red de desagües cloacales para reducir la cantidad de aguas negras arrojadas al medio ambiente.111

Muchas veces, los recursos considerados un activo en común son los que sufren consecuencias negativas desde
el punto de vista ambiental. Por otro lado, los propietarios privados protegen el agua de la mejor manera posible.
Así ganan dinero, ya sea usando el agua para la agricultura, la industria o vendiéndola. Los derechos del agua que se
pueden comercializar, formalmente reconocidos, son el mejor negocio y han reducido el impacto ambiental agre-
gado. En las regiones áridas, el impacto ambiental es menor donde se practica este tipo de comercio que donde no
se lo practica.112 Además, los derechos de propiedad formalmente reconocidos facilitan el control del manejo del
agua: si nadie es responsable del agua, no habrá nadie que regule su uso. La privatización también indujo a los go-
biernos a ajustar la legislación y a mantener un control más minucioso del cumplimiento de leyes y reglamentaciones
ambientales. Por supuesto, es más fácil para un gobierno ejercer cargos contra una empresa privada que denunciar-
se a sí mismo ante un tribunal por violar sus propias reglamentaciones. Y la amenaza de sufrir acciones legales es
un incentivo importante para que el proveedor respete las normas.

Los opositores a las privatizaciones por lo general argumentan que éstas dañarán el medio ambiente en lugar
de ayudarlo. Pero parece que les resulta muy difícil encontrar pruebas de esto; en su lugar, confían en las anécdo-
tas. Por ejemplo, el Polaris Institute, en uno de sus panfletos, menciona tres ejemplos de empresas del agua que
fueron acusadas de no cumplir con reglamentaciones ambientales.113 (Llama la atención que si bien el foco del do-
cumento son los habitantes pobres de todo el mundo, los tres casos ocurrieron en Europa, y no en países en desa-
rrollo.) Es verdad que las empresas y, además, los individuos y los gobiernos cometen errores. Siempre podemos
encontrar ejemplos de éxitos y de fracasos, tanto en el ámbito privado como en el público; es la naturaleza de la
actividad humana. Lo importante, sin embargo, si queremos llevar a cabo un análisis serio sobre este tema, es el
resultado general en el ámbito mundial. ¿Qué suele funcionar, y qué no? Y aquí, los activistas que están en contra
de la privatización no presentan ninguna prueba de proveedores privados que tengan antecedentes ambientales peor
que el de los públicos. En general, no presentan datos ni ningún análisis de las virtudes y debilidades de los dis-
tribuidores privados en contraposición con los públicos, en lo que se refiere al medio ambiente. Considerando los
antecedentes de los proveedores públicos de agua, existen buenas razones para creer que una comparación total
demostraría las ventajas de la privatización.

La privatización del agua en el mundo puede alcanzar muy buenos resultados, gracias a la disponibilidad supe-
rior de capital en los emprendimientos de negocios; la competencia, la eficiencia y el acceso a la tecnología de las
empresas comerciales; y también a las empresas que funcionan por una ganancia motivada por fuerzas bastante
diferentes de las que gobiernan a las autoridades públicas. Además, el proceso de licitación permite la competencia
entre varias empresas. Las empresas privadas también pueden superar puntos muertos que inhiban la eficiencia
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entre diferentes intereses de productores. En Camboya, vimos una comparación entre los sistemas público y priva-
do en un mismo momento; y en Guinea, una comparación en el tiempo. En ambos casos, los regímenes privados
funcionaron mejor que los públicos. En Gabón mostramos que la privatización también puede producir buenos
resultados en zonas rurales y en Casablanca, que los buenos efectos se pueden lograr mediante la descentralización.
Finalmente, vimos que la comercialización y privatización puede ser positiva para el medio ambiente, en el sentido
de la reducción del uso y la preservación del agua como recurso natural.

Sin embargo, la admisión de intereses comerciales en el suministro de agua no está totalmente exenta de difi-
cultades, en especial en los países pobres, y a continuación consideraremos los riesgos que esto puede implicar.

40
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Capítulo 8

Los peligros de la privatización
El papel del sector privado en la propiedad, la administración y la distribución del agua es una cuestión muy

delicada y ha dado lugar a muchos debates. Decir que el tema ha suscitado opiniones enérgicas, y que aquellos
involucrados en el debate tienen dificultad en llegar a un acuerdo sería subestimar la cuestión.

Un ejemplo de esto es el III Foro Mundial del Agua, realizado en Japón, en marzo de 2003. Representantes de
gobiernos, de organizaciones internacionales, del sector empresarial, de organizaciones no gubernamentales
(ONG), entre otros, discutieron varios temas relacionados con el agua del mundo, y los ministros que participaron
emitieron una declaración conjunta. Sin embargo, esta declaración no abordó la cuestión referida a la conveniencia
de que la posesión, la administración y la distribución del agua quedaran en manos de agentes privados o de agentes
públicos.

El asunto, sin embargo, fue tratado por integrantes de menor nivel dentro del mismo encuentro, quienes luego
de largas discusiones, fueron incapaces de llegar a un acuerdo. Sus puntos de partida eran simplemente demasiado
distintos. La declaración sobre las conclusiones a las que arribaron sólo decía: «el debate con respecto a las asocia-
ciones públicas y privadas no ha sido resuelto».114

¿Por qué cuando se trata del agua, la privatización o cualquier apertura hacia la empresa privada es un asunto
tan delicado? En todas partes del mundo, muchos otros sectores, como el de la energía, las telecomunicaciones y
los servicios postales, han sido expuestos de varias maneras a la competencia o a la privatización, por lo general con
resultados muy positivos en términos de la calidad, la productividad y la rentabilidad.115 En cambio, la distribución
del agua se considera diferente de las otras actividades públicas tradicionales porque el acceso a ella es, literalmente,
una cuestión de vida o muerte, aun a corto plazo.

Aunque ya se ha planteado este punto varias veces, es útil repetirlo: hay muy pocos casos de privatización com-
pleta del agua, ya sea como recurso natural, ya sea como distribución del agua potable. En cambio, el ordenamien-
to más común es aquel en el que tanto la propiedad como la distribución del agua están en manos del sector públi-
co. En los casos en que las empresas privadas están involucradas, usualmente lo hacen mediante acuerdos de con-
cesión en los que un ente privado le alquila la infraestructura al sector público y se hace cargo del mantenimiento
y el financiamiento de cualquier inversión, a cambio de que se le permita recaudar los pagos de los usuarios. Estos
contratos, por lo general, son a largo plazo para que las empresas puedan obtener un retorno por sobre el capital
invertido, es decir, para que puedan obtener ganancias. Cuando se discute la participación del sector privado en la
distribución del agua debe tenerse en cuenta este punto.

Como ya hemos analizado, los regímenes del sector público respecto del agua tienen algunas limitaciones. ¿Son
tan negativas las consecuencias de la privatización como para sobrepasar las debilidades demostradas por los
regímenes del sector público en relación con el agua? Consideremos los riesgos que conlleva la privatización del
agua.

El argumento más común de los opositores es que los precios del agua subirán, y, entonces, los pobres no
podrán pagar el agua que necesitan. Pero este aspecto puede dejarse a un lado, puesto que ya lo hemos analizado
(véase el capítulo 6).

Otro argumento frecuente de los críticos es que la privatización del agua sólo consiste en el reemplazo de un
monopolio público por otro privado. Uno de los beneficios de la desregulación de los servicios públicos y el ingre-
so de empresas privadas en estos ámbitos es que, en general, se espera que la competencia genere un mejor desem-
peño. Pero precisamente en sectores con monopolios naturales esta ventaja desaparece ya que una sola empresa pri-
vada se hace cargo y no tiene que enfrentar competencia alguna.

La distribución del agua es un monopolio natural. Un operador con acceso a un sistema listo de producción,
distribución y purificación tiene tal ventaja por haber comenzado antes que quienes quieran ingresar al mercado
encontrarán imposible competir. Construir un nuevo sistema desde cero, sencillamente, es demasiado caro. Ni
siquiera tiene sentido, desde un punto de vista económico, admitir competidores. Una única red de suministro de
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agua puede abastecer a todo el mercado a un costo menor que dos o más empresas competidoras.116

El monopolio público, se reemplaza por uno privado, que es igualmente inmune a la competencia y no tiene
incentivos aparentes para comportarse en forma diferente de la del monopolio anterior. Además los monopolios
privados, en contraposición a los públicos, no pueden ser influenciados mediante las elecciones generales. Las
empresas privadas son comercial, pero no políticamente, responsables ante sus usuarios. Además, las empresas
tienen un interés comercial en ofrecer agua al costo más bajo posible, y maximizar sus ganancias. Los críticos
sostienen que esto resulta en servicios de baja calidad y precios altos. Por lo tanto, el resultado, según nos dicen, es
que los monopolios públicos son reemplazados por otros privados, que a menudo son peores.

Pero ¿deben ser así las cosas? Como vimos en los casos citados, hay monopolios privados que funcionan bas-
tante bien. ¿Cómo puede ser esto? Hay varias razones, y éstas explican las causas por las que las empresas privadas
en general suelen ser más exitosas que las públicas.

En primer lugar, quienes creen que los controles públicos son una buena forma de garantizar la distribución
del agua pura a la mayor cantidad posible de usuarios, deben saber que una empresa privada puede regularse de la
misma manera que una autoridad pública o una empresa de servicios públicos. El contrato entre la autoridad públi-
ca y el distribuidor privado puede incluir reglas con respecto al precio, la calidad y la cobertura de la red de agua,
entre otras cosas. Así es como ocurre en la realidad.

Además, tanto la teoría como la práctica indican que es más probable que una empresa privada pueda cumplir
con las reglas del contrato porque las privadas tienen más habilidades, capacidades y recursos que las empresas
públicas.

Además los incentivos de los monopolios privados son muy diferentes de aquellos de los monopolios públi-
cos. Imaginemos un régimen de agua en el cual un organismo privado tiene un natural y verdadero monopolio de
la distribución del agua. La empresa no está sujeta a controles públicos de ningún tipo con respecto al precio, la ca-
lidad y la cobertura.117 A diferencia de un monopolio público, un distribuidor privado que no debe cumplir ningu-
na regla tiene un incentivo para llegar a la mayor cantidad posible de usuarios. Esta empresa vive de los ingresos
que exceden los gastos generales y los hará crecer mientras espere que los ingresos por los nuevos usuarios excedan
el costo marginal del trabajo de colocar las tuberías de agua y de producir y distribuir agua para ellos.

Tal vez, el argumento más importante es que la empresa privada no tendría incentivo alguno para usar su esta-
tus de monopolio para aumentar en demasía los precios. Es verdad que ya vimos que el precio que las personas
están dispuestas a pagar por el agua es bastante alto, pero si la empresa subiera el precio excesivamente o si comen-
zara a distribuir agua de calidad inaceptable, caería la demanda, y entonces, también disminuirían los ingresos. La
gente, simplemente, buscaría agua en otro lugar, como suele pasar, en especial, entre los mil millones de personas
o más que en la actualidad no tienen acceso al agua corriente. En cambio, la empresa encontraría un punto de equi-
librio, esto es, un nivel de precios, para producir agua de calidad, que pudiera pagar la mayor cantidad posible de
personas para obtener así el mayor ingreso posible. El monopolio privado también tendría un incentivo para tratar
de mantener los costos lo más bajo posible, para así poder conservar bajo el precio del agua. Además, no
deberíamos olvidarnos de que las empresas tienen que competir para obtener el contrato en una licitación.

Sin embargo, quizá, no sea mejor un monopolio privado, completamente libre de regulación, a uno regulado.
El precio de equilibrio puede terminar siendo mayor que el precio regulado. Más adelante se analizará cómo deben
regularse los distribuidores privados de agua, y cómo debe asegurarse el cumplimiento de estas regulaciones.

De todos modos, el riesgo que se corre con los monopolios privados y sus efectos negativos puede conside-
rarse menor que el costo de no suministrar agua corriente a personas y empresas.

Pero los activistas que están en contra de la privatización dicen también que en los mercados globales de agua
hay tan pocas empresas que no existe verdadera competencia; y que en la práctica éstas tienen un comportamiento
oligopólico y colusivo que les permite obtener ganancias aprovechando la situación precaria de los países pobres
del mundo.118 Esa acusación puede ser refutada de varias formas. Primero, como señala en un documento el Polaris
Institute, una de las ONG que está en contra de las privatizaciones, la cantidad de operadores internacionales en
este mercado no es tan pequeña como muchos dicen. De hecho, este instituto lista, bajo el título «Principales ope-
radores corporativos en la industria mundial del agua», no menos de nueve corporaciones multinacionales involu-
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cradas en la provisión de agua en el mundo. Ésta no es base para un oligopolio.119

Segundo, los procesos de licitación de los contratos de agua en el mundo se han caracterizado por una com-
petencia feroz. Las empresas más importantes han presentando propuestas muy bajas (muchas veces demasiado
bajas, como se verá más adelante). En Manila, el gobierno analiza más de 50 empresas.

Tercero, hay buenas razones para creer que a medida que el mercado se desarrolle, las empresas involucradas
en industrias relacionadas, tales como la construcción y las obras públicas, querrán tener una participación en el
mercado. De igual manera, los distribuidores de agua son privatizados en Europa y en América del Norte, es pro-
bable que algunos de ellos se dirijan hacia el mercado internacional. Como señala el Polaris Institute, es probable
que el monopolio de Vivendi y de Suez «pronto se enfrente a la competencia de RWE, una empresa alemana de
admi-nistración de electricidad y de desperdicios».120

Aquí los miembros del movimiento en contra de las privatizaciones hacen planteos claramente contradictorios.
Cuando quieren mostrar qué impresionante y peligrosa es la fuerza de las empresas internacionales de agua, remar-
can cuántas y cuán grandes son. Pero cuando quieren señalar el riesgo de oligopolio, tienden a enfatizar que son
muy pocas empresas. No se pueden aceptar los dos argumentos. No puede haber muchos operadores y muy pocos
operadores en el mercado al mismo tiempo.

En consecuencia, el riesgo principal de la privatización del agua en el tercer mundo no son los precios que impi-
den que los pobres cuenten con el agua que les corresponde por derecho ni las empresas privadas que abusan del
poder monopólico. Los peligros de admitir empresas privadas comerciales radican principalmente en lo que ocurre
en el mismo proceso de transferencia —mal contrato, suministro de agua que no cumple con los estándares, con-
trol político, fijación de precios deficiente, etcétera.

Pero antes de explicar los riesgos recién mencionados, consideremos algunos casos en los que la privatización
no ha resultado muy bien, casos que han atraído considerable cobertura de los medios de prensa y han generado
debates. El más conocido de estos casos es Cochabamba.

Cochabamba
La distribución del agua en Cochabamba, la tercera ciudad de Bolivia en tamaño, fue privatizada a fines de la

década de los noventa. Se otorgó una concesión de 40 años para la distribución del agua a Aguas del Tunari (AdT),
una subsidiaria de una corporación estadounidense. Este es el ejemplo preferido de quienes están en contra de la
globalización y de las privatizaciones.

El agua distribuida por la empresa pública estaba muy subsidiada y por ello su precio estaba muy por debajo
del costo real de distribución. En cambio, AdT empezó a cobrar un precio más alto, de acuerdo con sus gastos. El
precio que tenían que pagar los pobres aumentó el 43%, mientras que el cobrado a la clase media y a los usuarios
comerciales aumentó poco menos de 60%.

Se originaron manifestaciones y disturbios, y varias personas murieron y fueron heridas en los choques con las
fuerzas de la ley y el orden. En abril de 2000, se canceló el contrato con AdT, y ahora el agua está de nuevo admi-
nistrada y distribuida por entes públicos.

Generalmente, se hace hincapié en este caso para poner en evidencia las consecuencias negativas de privatizar
los bienes públicos. Casi de manera triunfante, varios grupos activistas y ONG han pregonado este desafortunado
ejemplo como prueba de las desastrosas consecuencias de admitir intereses comerciales en el sector del agua en los
países pobres. Al mismo tiempo, ellos han aplaudido cínicamente los desórdenes en los que varias personas
murieron y otras resultaron heridas.121

El contraste entre las operaciones de una corporación estadounidense grande y el acceso de los latinoameri-
canos pobres al agua tiene, por supuesto, gran simplicidad pedagógica y gran potencial mediático para los medios,
pero las noticias de la prensa acerca de Cochabamba no han transmitido un retrato preciso de las verdaderas causas
del fracaso y los disturbios.122

La primera concepción equivocada concierne al alza de precios y al efecto en la economía de la gente común.
Se afirma que los precios más altos han obligado a muchas personas a gastar hasta un cuarto de sus ingresos en
agua.123 Pero no fue así. Un alza de 43% en el precio equivalía a destinar al agua el 1,6% de los ingresos promedio
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de un hogar. Para el 5% más pobre de la población, la cifra correspondiente alcanzaba el 5,4%. Ni la duplicación
del precio del agua habría significado que, en promedio, cualquier grupo tuviera que pagar por ella un cuarto de sus
ingresos.124 La mayoría de los expertos dicen que se espera que los hogares pobres puedan gastar hasta un 5% de
sus ingresos en agua. Suponiendo que esto es correcto, el costo de 5,4% difícilmente puede ser visto como excesi-
vo y tampoco puede ser la única causa de una revuelta social.

Otra razón por la que subieron las facturas de agua más de lo normal es que antes de la privatización el agua
estaba racionalizada porque las tuberías estaban en tan malas condiciones que las filtraciones impedían que hubiera
suficiente agua para satisfacer la demanda. Estas filtraciones disminuyeron luego de la privatización, y por consi-
guiente, ya no fue necesario racionalizar el agua, lo que, a su vez, causó un aumento del consumo y paralelamente
del monto facturado. El precio por unidad de agua no había subido tanto, pero el consumo sí.

Otro aspecto que debe sopesarse es el funcionamiento de la distribución del agua en Cochabamba antes de la
privatización: era pésima. Durante décadas SEMAPA, la empresa pública de servicios que suministraba agua en
Bolivia, no había logrado extender la red de agua para abastecer a los más pobres. De hecho, entre 1989 y 1999, la
proporción de hogares conectados a la red de suministro de agua cayó de un 70% a un 60%.125 Además, aquellos
hogares que contaban con conexión de agua muchas veces sufrían la interrupción del suministro. El agua estaba
muy subsidiada, lo que beneficiaba sobre todo a las clases media y alta, que fueron las que experimentaron los ma-
yores aumentos en el precio. Los pobres pagaban mucho más por agua de dudosa pureza distribuida en camiones
tanques y carretillas.

UN-Habitat describe la inadecuación y la desigualdad del sistema de distribución del agua en Cochabamba:
Las áreas industriales y comerciales, y las residenciales más ricas tienen el porcentaje de conexión más
alto, que en el casco viejo alcanza el 99%. Sin embargo, en Cochabamba, la mitad de las viviendas están
ubicadas en los suburbios del norte y del sur, y los datos de 1992 indican que en algunos distintos de
estas áreas menos de 4% de esas viviendas tenían conexión de agua potable. […] La provisión de agua
no alcanza para satisfacer los niveles de demanda existentes.126

Pero el aumento del precio no es lo único que ha sido mal transmitido. Se ha pasado por alto la responsabili-
dad de las autoridades locales. El alcalde de Cochabamba, Manfredo Reyes Villa, conocido como “Bombón”, tenía
conexiones con empresas que se beneficiarían con la construcción de una represa e insistió, en contra del consejo
del Banco Mundial, en que la represa se incluyera en el proyecto, lo que significó un costo adicional de millones de
dólares.

Finnegan sostiene que algunos de los que apoyaban financieramente al alcalde «esperaban ganar sumas fabu-
losas con la construcción de la represa de Misicuni. Cuando en 1997 el Gobierno central trató por primera vez de
concesionar el sistema de agua de Cochabamba a oferentes extranjeros y no incluyó en la oferta a Misicuni, el alcalde
Bombón se opuso totalmente a la licitación. Sólo después de la inclusión del proyecto en el contrato de Aguas del
Tunari se logró la aceptación del alcalde».127

Otra percepción equivocada es la que manifiesta que los disturbios políticos surgieron de la nada. No es así.
Desde el comienzo, el liderazgo político de Cochabamba era débil y cuestionado. Como Finnegan señala, «el proyec-
to de la represa reflejó más cómo deben llegar a un acuerdo las corporaciones multinacionales y la política local que
cómo funciona una privatización en teoría».128 La situación política local era un desorden compuesto de favores
políticos, populismo y proyectos de vanidad.

En el ejemplo de Cochabamba, también hay aspectos más oscuros. Para comenzar, las verdaderas víctimas de
la privatización del agua fueron poderosos intereses creados. Varios grupos que habían estado previamente involu-
crados en la distribución del agua, como proveedores de agua locales y empresas de perforación de pozos, se sin-
tieron amenazados. Se engañó a los pequeños agricultores para que creyeran, en contra de si, que se amenazaba su
derecho tradicional al agua local, aun cuando se acababa de aprobar una ley que estipulaba que esto no sucedería.
Cuando no se pudo seguir sobornando a los funcionarios de SEMAPA para que clasificaran a los hogares más ricos
en una categoría de ingresos más bajos con el objeto de pagar una tarifa menor por el agua, o cuando ya no se pudo
seguir registrando a los clientes comerciales como si fueran hogares familiares con el mismo fin, estos grupos
poderosos de pronto tuvieron que afrontar facturas de agua mucho más altas. Todos ellos explotaron cínicamente
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a los habitantes pobres urbanos como una excusa para proteger sus propios intereses.
Parece que los incidentes de Cochabamba eran parte de una historia muy compleja. Estudiantes anarquistas de

clase media, nostálgicos trabajadores sindicalizados jubilados, fuerzas con intereses creados en que el agua per-
maneciera en manos del sector público y personas que conformaban la gran economía informal de la ciudad
aunaron sus fuerzas y usaron la retórica anticapitalista y antiextranjerista en contra de un gobierno con mayoría de
integrantes blancos, temerosos de una sublevación de la mayoría indígena del país.

En la actualidad, se ha devuelto la distribución del agua a SEMAPA. Los pobres de Cochabamba todavía pagan
el agua 10 veces más que los hogares ricos y conectados al agua corriente y aún subsidian el consumo de agua de
los sectores más acaudalados de la comunidad. Actualmente, se dispone de agua sólo durante cuatro horas por día,
y no se han conectado más hogares a la red.129

Jorge Quiroga, el entonces presidente de Bolivia, dijo: «El efecto neto es que ahora tenemos una ciudad donde
no se ha solucionado el problema del agua. Finalmente, será necesario traer inversiones privadas para que desa-
rrollen este sector».130 La disputa entre AdT y el Gobierno de Bolivia se ha presentado ante el Centro Internacional
de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones del Banco Mundial, donde en febrero de 2005 seguía a la espera
de resolución.

El caso de Cochabamba es mucho más complejo de como se lo ha presentado y no puede ser base de ningu-
na conclusión con respecto a lo positivo y lo negativo de la privatización del agua. Si tiene alguna utilidad, es la de
representar una lección objetiva de cómo no privatizar y sobre la corrupción, los poderosos intereses creados y el
populismo que imperan en Bolivia y en otras partes de América Latina.

Buenos Aires
Otro caso de privatización que ha atraído considerable atención es el de Buenos Aires, la capital de Argentina.131

Los antecedentes son los siguientes.
En 1993, la producción y distribución de agua fueron transferidas a una empresa privada, Aguas Argentinas

(AA). Hasta ese momento, en Buenos Aires, la distribución de agua había sido un asunto lastimoso. La empresa
pública de servicios, OSN, había desatendido en extremo sus inversiones en infraestructura. Cada vez disminuía más
la cantidad de personas a las que se les suministraba agua, la presión de las tuberías se reducía constantemente, y en
el verano, la provisión se agotaba por completo. Poco menos de la mitad de los 5,6 millones de personas que vivían
en los distritos pobres de la ciudad no estaban conectadas a la red de distribución, en contraposición con casi todos
los tres millones que vivían en los distritos más prósperos, que sí lo estaban. Se derramaba el 45% del agua, el 99%
no era medido, y se cobraba sólo el 80% de las facturas.

La privatización cambió las cosas por completo. Las grandes inversiones y la mejora en la eficiencia aumen-
taron en forma radical la producción de agua potable, que en 1998 era 38% más alta de lo que había sido en 1992.
El distribuidor privado rápidamente alcanzó a un millón de usuarios nuevos, y a los pocos años, el número de ho-
gares conectados había crecido por lo menos tres millones.132 Un 30% más de hogares obtuvieron tuberías de agua;
y un 20% más, servicios sanitarios. Por lo tanto, la empresa privada fue capaz de proveer mucha más agua a los ciu-
dadanos que la empresa pública. La mayoría de los clientes nuevos (el 85%) pertenecían a los suburbios pobres de
Buenos Aires y, a estas alturas, accedían al agua a un costo 10 veces inferior al que previamente estaban obligados
a pagarles a los pequeños proveedores locales.

También bajó el precio. En 1998, el agua costaba 17% menos de lo que había costado en 1992. La calidad, que
por empezar presentaba ciertos problemas (principalmente como resultado de la poca información con respecto a
la condición de la infraestructura durante el régimen público), también mejoró en forma notable en 1998 en com-
paración con la etapa anterior. Algunas de estas mejoras pueden atribuirse a que Aguas Argentinas recaudó dinero
para la inversión y el mantenimiento mediante el efectivo cobro del agua suministrada. Pero el gran cambio fueron
la competencia y el capital superiores de la empresa, su mayor eficiencia y los incentivos más definidos.

Cuando la empresa pública de agua fue privatizada, se redujo la cantidad de empleados a la mitad: de 8.000 a
4.000. OSN tenía un gran exceso de personal, cuatro veces más empleados por cada conexión de agua que el dis-
tribuidor de Santiago en el país vecino de Chile. El ausentismo era muy alto. La edad promedio de los empleados
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era de 50 años. Por ende, la mayor parte de la reducción se llevó a cabo mediante la jubilación.133 Mientras tanto,
las inversiones del proyecto de privatización crearon entre 4.000 y 5.000 oportunidades laborales en total. Los efec-
tos de la privatización en el bienestar —es decir, sus beneficios a la economía nacional— ya eran estimados en 1996
en no menos de $ 1.500 millones, de los cuales $ 1.300 millones quedaron en el país. Ésta es una estimación con-
servadora porque las cifras no incluyen las mejoras en la salud, un tema que retomaremos en breve.134

La privatización del agua en Buenos Aires era parte de todo un paquete de reformas estructurales introducidas
en Argentina durante la década de 1990.135 Treinta municipalidades del país, que representaban el 60% de la
población nacional, privatizaron la distribución de agua. Hoy en día, en las municipalidades que realizaron este pro-
ceso, hay muchos más residentes conectados a la red que en las que no lo hicieron. Estas privatizaciones no sólo
han brindado a la población agua más barata y de mejor calidad, sino que también han tenido efectos secundarios
importantes; el más importante de los cuales es la reducción en la mortalidad infantil.

Gran parte de los casos de muerte infantil en Argentina, como en muchos otros países en desarrollo, se debe
a causas relacionadas con el agua, ya sean enfermedades provocadas por ésta o por su escasez para propósitos
higiénicos. La diarrea, la septicemia y las infecciones gastrointestinales están muy asociadas con el agua. Asimismo,
en Argentina estas tres enfermedades están entre las diez causas más comunes de muerte de niños menores de cinco
años. En las municipalidades que privatizaron el agua, ahora muere entre un 5% y un 7% menos de niños debido
a causas relacionadas con el agua, en comparación con las municipalidades donde el agua no fue privatizada. Los
efectos fueron aún mayores en las municipalidades más pobres. Ahí la mortalidad infantil cayó en un porcentaje
muy importante, el 24%. En otras palabras, la privatización del agua en Argentina salvó la vida de miles de niños;
la mayoría de ellos, pobres.136

Si consideramos los buenos resultados obtenidos, veremos que las críticas a la privatización en Buenos Aires
han sido despiadadas. Se habla de ambición, traición y promesas rotas.137 En primer lugar, los oponentes acusan de
co-rrupción en la privatización, y con razón: los políticos estuvieron excesivamente involucrados en el proceso. Pero
los operadores privados no tienen el monopolio de la corrupción, ésta también abunda en las empresas públicas de
agua. (Una mayor transparencia y la introducción de la recuperación completa de los costos reducen el espacio para
la corrupción de las empresas de agua privatizadas. En este capítulo, más adelante, se analizará más a fondo cómo
deben llevarse a cabo las privatizaciones.)

El argumento de la “ambición” apenas merece refutación. La búsqueda de ganancias es la fuerza motriz de la
empresa privada. Cualquiera puede tener su opinión con respecto a las ganancias, incluso, hasta puede llegar al
punto de llamarlas ambición, pero así se construye la economía de mercado, y por lo tanto, las acusaciones de ambi-
ción no pertenecen tanto a la discusión sobre la privatización de agua sino a la discusión sobre el sistema de
economía de mercado, que excede nuestros propósitos. Basta decir que los sistemas basados en la “ambición” han
dado a los ciudadanos un nivel de vida mucho más alto que los sistemas que no se basan en ella. Vale la pena añadir
y repetir que la ambición de lucro es lo que impulsa a las empresas a satisfacer a la mayor cantidad de clientes posi-
ble, en este caso, a personas que necesitan agua. Y de eso trata la cuestión.

Sin embargo, la estrategia principal de los detractores es resaltar casos individuales, a menudo de familias pobres
que todavía no tienen agua corriente ni instalaciones sanitarias adecuadas. Luego, se menciona a estas familias como
prueba del fracaso de la privatización. Pero los hechos hablan por sí mismos. Se mejoró la calidad del agua, se conec-
taron 3 millones más de personas a la red de agua, y el precio se volvió más bajo de lo que era bajo la anterior etapa
de administración pública.

Otra consecuencia de la privatización, citada con frecuencia, es que a menudo origina pérdida de empleos.
Muchos enemigos de la privatización reclaman por el alza de precios, pero al mismo tiempo se oponen a la reduc-
ción de puestos de trabajo, que tiene el efecto de reducir los costos. Están en contra de ambos fenómenos, sin que
les importe si son necesarios. Pero las dos cosas juntas no son posibles. Con menos empleados, la empresa tiene
más posibilidades de reducir los precios.138

La cuestión, entonces, es determinar si las reducciones en el personal son algo bueno o algo malo para una
operación pública ineficiente. ¿Es razonable dejar de privatizar una empresa pública simplemente porque las per-
sonas empleadas por ella podrían perder su empleo? Si es así, todos los contribuyentes del país y los usuarios de
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agua tendrán que subsidiar a algunas personas que están en el lugar equivocado. La baja asistencia y la escasa pro-
ductividad muestran que muchos trabajadores no estaban tan conformes en su puesto en el ente público de Buenos
Aires antes de la privatización. La empresa privada fue capaz de producir más agua que antes con sólo la mitad de
empleados, lo que demuestra que había exceso de personal. En el sector del agua, es preferible aplicar los recursos
a algo más productivo que aumentar los puestos de trabajo. Este argumento se ve reforzado por el hecho de que,
al parecer, por lo menos algunos empleados de OSN eran superfluos.

Además, es muy probable que los trabajadores que permanecieron en la empresa estaban mejor que antes. Eran
dueños de 10% de la empresa, tenían mejor educación y se les pagaba más. La empresa usaba mejor tecnología,
tenía más computadoras y una gestión más profesional. Es difícil determinar si estas mejoras son menos impor-
tantes que los despidos, pero es obvio que la cuestión no es tan clara como los sindicatos la presentaron.

Aun así, la privatización en Buenos Aires no sucedió sin dolor. El precio del agua subió y bajó de manera bas-
tante arbitraria. Principalmente, subió, pero también hubieron reducciones de precio. En 1994, cuando se produjo
el primer aumento en el precio, muchos usuarios indignados se negaron a pagar.

En 1997 la empresa quiso renegociar su contrato, como también lo querían las autoridades públicas para
restringir las estipulaciones con respecto al desempeño ambiental de Aguas Argentinas. Pero las negociaciones fra-
casaron, en gran parte, debido a que las autoridades federales trataron directamente con AA, por encima del Ente
Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (ETOSS) (encargado de controlar a AA). Como resultado los precios para
los usuarios existentes aumentaron, y los de las conexiones nuevas disminuyeron. Una vez más, se generó descon-
tento público, y el 51,9% de los residentes de Buenos Aires se opuso a la privatización, cifra que en 1988 había sido
de 38,6%.139

La necesidad de nuevas negociaciones demostró que las demandas planteadas inicialmente no eran realistas, y
que la empresa también tuvo que entender que tendría problemas si no honraba sus compromisos.

En 1998 el precio subió como se había acordado en el contrato y provocó protestas generalizadas. Los políti-
cos que estaban en la junta directiva del ETOSS fueron incapaces de llegar a un acuerdo sobre los precios que
deberían cobrarse porque sus distintos electores habían sido afectados de manera diferente por el alza de precios.
El resultado fue un debate muy fragmentado, primero entre los políticos y luego en la prensa, que estimuló el
descontento en el público en general a pesar de que el agua aún seguía siendo más barata que antes de la privati-
zación, y que muchas más personas estaban conectadas a la red.

En 2001 y 2002, Argentina sufrió la peor crisis económica de su historia. Cuando el gobierno abolió la paridad
entre el peso y el dólar estadounidense, el peso colapsó, y el gobierno trató de revisar el marco regulatorio y con-
tractual de las empresas privatizadas. La empresa ya no estaba autorizada a cobrar a sus usuarios en pesos equiva-
lentes a su valor en dólares, porque esto hubiera triplicado los precios. Así, Aguas Argentinas vio caer drásticamente
sus ganancias en pesos en relación con sus gastos, que, en gran parte, eran en dólares. La empresa entonces quiso
aumentar el precio del agua para compensar sus pérdidas en el tipo de cambio, pero las autoridades nacionales no
lo permitieron. En marzo del 2006 el gobierno de Kirchner rescindió el contrato con Aguas Argentinas devolvien-
do la administración del agua de la ciudad al Estado.

Es fundamental observar que no hay nada que sugiera que un distribuidor público, que también habría depen-
dido de créditos para hacer las enormes inversiones necesarias, hubiera podido sobrellevar la crisis argentina de
mejor manera. Una empresa pública de servicios habría enfrentado el mismo problema y también habría estado li-
mitada para negociar grandes créditos con objeto de financiar las inversiones necesarias para mejorar la distribución
de agua. La única diferencia es que la empresa pública habría buscado compensación por sus costos crecientes me-
diante los impuestos, en lugar de proponer el alza del precio del agua. De todos modos, las mismas personas habrían
tenido que cubrir los costos, pero de una forma menos evidente porque el hecho habría quedado encubierto con
un alza de impuestos. Una vez más, debería recordarse que los verdaderos ganadores en regímenes de agua pública
con subsidios públicos generales no son los pobres —tampoco los que carecen de conexión a la red de agua
corriente ni los que pagan los impuestos para financiar los subsidios.

La privatización de la distribución de agua en Buenos Aires no puede ser catalogada como un fracaso. Millones
de residentes obtuvieron agua potable y ya no tenían que contentarse con agua cara, sucia y contaminada. Por otro
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lado, la operación no fue un éxito completo. ¿Por qué no resultó mejor? Lorena Alcázar, Manuel A. Abdala y Mary
M. Shirley han explicado que la privatización tenía fallas en tres aspectos básicos: información asimétrica, incentivos
equivocados e instituciones mal controladas,140 y ya en 2000 previeron que estas fallas darían como resultado que se
cuestionara la privatización.

Comencemos con el aspecto de la información. Ante todo, el proceso de licitación se caracterizó por la falta
de información. Se produjo antes de que las autoridades hubieran tenido tiempo de suplir o de rectificar las defi-
ciencias y errores de información. Estas fallas concernían, por ejemplo, a la calidad de la infraestructura y las finan-
zas de la empresa pública de agua. En Argentina, algunas personas también reclaman que los sindicatos, que se
oponían a la privatización, destruyeron los registros con el objeto de que a las empresas les resultara más difícil eva-
luar las condiciones de la distribución de agua antes de la licitación para poder llevar a cabo, una vez que estuvie-
ran en funcionamiento, las inversiones necesarias para mejorar tales condiciones.

Además, Aguas Argentinas heredó un sistema de fijación de precios ineficiente y de muy difícil comprensión.
La mayoría de los usuarios pagaban un precio fijo basado en la ubicación, la antigüedad, el tamaño y el tipo de
vivienda, que involucraban una gran cantidad de coeficientes. Esto le dio a la empresa una enorme ventaja en cuan-
to a la información sobre los consumidores y las autoridades, le permitió actuar de manera oportunista en su
relación con los cuerpos reguladores e impidió que los usuarios comprendieran sus facturas y menos aún analizaran
los cambios de precio.

Además, el ente regulador, ETOSS, tenía ciertas debilidades intrínsecas. Se suponía, entre otras cosas, que debía
asegurar que la empresa cumpliera con sus obligaciones según el contrato de concesión y que debía imponer mul-
tas si no lo hacía, como también debía recibir, evaluar y remediar las quejas de los usuarios. Pero el ETOSS se había
creado recientemente y tuvo que aprender el trabajo a medida que lo realizaba, y sumado a esto, gran parte de su
personal eran antiguos empleados de la empresa pública de agua, que carecían de habilidades legales y comerciales.
La empresa privada tenía ventaja por sobre el ETOSS en cuanto a la información. Esto, junto con el contrato que
permitía que el ente interfiera en detalles de cómo conducía sus asuntos AA y que estipulara cuestiones arbitrarias,
causó problemas.

Desde el principio quedó claro que el contrato había planteado exigencias poco realistas. Por lo tanto, Aguas
Argentinas esperaba que se modificaran los términos. Y no era la única que pensaba así porque la empresa que
quedó en segundo lugar en el proceso de licitación cotizó un precio apenas más alto. Como dijimos con anteriori-
dad, es importante que la empresa gane dinero con cada conexión nueva para que esté dispuesta a conectar a la red
a la mayor cantidad posible de usuarios nuevos. AA realmente ganó dinero de este modo de acuerdo con el con-
trato original, pero el incentivo disminuyó luego de la renegociación del contrato y se añadió una carga ambiental
extra al costo de las conexiones.

La manera en que se definían los precios también creó incentivos perversos. Los clientes de los edificios caros
y nuevos pagaban siete veces más que otros usuarios que consumían la misma cantidad de agua y, de esta manera,
subsidiaban el consumo de agua de los otros. Consecuentemente, la empresa ganaba al conectar primero a los usua-
rios con ingresos más altos. La mayoría de los usuarios pagaban un precio fijo. Cuando la red de distribución se
ampliaba, el costo marginal de conectar nuevos usuarios aumentaba progresivamente, y así, se reducía el incentivo
de la empresa para conectar nuevos hogares. Además, con un precio fijo, los usuarios no se beneficiaban si con-
sumían menos agua.

Con respecto a la debilidad del ente regulador, ya hemos mencionado su desventaja con respecto a la infor-
mación. Su mayor debilidad, sin embargo, era la interferencia política. El ETOSS estaba controlado por políticos
en el ámbito nacional, regional y local. Ellos representaban a una variedad de filiaciones políticas, de modo que el
ente fue utilizado para obtener ventajas políticas, y sus actividades se frustraron debido a la cantidad de peleas políti-
cas. Por ejemplo, el director del ETOSS fue reemplazado con demasiada frecuencia. Otro ejemplo es el hecho de
que a Aguas Argentinas se le ordenó construir infraestructura que no estaba incluida en el contrato, pero que faci-
litaba un proyecto de construcción de carreteras gracias al cual el intendente de Buenos Aires ganó prestigio políti-
co. Cuando la empresa quiso aumentar el precio del agua para cubrir este gasto adicional, los representantes del
intendente en el ETOSS presionaron al ente para que sancionara un alza de precios que es probable que fuera
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innecesariamente elevada. El poder ejecutivo (el presidente) interfirió en las relaciones entre AA y el ETOSS,
respaldó a la empresa y, de esta forma, debilitó aún más al ETOSS.

A pesar de estas debilidades, la distribución de agua en Buenos Aires es mucho mejor hoy de lo que era antes
de la privatización. En realidad, cuando visitamos Buenos Aires en febrero de 2004, ni una sola persona opinó que
la distribución de agua era peor que antes de la privatización. Y entre las personas entrevistadas había muchas que,
de haberlo pensado así, tenían buenas razones para decirlo, como los periodistas detractores de la privatización; el
director financiero del ente regulador, que en aquel momento mantenía una disputa legal con AA; y las personas
comunes de la calle como conductores de taxis.

¿Por qué, entonces, ha habido tanta controversia en Buenos Aires sobre AA y la distribución de agua? Por varias
razones. Primero, Argentina está en una situación de poscrisis, a pesar del crecimiento económico de más de 8% en
2003 y de 7% en 2004. La crisis económica fue muy grave y el país se empobreció mucho. Una gran parte de la clase
media pasó a ser pobre. El desempleo está muy extendido. En consecuencia, la discusión sobre el precio del agua
se convirtió en un tema relevante para más personas. Segundo, la atmósfera del país estaba invadida por sen-
timientos nacionalistas y en contra de la globalización. Las diferencias entre el Fondo Monetario Internacional y
Aguas Argentinas parecían desdibujarse en la mente de muchos. En definitiva, ambos eran expresiones del “capi-
talismo internacional” y del “neocolonialismo occidental”, las fuerzas principales que, supuestamente, estaban
detrás de los problemas de Argentina. Y, como se sugirió antes, usar a una multinacional extranjera como chivo ex-
piatorio es la elección obvia de los políticos que recurren al juego de la culpa para cubrir sus propias fallas. Es
imposible dejar a un lado que la retórica nacionalista y populista que abunda en Argentina jugó un papel importante
en la movilización de la resistencia a la privatización en Buenos Aires. Se pueden dar muchos argumentos políticos
vulgares y simular que se está trabajando para el pueblo y en contra de una multinacional extranjera. De hecho, esta
parece ser una característica común en los debates sobre la privatización. Como indica William Finnegan, escritor
de la revista New Yorker, que publicó por primera vez la mencionada historia de Cochabamba, «el número de po-
pulistas que se oponen a la privatización del agua parece ser efectivamente inagotable».141

Alexandre Brailowsky, anterior director del programa especial de Aguas Argentinas para llegar a las zonas más
pobres de Buenos Aires, tiene mucho que decir sobre la situación. Ha trabajado en la distribución de agua en dis-
tintos países en desarrollo durante muchos años. Trabajó para Médicos Sin Fronteras, y da la impresión de ser un
veterano del levantamiento estudiantil de París de 1968 y no es justamente un ideólogo neoliberal ni el típico “líder
corporativo ambicioso y sin corazón”. Por lo tanto, es interesante experimentar, en especial, el fervor con el que
Brailowsky rechaza los reclamos y las actividades de las ONG que están en contra de la privatización en Europa y
en América del Norte. Dice que ellas no saben nada sobre la distribución de agua en los países en desarrollo y que
parecen entender muy poco los problemas reales. De hecho, está bastante molesto con ellas. En Buenos Aires, otras
personas también tienen opiniones similares y dicen: «En Suecia, tal vez el gobierno sea eficiente. En Argentina,
no».

Manila
Un tercer ejemplo de privatización conocido por sus consecuencias negativas proviene de Manila, la capital de

las Filipinas.142 Antes de que se admitiera el sector privado, sólo el 67% de la población estaba conectada a la red
de suministro de agua de la ciudad. La mayoría de los residentes pobres no estaban conectados y, por ello, se veían
obligados a comprar agua de baja calidad a precios altos a los proveedores locales, que en muchas oportunidades
cobraban 30 veces más de lo que costaba el agua de red. Por lo tanto, millones de residentes gastaban en el agua lo
mismo que en el alquiler. Pero la cobertura deficiente no era el único problema. En promedio, se disponía de agua
sólo 16 horas por día, y se desperdiciaba no menos de 63% del agua.

Una ONG, que por lo general es crítica de la privatización, nos dice: «La baja presión y el agua de bomba extraí-
da en forma ilegal causaban contaminación en las tuberías; las enfermedades derivadas del agua eran comunes y se
fueron incrementando a principios de la década de 1990. De acuerdo con el Departamento de Salud de las Filipinas,
en 1995, se registraron 480 casos de cólera en Manila, mientras que en 1991 sólo 54. Los informes señalan que
las infecciones causantes de diarreas graves llegaron a un máximo de 109.483 en 1997 —más del triple de los casos
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registrados en 1990».143

Ante este panorama, es fácil entender por qué en Manila la gente no estaba nada conforme con el distribuidor
público de agua. Éste padecía de una arraigada ineficiencia y tenía demasiados empleados. El agua pública, senci-
llamente, estaba mal administrada, a pesar de que el Banco Mundial había otorgado créditos en tres oportunidades
para mejorar la situación.

En consecuencia, en 1997 se privatizó la distribución del agua. Dos empresas compartieron la ciudad.
Mayniland ganó el contrato para la parte occidental; y Manila Water, para el sector oriental. Los resultados fueron
altamente favorables. Las empresas actuaron con rapidez para expandir sus servicios en la capital, y al poco tiem-
po, por las canillas, que antes estaban secas, brotaba agua fría. Las dos empresas aumentaron la proporción de ho-
gares con agua corriente en un 23% y un 14%, respectivamente, en sólo tres años. Para principios de 2003, cerca
de diez millones de residentes de Manila estaban conectados a la red de agua, contra los 7,3 millones que contaban
con este servicio antes de la privatización. Ambas empresas mejoraron la calidad del agua y el desempeño en la dis-
tribución. Usaron varios métodos nuevos para llegar a los pobres con las redes, según el estilo innovador que ca-
racteriza a las empresas comerciales que ganan dinero mediante sus operaciones.144 Ahora, los usuarios nuevos
podían obtener mayor cantidad de agua de más pureza, a una fracción del precio que solían pagar por el agua de
menos calidad, de la que dependían antes. Se acabaron las peleas y las largas horas de espera en la cola del agua para
comprarles este elemento a proveedores que cobraban por ella más de un tercio del ingreso familiar.

El distribuidor público podría haber hecho antes el mismo esfuerzo que las empresas privadas para llegar a los
pobres años antes, pero no lo hizo. Debemos preguntarnos por qué. No obstante los problemas mencionados, la
pregunta es, por supuesto, muy difícil de contestar con certeza. Es muy probable que hayan contribuido algunas de
las siguientes razones. El distribuidor público no tenía acceso a la tecnología requerida o no la conocía. No tenía los
incentivos necesarios y, sencillamente, no se le había ocurrido la idea porque carecía de la creatividad propia de las
empresas privadas.

Pero, luego, llegaron El Niño y las sequías, y provocaron una escasez de agua que se agravó por las demoras en
un proyecto para la construcción de una represa, gestionado por las autoridades públicas. A continuación, sobrevi-
no la crisis financiera asiática, y se hizo cada vez más difícil brindarles conexión a la red de agua a los residentes
pobres. Entonces, una de las empresas, Mayniland, solicitó permiso para aumentar el precio del agua, pero las
autoridades se negaron a tomar esa decisión impopular.

Entonces, un sector inesperado de la población comenzó a criticar el sistema. Los pobres protestaban y plante-
aban en forma cada vez más bulliciosa sus exigencias de aumentos de precio que les permitieran acceder a agua más
barata. El argumento era simple: si se aumentaba 5 pesos filipinos por mes el precio del agua de los que estaban
conectados a la red, las empresas podrían recaudar suficiente capital para extender el servicio a los residentes más
pobres de la ciudad, que así tendrían posibilidades de obtener agua de buena calidad a precios increíblemente bajos.
De este modo, mejorarían enormemente sus condiciones de vida. Por extraño que parezca, ninguna ONG se pre-
ocupó por este tema ni tampoco lo hicieron otros protagonistas que, por lo general, abogan por los pobres. Por
último, el gobierno cedió ante las protestas y sancionó la suba del precio.

Pero luego Mayniland vio cada vez con más claridad que las consecuencias de la crisis financiera asiática serían
difíciles de sobrellevar en las condiciones reinantes. La empresa tenía créditos en monedas extranjeras y no gene-
raba ingresos suficientes para pagar sus deudas. Además, la empresa se había hecho cargo de una deuda de ente
público de $ 800 millones. Su contrato contenía una cláusula que permitía el aumento de precios ante variaciones
extraordinarias en el tipo de cambio, pero esta vez las autoridades se negaron. Manila Water, sin embargo, no enfren-
tó los mismos problemas.

A estas alturas, es importante aclarar algunos hechos. La queja presentada por algunos oponentes a la privati-
zación de que Mayniland se ha ido de Manila no es cierta. Hubo disputas legales sobre cuestiones financieras en la
justicia, a diferentes niveles, pero parece que han sido resueltas. La empresa pudo cancelar parte de sus deudas, y se
le permitió ajustar el precio para cubrir sus costos. Hay que recordar, principalmente, que a pesar de lo que dicen
los detractores de la privatización, Mayniland sigue suministrando agua a los residentes de Manila. Y lo más impor-
tante, millones de personas pobres tienen agua limpia y pura a un costo mucho más bajo que antes.
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Se puede pensar, en forma intuitiva, que la empresa debería cargar con la culpa de los problemas, y esto es lo
que dicen los opositores. Pero hay que plantearse si el problema no es, en gran parte, el resultado de políticas inade-
cuadas y de las circunstancias del proceso de licitación, pues para intentar ser adjudicatarias de la concesión, las
empresas tuvieron que competir entre ellas ofreciendo el precio del agua más bajo en lugar de hacerlo mediante las
posibilidades que tenían de extender la red de suministro de agua. En consecuencia, el foco de atención no estaba
en llegar al mayor número posible de usuarios nuevos, sino en bajar los costos. Además, la adquisición no fue trans-
parente ni tampoco se basó en una política del gobierno dada a conocer públicamente. Se llevó a cabo como una
medida de urgencia, dado que el servicio público de distribución del agua era tan deficiente que la situación se esta-
ba volviendo insostenible. Por ello, la población no sabía qué podía esperar.

Otra debilidad de la privatización radicaba en la ley constitucional de Filipinas que establecía que los extran-
jeros no podían poseer más de un 40% de las empresas de servicios públicos. La empresa local que respaldaba a
Mayniland no podía afrontar las deudas, y el accionista minoritario (francés), con capacidad financiera muy dife-
rente, no pudo intervenir porque, de hacerlo, se habría excedido el límite de 40% de propiedad extranjera. También
estaba claro que algunos problemas se generaron por la negativa de las autoridades a permitir los aumentos de pre-
cios necesarios para cubrir los costos, aun cuando sabían, como se demostró en el caso de Buenos Aires, que en
definitiva los costos habrían sido pagados por los residentes de Manila. Otra falla fue la ausencia de un ente regu-
lador independiente que actuara como negociador neutral en los conflictos entre la empresa y las autoridades. Como
resultado, la empresa tenía que negociar constantemente con políticos que tenían dificultad para justificar las alzas
del precio del agua. En último término, pero no menos importante, Mayniland tuvo que hacerse cargo de más de
90% de la deuda de la empresa pública lo que la colocó en una situación mucho más vulnerable que Manila Water
a las fluctuaciones del tipo de cambio. Si las deudas hubieran sido distribuidas entre las dos empresas de forma más
equilibrada, Mayniland habría tenido más posibilidades para sobrellevar la crisis.

Vale la pena repetir otra vez que a pesar de los problemas, ahora más habitantes de Manila pueden acceder a
agua pura a precios razonables en comparación con la etapa anterior a la privatización. El Banco Asiático de
Desarrollo describe los cambios experimentados por los pobres:

La cantidad de hogares pobres de la ciudad metropolitana de Manila que tienen conexión a la red de
agua ha aumentado enormemente. Estos hogares ahora cuentan con agua de mejor calidad a un costo
muy reducido por metro cúbico. Como resultado, los habitantes disfrutan de un mayor consumo de agua
por habitante, mejor salud, y disponen de más tiempo para otras actividades en lugar de tener que pelear
por el agua.145

La segunda guerra del agua en Bolivia: un perjuicio más que se causa a los pobres
Cochabamba, la tercera ciudad más grande de Bolivia, recibió la atención de los medios cuando disturbios po-

pulares forzaron la retirada de un consorcio privado que manejaba la distribución del agua y la red cloacal. El episo-
dio, ampliamente festejado como una victoria de los pobres, recibió el nombre de “la guerra del agua” e inició un
debate sobre la función del sector privado y del mercado en la distribución del agua en los países pobres.

Sin embargo, los medios y los activistas no relataron la historia como corresponde. Los hechos se sacaron del
contexto político y económico general de Bolivia, y se tergiversaron los antecedentes del distribuidor. En realidad,
la cancelación del contrato en Cochabamba perjudicó a los pobres. Lo ocurrido debe verse como parte de una cir-
cunstancia política más amplia en la que se popularizaron los sentimientos antioccidentales y antimercado en ge-
neral, como lo demuestra la victoria de Evo Morales en las elecciones presidenciales del año pasado. En
Cochabamba, se dio más importancia a los principios que a los resultados. Lo mismo ocurre en El Alto.

La Paz/El Alto, Bolivia146

Cinco años después de estos trágicos acontecimientos en Cochabamba, surgió un descontento popular similar
en El Alto, la ciudad pobre que linda con La Paz, la capital de Bolivia. En 1997, un consorcio local cuyo accionista
mayoritario era una empresa francesa recibió la concesión del agua y el sistema sanitario. En 2005, luego de la fuerte
presión de algunos grupos de interés, el gobierno firmó un decreto que presentaba planes para cancelar el contrato.
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Al igual que en el caso de Cochabamba, los activistas y los medios describieron la rescisión de la concesión de
La Paz/El Alto como una victoria de los pobres, como un grupo de indígenas que dieron pelea contra el afán de
lucro de una multinacional extranjera. El Narco News Bulletin, por ejemplo, publicó el titular “Una nueva victoria de
las masas en Bolivia”.147 No sólo los activistas de izquierda aceptaron esta interpretación, sino también algunos de
los medios principales. Por ejemplo, Marcela Sánchez, columnista del Washington Post, cierra su informe sobre los
acontecimientos en El Alto de esta manera:

La pregunta es si el gobierno o las instituciones financieras están dispuestos a aceptar que la privati-
zación agresiva –el modelo que constituye la doctrina de Washington– no fue la panacea en Bolivia.148

No obstante, al igual que en muchos otros casos de privatización que condujeron al malestar popular, los
hechos señalan que los pobres están en una situación mejor durante la administración privada que durante la públi-
ca, y que los pobres de La Paz/El Alto están en una situación mejor que los habitantes de otras ciudades en las que
el suministro de agua aún depende del gobierno.

Esto fue lo que ocurrió:
A comienzos de la década de 1990, la distribución del agua y la red cloacal de Bolivia estaban en un estado

calamitoso. El Banco Mundial describió al distribuidor público del agua en la capital, que también funcionaba en El
Alto, como “un servicio público politizado, ineficiente y con exceso de personal”.149 Además, no había equidad en
la cobertura del suministro de agua y la red cloacal. La proporción de pobres entre los hogares conectados a la
cañería maestra de agua y las tuberías del sistema sanitario era sumamente baja. Como ocurre en tantos otros casos
similares en todo el mundo, el gobierno y el distribuidor público no conectaron a los pobres a las redes.

Así, en julio de 1997, se otorgó a Aguas del Illimani (en lo sucesivo, AISA) una concesión a 30 años de la admi-
nistración del agua y la red cloacal de La Paz y El Alto. La Paz es más rica y antigua que su ciudad gemela, pero la
incidencia de pobreza es alta en ambas ciudades. Cerca de 60% de los habitantes de El Alto y 50% de los residentes
en La Paz viven con menos de US$ 1,40 por día. Se creía que el hecho de que un operador privado se hiciera cargo
de la distribución facilitaría el acceso de la gente, en especial de los pobres, al agua. De hecho, uno de los objetivos
explícitos del contrato de concesión era aumentar la equidad.

A pesar de muchos de los reclamos realizados, la trayectoria de la empresa no ha sido buena, sino excelente. Se
conectaron muchos más hogares a la red, el servicio se distribuyó con mayor equidad entre ricos y pobres, su cali-
dad mejoró y los precios no aumentaron más que en otras zonas urbanas del país. Estudiemos cada uno de estos
aspectos.

Se conectaron prácticamente todos los hogares
Desde el comienzo de la concesión, en 1997, AISA invirtió US$ 63 millones en el proyecto e instaló 1.430

kilómetros de red. Se conectó a 373.000 personas a la red de agua y a 435.000 a la red cloacal. Prácticamente todos
los hogares (98,85%) del área de cobertura ahora tienen acceso al agua corriente. El contrato estipula una expan-
sión más lenta del servicio sanitario; sin embargo, en La Paz la cobertura aumentó de 71% a 91%, y en El Alto, de
36% a 60%.

Por supuesto, uno podría argumentar que la extensión de la cobertura ocurrida después de la privatización no
está relacionada con el hecho de que el operador fuera privado. Sin embargo, dado que AISA es el único operador
de agua privado del país, la comparación con la situación de otras ciudades constituye un indicador de la relación

Agua Servicio sanitario Agua Servicio sanitario
1997 92 71 82 36
2004 100 91 98 60

La Paz El Alto

Cuadro 8.1. Cobertura antes y después de la privatización, % de población que
habita en el área del servicio

Fuente: Suez. No obstante, estas cifras han sido confirmadas por el Banco Mundial y por
el ente regulador del gobierno.
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entre la privatización y las mejoras. Aunque algo antiguos, los datos recogidos de las encuestas de los hogares
demuestran que AISA tuvo un mejor desempeño que los otros proveedores. Entre 1989 y 1997, el suministro de
agua era más bajo en La Paz/El Alto que en ninguna de las demás zonas urbanas de Bolivia; sin embargo, entre
1997 y 2001, la cobertura era mayor. Además, después de 1997, la cobertura de la red cloacal creció más rápida-
mente en La Paz/El Alto que en las demás zonas urbanas.151

La entrada del operador privado no sólo logró aumentar el acceso general al agua potable, además, mitigó la
inequidad entre el acceso de los hogares ricos y pobres, creada por el operador público:
� La mayor cantidad de nuevas conexiones se registró en el quintil más pobre de ambas ciudades.
� 80% de todas las nuevas conexiones al suministro de agua y a la red cloacal se realizaron en barrios
pobres (en El Alto y en las laderas, las zonas más pobres de La Paz).
� Hay más hogares pobres conectados que hogares que no son pobres, lo cual sugiere que los pobres
se be-neficiaron de la extensión de la cobertura.
En resumen: “Existen pruebas significativas de que los hogares de bajos ingresos se vieron muy beneficiados

por el crecimiento de la cobertura”.152

No obstante, cuando se decretó que AISA debería retirarse, había entre 30.000 y 200.000 personas (según a qué
fuente se consultara) a quienes AISA no prestaba el servicio. Una pequeña proporción de esta cifra está compues-
ta por hogares que pertenecen al área de cobertura y que prefirieron no ser conectados, por motivos financieros o
de otro tipo.

Más importante que esto es el hecho de que Bolivia es un país pobre en el que muchas personas, en especial
miembros de comunidades indígenas huyen de la miseria. El Alto recibe una gran cantidad de estas personas, que
con frecuencia llegan atraídas por la perspectiva de conseguir empleo en los alrededores de La Paz. El Alto, por lo
tanto, es una ciudad que crece rápidamente. De hecho, durante los años de la concesión, recibió un promedio de
9.000 personas por año.

El problema es que el contrato de concesión no previó este tipo de migración. La mayoría de los nuevos asen-
tamientos se encuentran en zonas con menor densidad de población, en las afueras de la ciudad, y muchos de los
hogares que viven ahí no reciben el servicio de AISA. Debe señalarse, sin embargo, que estas zonas no están cubier-
tas por el contrato y que la empresa no tiene la obligación legal de extender sus servicios allí. Se realizaron muchos
proyectos cooperativos entre AISA, el gobierno y donantes de asistencia a fin de encontrar una solución a este pro-
blema, pero los proyectos no fueron suficientes para extender la red a todos los hogares de esta área.

No obstante, para evaluar con justicia el desempeño de la empresa, debemos, una vez más, compararlo con la
alternativa. En realidad, AISA se desempeñó mejor que todos los proveedores públicos del servicio. Un estudio
comparativo realizado por el ente regulador del gobierno concluyó que, en 2003, AISA tenía la mayor tasa de cober-
tura entre los operadores de Bolivia, tanto en lo que concierne al suministro de agua como al servicio sanitario.153

La calidad del servicio mejoró 
No sólo se conectaron más hogares al suministro de agua, sino que, además, mejoró la calidad del servicio.

Antes de la privatización, en repetidas oportunidades escaseó el agua y, en consecuencia, hubo racionamiento. Por
ejemplo, 10.000 residentes de las zonas norteñas más pobres de La Paz sólo recibían agua durante la noche. La
empresa hizo importantes inversiones en nuevos tanques y bombas, gracias a lo cual aumentó la disponibilidad de
agua. Actualmente, esos 10.000 residentes disfrutan del servicio las 24 horas. En 1997, 34% de los clientes padecían
la falta de presión en las cañerías o un servicio interrumpido. En 2000, estos problemas afectaban a menos de 1%
de los clientes.

El agua se volvió accesible
Antes de la privatización, las tarifas promedio subieron cerca de 20%. Desde entonces, se mantuvieron esta-

bles en dólares. Sin embargo, los precios se indexaron por el dólar estadounidense, y entre 1997 y 2005 el boliviano
perdió 35%  de su valor contra esa moneda. Por lo tanto, los precios en bolivianos, la moneda en la que los clientes
pagan sus facturas, aumentaron 35%.

Es cierto que, para los hogares pobres, en especial aquellos que ya estaban conectados al suministro de agua
bajo el régimen público, los aumentos en las tarifas pueden ocasionar problemas. No obstante, existen numerosos
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hechos y argumentos que, en su conjunto, muestran una perspectiva distinta de este tema.
En primer lugar, es importante tener en cuenta cuál es la alternativa al agua privada. No es la distribución per-

fecta del servicio, sino una distribución pública imperfecta. Además, en términos comparativos, los precios no
subieron más en La Paz/El Alto que en otras grandes ciudades de Bolivia. De hecho, entre mediados de la década
de 1990 y el año 2001, en Santa Cruz y Cochabamba, los otros dos grandes centros urbanos del país, los precios
del agua subieron más que en La Paz/El Alto. En 2001, las tarifas del agua en La Paz/El Alto eran similares a las
de Cochabamba y apenas un tercio de las de Santa Cruz. En 2004, las tarifas eran aún mayores tanto en Santa Cruz
como en Cochabamba. Y, como ya se mencionó, en ambas ciudades la distribución del agua es pública (a excepción
de un breve régimen privado en Cochabamba) en ambas ciudades. Por lo tanto, es intelectualmente deshonesto
señalar los aumentos en las tarifas de La Paz/El Alto aisladamente y responsabilizar de ello a la privatización. En
rigor, los aumentos en las tarifas eran necesarios a efectos de conseguir el capital necesario para las inversiones, y
de proporcionar a la empresa los medios y los incentivos para extender sus servicios a los hogares no conectados.

En segundo lugar, cuando la distribución del agua la realizaba un distribuidor público, se facturaba a todos los
hogares un consumo mínimo mensual de diez metros cúbicos de agua, incluso a aquellos que consumían menos.
Es decir que, para los hogares que consumían menos de siete metros cúbicos por mes, el aumento de 20% en la
tarifa, en realidad, no implicó ningún cambio en sus costos mensuales. El consumo promedio en El Alto es de siete
metros cúbicos. Por lo tanto, gran parte de los residentes de la ciudad no se vieron afectados por los incrementos,
al menos no por el aumento de 20%. Más aún, de hecho, el régimen público hacía que los hogares con bajo con-
sumo subsidiaran el agua de los grandes consumidores, es decir, de las familias más ricas.

En tercer lugar, las desconexiones ocasionadas por falta de pago bajaron luego de la privatización, lo cual indi-
ca que más personas podían pagar su consumo de agua durante el régimen privado que durante el público.

Por último, pero no menos importante, los habitantes que no están conectados al servicio de AISA, general-
mente los más pobres, pagan 11 veces más por su agua. Así, los 383.000 hogares que no estaban conectados a la
cañería maestra en el régimen público, la mayoría de ellos pobres, se beneficiaron enormemente de los aumentos
en la tarifa, ya que éstos permitieron que la empresa de agua los conectara a la red.

Sin embargo, lo que más molestó a quienes protestaron por la privatización no fueron las tarifas del agua, sino
el pago por la conexión. Sumados, pueden representar hasta seis salarios mínimos mensuales. Medio salario anual
es mucho dinero, sobre todo para los pobres que no disponen de ahorros. Se hallaron dos soluciones a este pro-
blema.

En primer lugar, la empresa permitió a los nuevos hogares que pagaran sus cargos por conexión a lo largo de
un período de dos años. Más tarde, incluso les ofreció transformar estos cargos en pagos mensuales de US$ 5, la
suma que los hogares no conectados gasta en promedio en agua de cisternas. En segundo lugar, se instauró un
proyecto piloto que experimentaba con agua y red cloacal en condominio, que redujo los costos de conexión casi
50%.

Para resumir: el operador privado cumplió sus compromisos, llevó agua a casi todos los hogares de su área de
cobertura, redujo la inequidad en el acceso al agua corriente y aumentó la calidad a tarifas más altas pero, general-
mente, accesibles. En lo que respecta a los precios y a la cobertura, su desempeño fue mejor que el de los ope-
radores públicos en las demás grandes ciudades de Bolivia.

De hecho, en 2003, según una encuesta realizada por el ente regulador del agua, es decir, el gobierno boliviano,
AISA resultó la entidad votada como mejor empresa de agua del país.154

Entonces, ¿por qué el descontento popular? ¿Por qué sufrió la empresa de agua el resentimiento y la protesta,
como los cortes de calles y demás? ¿Y por qué había personas tan insatisfechas con el distribuidor de agua que el
gobierno consideró necesario incumplir sus obligaciones legales y cancelar el contrato?

El contexto político
Las protestas masivas de La Paz/El Alto deben considerarse en el contexto político de Bolivia, al igual que los

acontecimientos ocurridos en Cochabamba. Luego de la tragedia de Cochabamba en 2000, hubo protestas contra
la exportación de gas y manifestaciones a favor de la nacionalización del gas, malestar por el desempleo y la pobreza,
descontento contra las prohibiciones del cultivo de coca, y demás. Existe una enorme división ideológica entre los
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grupos de orientación occidental que abogan por el mercado libre, en general ubicados en las zonas más prósperas
del este del país, y los grupos más proclives al socialismo, en el oeste de Bolivia. Por debajo de esta división persis-
ten tensiones raciales antiquísimas entre blancos e indígenas.

Estas tensiones salieron a la luz con mayor claridad en 2003, cuando Carlos Mesa Gisbert, el presidente boli-
viano, se vio obligado a renunciar bajo fuertes presiones populares, en las que el movimiento de El Alto jugó un
papel importante. Al ofrecer su renuncia, Mesa dijo que las protestas se habían politizado y habían sido integradas
a otras, promovidas por el líder del izquierdista Movimiento al Socialismo (MAS), Evo Morales.

De hecho, Erico Navarro, el regulador interino del sistema sanitario básico, encargado de cancelar el contrato
con AISA, renunció en marzo de 2005, en señal de protesta contra las injustas presiones que había ejercido sobre
él el movimiento de El Alto y contra las falsas afirmaciones de una ONG acerca del estado del agua y el sistema
sanitario en la ciudad.

No es descabellado suponer que Evo Morales y otros miembros del movimiento indígena socialista hayan uti-
lizado el tema del agua para aumentar su popularidad, su fama y su poder, a costa del blanco fácil que representa
una multinacional extranjera. Probablemente tampoco haya sido casual que Evo Morales nombrara ministro de agua
a Abel Mamani, líder de la resistencia en El Alto y presidente de la Federación de Juntas Vecinales de la Ciudad de
El Alto.

¿Qué pasará ahora?
A pesar de los disturbios, a pesar de un decreto gubernamental que vuelve a nacionalizar la empresa de agua y

a pesar de la llegada del gobierno de Morales al poder, AISA continúa manejando la distribución del agua y el sis-
tema cloacal en dos ciudades. Sin embargo, no hay certezas en cuanto a lo que ocurrirá en el futuro.

Si finalmente se obliga a AISA a abandonar sus operaciones, nadie sabe de dónde provendrán los fondos y la
competencia necesarios para ofrecer el acceso a agua potable a los hogares que aún no están conectados. Sin duda,
nadie cree que el estado ni la ciudad de El Alto, ambos pobres, puedan expandir el servicio. Fue por esta razón que
el gobierno anterior, por motivos financieros, descartó una solución 100% pública. De hecho, se mencionaron con-
versaciones secretas entre el gobierno anterior y la empresa francesa supuestamente orientados a continuar una
cooperación mutua.

Pero Evo Morales ganó las elecciones con una agenda extremadamente nacionalista y antimercado y, como ya
se mencionó, la persona responsable del agua en el gabinete es quien lideró las protestas contra el operador priva-
do. Además, la presión de quienes protestan de manera organizada en Bolivia sigue siendo fuerte. Aún no se sabe
cuál será la política del nuevo gobierno. Sólo resta esperar que, al cargar con la responsabilidad del poder, el go-
bierno pueda priorizar el sentido común por sobre la campaña ideológica, ya que, en verdad, nada permite supo-
ner que una nueva nacionalización de la distribución del agua mejoraría la situación de los pobres de El Alto.

El New York Times publicó las siguientes palabras de Riordan Roett, director de Estudios Latinoamericanos en
la universidad Johns Hopkins: “Tendrán que llegar a algún acuerdo, y ese acuerdo, por lo general, significa volver a
comprar y administrar esos servicios; y luego, claro, volverlos eficientes en manos del estado. Sus antecedentes en
este sentido son lamentables”.155

¿Qué tendría que pasar ahora? 
Como ya se mencionó, Evo Morales ganó las elecciones con una agenda radical e izquierdista, y el líder del

movimiento de protesta de El Alto es ahora ministro de agua. Esto no contribuirá a que se implemente ninguna
reforma sensata en el sector del agua. Es cierto que Morales resultó electo democráticamente y tendría que imple-
mentar las políticas por las que la población lo eligió. Sin embargo, en cuanto se refiere a la distribución del agua,
existen motivos importantes por los que Morales y el ministro de agua, Abel Mamani, deberían dejar a un lado la
retórica y adoptar un enfoque pragmático.

A continuación, presentamos algunas sugerencia de lo que el gobierno boliviano podría hacer para mejorar la
distribución del agua en el país, teniendo en cuenta el contexto político. Obviamente sería necesario implementar
un cambio completo de posición y descartar la plataforma por la que Morales resultó electo. Sin embargo, en vista
de los hechos y los datos, y analizando con mirada pragmática lo que funciona y lo que no funciona, éstos son
algunos consejos sobre cómo crear las condiciones necesarias para mejorar la situación del agua en Bolivia.
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En primer lugar, Bolivia debería establecer la propiedad privada del agua como recurso natural. La introduc-
ción de los derechos de propiedad del agua fue un elemento clave para el éxito del sistema de Chile, donde en menos
de veinte años el porcentaje de la población que tenía acceso al agua corriente pasó de aproximadamente dos ter-
cios a casi la totalidad de los habitantes. El hecho de que fuera posible comerciar tanto los derechos relacionados
con el agua como el agua en sí permitió que los agricultores y otros propietarios vendieran estos bienes y, de esa
manera, se aseguraran de que el agua terminara empleándose de la manera más útil. Las áreas urbanas se be-nefi-
ciaron enormemente, dado que los agricultores introducían técnicas de irrigación que permitían ahorrar agua y
vendían el excedente a las ciudades. Esta comercialización de agua también contribuyó, en gran medida, a que Chile
se transformara en un exportador agrícola de alto nivel y, de este modo, lograra incrementar sus ingresos y redujera
la pobreza.

En segundo lugar, la ausencia de derechos de propiedad en los asentamientos informales de las ciudades de los
países pobres es uno de los principales obstáculos por los que resulta imposible brindar servicios a estas zonas.
Muchas veces no existen registros de los hogares, la facturación se dificulta y, en ocasiones, no está permitido que
los proveedores de agua brinden servicios a estas zonas, ya que dicha medida implicaría el reconocimiento oficial
de estos asentamientos. Por lo tanto, a efectos de facilitar el suministro de agua, el gobierno tendría que conceder
a las personas que viven en estos barrios marginales la tenencia de las tierras.

En tercer lugar, la falta de comunicación y transparencia es uno de los principales motivos por los cuales han
surgido problemas de descontento popular con respecto a los proveedores privados de agua. El gobierno no ha
explicado y promovido las reformas en la medida suficiente. Tampoco se ha destinado el tiempo necesario a la
reflexión y el debate. Las negociaciones con quienes participan en las licitaciones de los contratos y los proveedores
vigentes no han sido lo suficientemente abiertas al público. Esto se debe a que los políticos han querido utilizar la
cuestión del agua como una herramienta política, en vez de considerarla una necesidad básica de los ciudadanos.

Ahora, el gobierno boliviano debería dejar a un lado la retórica populista y dar inicio a una campaña de comu-
nicación seria y honesta basada en los hechos, con el fin de obtener el apoyo político necesario para llevar a cabo
la reforma del agua. Es sabido que el servicio público del agua no ha funcionado bien por décadas, en lo que se
refiere a suministrar agua a la mayoría de los ciudadanos pobres. Se sabe también que, a causa de la falta de incen-
tivos, aptitudes y capital, el gobierno no será capaz de incrementar considerablemente la cantidad de hogares que
reciben el suministro de los principales proveedores de agua. Este tipo de estrategia de comunicación requeriría un
esfuerzo extraordinario por parte del gobierno, pero sin este esfuerzo, es muy probable que una gran cantidad de
bolivianos pobres no reciban servicios de agua de ningún proveedor.

En cuanto a La Paz/El Alto, por supuesto que resulta extremadamente difícil que el gobierno tome cualquier
medida que no sea seguir adelante con la cancelación del contrato de concesión a la empresa privada. Sin embargo,
esta medida incrementaría aún más la reticencia de las empresas extranjeras a invertir en el país. Por lo tanto, sería
mejor que el gobierno permitiese que el proveedor actual continuase administrando las operaciones de alguna ma-
nera.

En el resto del país, una vez que la campaña de comunicación se haya implementado, el gobierno de Morales
debe permitir que los operadores privados cumplan con su papel. Dejando a un lado la propaganda, resulta claro
que la cantidad de personas que tienen acceso a agua potable es mayor en las áreas donde se llevó a cabo la priva-
tización que en las áreas donde la distribución del agua aún se encuentra en manos del gobierno. El acceso al ca-
pital y las aptitudes superiores de los proveedores privados tendrán un impacto positivo.

El gobierno debería establecer un proceso de licitación abierto y transparente para los contratos de distribu-
ción en las principales áreas urbanas. Es muy importante que existan reglas y condiciones estables y previsibles en
las que los oferentes en las licitaciones puedan confiar. El marco de licitación, por lo tanto, debe hacerse público y
difundirse abiertamente.

Sin un entendimiento realista del ambiente político en el que operan, es muy poco probable que las empresas
extranjeras salgan victoriosas luego del período del contrato. En América Latina, probablemente existan pocas cues-
tiones tan politizadas como la provisión del agua. Por este motivo, el gobierno debe minimizar la percepción de ries-
go político entre los posibles proveedores de agua.
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Quienes participan en las licitaciones deberían competir en función de su capacidad de extender la red de agua,
a un precio determinado, a los hogares y las comunidades que no reciben el suministro de agua, en vez de compe-
tir según su capacidad por brindar servicios más eficientes a quienes ya están conectados al sistema de agua corrien-
te.

El principal argumento que esgrimen quienes se oponen a la privatización de la provisión del agua es la cuestión
del precio. Este argumento es completamente erróneo. La mayoría de la población humilde de los países pobres,
incluida Bolivia, no tiene el más mínimo acceso al agua corriente, de modo que no están preocupados por los
supuestos aumentos de precio. Si los aumentos de precios permiten que la población pobre se conecte a la red de
agua, lo cual es muy probable, el gobierno no debe oponerse a esta medida. Habría que impedir que los grupos de
clase media con un gran poder político bloqueen reformas que podrían salvar la vida de la población pobre.

Habiendo luchado como el defensor de los derechos de los pobres y los indígenas, Morales debería luchar con-
tra los privilegiados también con respecto a la cuestión del agua. Quienes ya están conectados a la red de agua tienen
que aceptar los aumentos de precios, para que los distribuidores puedan obtener los recursos e incentivos necesa-
rios para conectar a los hogares que no reciben el suministro de agua.

Estas reformas salvarían una gran cantidad de vidas en Bolivia. Sólo nos queda esperar que el presidente
Morales priorice las vidas sobre la ideología.

Sudáfrica
Sudáfrica es uno de los países donde el debate sobre la participación del sector privado en la distribución del

agua ha sido más acalorado y se le ha dado más publicidad. En la introducción, vimos que el anterior Ministro de
Asuntos Hídricos y Silvicultura, Kasrils, adoptó una actitud muy pragmática y planteó que sin el sector privado, el
país nunca podría suministrar agua pura a los 7 millones de sudafricanos que en ese momento no tenían agua co-
rriente. Sin embargo, el proceso de privatización tropezó con una fuerte oposición internacional y de los sindicatos
nacionales.

No entraremos en detalles con respecto a las distintas privatizaciones en Sudáfrica, pero debe corregirse un
mito que aparece en el debate. El argumento más importante de los opositores es que la comercialización dará como
resultado que cada vez menos gente esté en condiciones de pagar el agua, y por lo general se menciona a Kwazulu-
Natal, donde hace algunos años estalló la peor epidemia de cólera de la historia de Sudáfrica. Quienes están en con-
tra de la privatización dicen que la infección se diseminó porque los pobres no podían afrontar los gastos del agua
potable y se veían forzados a tomar agua sucia, mientras que, en realidad, la distribución del agua en el distrito afec-
tado por la epidemia estaba en manos públicas. Por ello, aunque pueda ser pertinente escuchar los argumentos
referidos al precio y a la necesidad de garantizar que los más pobres puedan afrontar los gastos del agua que nece-
sitan, son relevantes en el debate sobre la privatización el ejemplo de Kwaluzu-Natal no tiene valor.

¿Cómo debería llevarse a cabo la privatización?
Es verdad que hay casos en que el éxito ha sido limitado. Sin embargo, la mayoría de los problemas no se pre-

sentaron por la dificultad de llegar a los pobres con las redes de agua (lo cual, como hemos visto, debe estar siem-
pre primero en la lista de prioridades). En cambio, el descontento popular surgió, a menudo en la clase media y en
otros grupos con una fuerte opinión política, en contra de los precios más altos cuando los subsidios públicos
fueron redirigidos hacia otros propósitos. También debería decirse que las expectativas de la gente pueden haber
sido demasiado ambiciosas. Pero los casos que sólo obtuvieron un éxito limitado son, muy a menudo, el resultado
de malas privatizaciones y no de la privatización en sí. Los casos en que los operadores privados interrumpieron sus
operaciones son excepciones a la regla. UN-Habitat sostiene que generalmente se considera que éstos son acon-
tecimientos aislados.156 En efecto, sólo 7% de todos los proyectos hídricos que se llevaron a cabo en países en desa-
rrollo con la participación del sector privado fueron cancelados o corrieron peligro entre 1990 y 2004, mientras que
93% de ellos se implementaron con éxito.157

El presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, Luis Alberto Moreno, tiene una perspectiva similar
sobre los acontecimientos en América Latina:

Pero por cada fracaso, América Latina presenta numerosas instancias de emprendimientos privados que
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satisfacen con éxito las necesidades de la población de agua potable y sanidad. En Brasil, 63 concesiones
brindan servicios a siete millones de personas en municipalidades pequeñas y medianas. Las grandes ciu-
dades de Honduras, Ecuador, Perú y Argentina obtienen servicios de proveedores de agua privados por
medio de distintos contratos y modelos de concesión. En Chile, los inversionistas privados están otor-
gando subvenciones de miles de millones de dólares para la construcción de infraestructura para el
tratamiento de la red cloacal, un área en que la región aún es muy deficiente.158

Algunos de quienes se oponen a la privatización del agua suelen señalar que, en los países en desarrollo, han
disminuido las inversiones privadas en el sector del agua, y sostienen que esto significa que las empresas se han per-
catado de que no es posible obtener ganancias del servicio de agua en los países pobres. Por lo tanto, dicen que la
idea presentaba fallas desde el principio. Pero la realidad ha probado que este argumento es erróneo. Si bien es cier-
to que, luego del auge de fines del milenio pasado, disminuyó el ritmo de inversiones privadas en el sector del agua
en los países en desarrollo, en 2004 las inversiones volvieron a presentar una tendencia ascendente y aumentaron
36%.159

Dado que la privatización ha provisto de agua a millones de personas, incluidos muchos pobres, no deberíamos
rechazarla por sí misma. En cambio, deberíamos aprender de los errores cometidos e intentar que las próximas pri-
vatizaciones sean mejores. Por consiguiente, veamos cómo debería concretarse una buena privatización.

Como se dijo, hay distintos grados de participación de los intereses comerciales privados en la distribución del
agua, desde simples contratos de servicio hasta ventas completas tanto de agua como de la infraestructura. ¿Cuál es
el mejor modelo? Para analizar esto, deberíamos considerar la pregunta desde tres perspectivas: ¿qué dice la teoría?,
¿qué demuestran las pruebas empíricas (es decir, qué modelo ha funcionado mejor en la práctica)?, y ¿qué es políti-
camente viable? 

Debido a los efectos positivos que los elementos del mercado y la empresa privada son capaces de lograr, y a
los riesgos inherentes a la distribución pública de agua, consideramos conveniente analizar dos alternativas que pre-
sentan la menor participación pública posible, específicamente la total privatización y desregulación de la distribu-
ción del agua y las concesiones.

La completa privatización y desregulación del agua es muy poco común, pero hay argumentos teóricos a favor
de ella, sobre todo cuando se tienen en cuenta las necesidades de inversión y la prioridad de llegar a los pobres que
carecen de agua corriente. En este sistema, el precio del agua para los trabajadores con bajos ingresos que ya están
conectados a la red de agua puede llegar a subir mucho. Este riesgo puede mitigarse mediante la distribución de
vales para agua pública, para los más pobres, como vimos anteriormente. Sin embargo, la limitada competencia en
este monopolio natural, donde no existen proveedores alternativos con suficiente capacidad para presionar a los dis-
tribuidores principales y lograr que éstos reduzcan los precios, puede dar como resultado precios más altos de lo
necesario. Además, como se planteó antes, tal vez sea políticamente imposible aplicar un modelo tan radical, dada
la naturaleza polémica del asunto.

También se puede combinar la concesión para la distribución del agua y un mercado de agua totalmente libre
tratándola como un recurso natural o un “producto básico”. En este caso, el papel del sector público es el de alquilar
la infraestructura existente y regular al distribuidor privado. Ésta es, quizá, la solución más realista, en vista de la
controversia y las resistencias que desata el debate. La naturaleza ciega y a veces violenta de quienes se oponen a la
privatización impide la comercialización y la participación de intereses empresariales.

Con este modelo, la empresa privada mantiene una obligación contractual con una autoridad pública y no sólo
con un grupo de usuarios. En realidad, es la forma más habitual de participación privada en la distribución del agua.
Este modelo ha dado buenos resultados en muchos de los casos que hemos analizado.

Mediante la utilización de este modelo es posible aprovechar los beneficios del capital, la competencia y la efi-
ciencia de la empresa privada tanto en la inversión en infraestructura y mantenimiento como en el negocio mismo
de la distribución y la empresa mantiene la responsabilidad financiera por todo ello. Con precios libres o, al menos,
muy flexibles, la empresa tiene una garantía de que los ingresos excederán los costos de conectar nuevos usuarios
y tendrá un incentivo para llegar a la mayor cantidad posible de hogares. Tal vez, el sector público debería determi-
nar el tope del aumento de precios sin que sea necesario renegociar el contrato.
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En cuanto al agua como producto básico, un mercado completamente libre con derechos de agua negociables
generará un aumento de disponibilidad, una caída de precios y que el agua llegue a donde sea más apreciada. Por
ende, en lugar de discutir si la privatización puede dar resultado, veamos cómo se puede diseñar una concesión de
este tipo.

Una premisa inicial es que la adquisición deber estar abierta a la mayor cantidad posible de oferentes para garan-
tizar la mejor competencia, y que las empresas deben tener la posibilidad de competir en términos de igualdad. Con
demasiada frecuencia, existen intereses o reglamentaciones nacionales que limitan la eficiencia de las adquisiciones.
En Manila, por ejemplo, explicamos que una empresa se vio forzada a que la mayoría accionaria fuera filipina, por
lo que no pudo obtener capital adicional cuando tuvo dificultades. Además mostramos que una empresa se desem-
peñó en forma muy superior a la otra, lo que sugiere que algunos oferentes son mejores que otros.

También es importante que el proceso de licitación sea lo más transparente posible. Esto reduce las oportu-
nidades para sobornos y otros tipos de corrupción, y hace más difícil que los intereses personales o creados influyan
en la adquisición. En el caso de Cochabamba, vimos lo que puede suceder cuando las adquisiciones no son trans-
parentes. En esta oportunidad los políticos que tomaron decisiones carecían por completo de un juicio justo, de
imparcialidad y de sentido común. Desafortunadamente, esto también es habitual.

Además, para inspirar confianza a las empresas privadas y al público, la transparencia y la neutralidad del pro-
ceso son fundamentales. Es importante no tratar de ganar puntos para el puro beneficio político, como sucedió en
Buenos Aires. La transparencia también es vital para que los oferentes interesados puedan saber a qué términos se
aplican cuando presentan sus ofertas. La falta de transparencia fue un factor clave en el fracaso de Cochabamba y
puede explicar por qué el proceso no fue más exitoso en Buenos Aires.

En muchos casos, es obvio que los gobiernos y las empresas públicas no brindaron una imagen adecuada y
acabada del estado de la infraestructura previo a la privatización, En general, esto se debió a la falta de informes
completos. (En Buenos Aires, incluso hay rumores de que los sindicatos destruyeron los registros para entorpecer
la toma de control por parte de la empresa privada.) Por lo tanto, las ofertas se basaban en informaciones falsas o
incompletas, y por ende, eran más bajas de lo que habrían sido en otra situación. Cuando las empresas se dieron
cuenta del verdadero estado de la red, se vieron obligadas a solicitar el aumento de precios para hacer frente a  las
inversiones y poder cumplir sus obligaciones. Por supuesto, se complicaron las negociaciones entre el gobierno o
ente regulador, y la empresa privada. Por lo tanto, es importante asegurarse de que el contrato se base en informa-
ciones correctas y completas.

Tanto en Manila como en Buenos Aires, vimos los efectos negativos que pueden surgir si los términos del con-
trato de concesión no son claros. Esto es lo que sucede muchas veces cuando la preparación es inadecuada, y se
acelera el proceso en lugar de darle el tiempo necesario. Las variaciones de precios fueron determinadas por los
políticos, en lugar de especificar en el contrato los precios que la empresa estaba autorizada a cobrar. En Manila,
esto se reflejó en un comportamiento arbitrario y en una demora considerable para conectar a los residentes pobres
a la red de agua. El período de transición debe durar lo necesario, no sólo para formular con cuidado los términos
del contrato, sino también para permitir el debate público y la consulta, o sea proponemos un enfoque gradual.

Los términos, entonces, deben ser establecidos lo más claros y simples posible. Esto se aplica al proceso de li-
citación y al contrato que rige las relaciones entre el distribuidor privado y la autoridad pública. Un contrato debe
establecer con exactitud qué riesgos y qué responsabilidades contrae cada operador, y las circunstancias que per-
miten una renegociación. En Buenos Aires, la imprecisión creó tierra fértil para las riñas políticas, el oportunismo
corporativo y el descontento popular. La relación entre el distribuidor, el ente regulador y el gobierno debe tener
bases legales, no políticas. Lo términos deben ser abiertos, definidos, sólidos y basados en reglas. La precisión, com-
binada con la transparencia y el tiempo, podría impedir la repetición de los errores cometidos.

Este aspecto se relaciona con la importancia de despolitizar el proceso, que significa no permitir que el presti-
gio y el deseo de ganar relevancia política influyan en estos asuntos. Esto se aplica al proceso de adquisición y a la
regulación de la empresa de agua. En Buenos Aires, las consecuencias negativas de la interferencia política se ma-
nifestaron en un comportamiento arbitrario y en la falta de reglas firmes de conducta, que a su vez produjeron una
sucesión de efectos negativos. El proceso debería ser administrado por técnicos y no por políticos.
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Se puede extraer otra lección de Manila y de Buenos Aires: debería establecerse un cuerpo regulador absoluta-
mente nuevo, encargado de asegurar que la distribución del agua se realice en forma apropiada y que la empresa
cumpla sus obligaciones contractuales. En Manila, este papel le fue adjudicado a la anterior autoridad de asuntos
hídricos y funcionó más como una administradora del contrato que como un ente regulador. Algo muy similar ocu-
rrió en Buenos Aires, donde el ente, además, estaba muy mal equipado para su misión. Dada la aparente dificultad
en crear una autoridad reguladora eficiente en los países en desarrollo, hay muchos motivos para limitar esta autori-
dad. Esto se puede realizar si se le da sólo el papel de asegurar que se conecten nuevos usuarios, que los precios
estén de acuerdo con las disposiciones vigentes, y que el agua sea de la calidad estipulada en el contrato. La autori-
dad debe ser fuerte, competente e independiente, y sus funciones deben estar claramente definidas y delimitadas.
Además, debería crearse antes de la transición del sector público al privado.

Se discute el nivel de regulaciones que deberían tener los proveedores privados de acuerdo con un contrato de
concesión. Hay muchos argumentos que bregan por fuertes regulaciones, dado que, aseguran, las empresas encuen-
tran el modo de escaparse de sus obligaciones. Sin embargo, es importante que las regulaciones no obstaculicen la
creatividad de la empresa privada para llegar a usuarios nuevos. Como vimos en Manila, esto adquiere especial
importancia en el caso de los requisitos de títulos de tierras y de la prestación de servicios en los barrios pobres.
Por lo tanto, se debe encontrar un equilibrio para limitar la regulación sin dejar de asegurar la capacidad del regu-
lador para hacer cumplir las obligaciones contractuales. También debería haber mecanismos precisos para la reso-
lución de disputas.

Además, las empresas no deberían competir mediante la rebaja de precios, deberían basarse en la cantidad de
usuarios nuevos a los que pueden llegar. La cuestión primordial, como hemos visto, no es el precio elevado del agua,
sino que muchos hogares no tienen agua corriente. Por ende, la prioridad debería ser la extensión de la red y no la
reducción de los precios. Los gobiernos deberían contratar a la empresa que pudiera llegar a la mayor cantidad de
hogares con más rapidez. El gran problema en Manila fue que las empresas habían ofertado precios tan bajos que
luego fueron incapaces de conectar a usuarios adicionales, ya que no se podía obtener ningún capital para la inver-
sión requerida para extender la red de agua; de hecho, también se sufrió esta situación en Buenos Aires.

Ya hemos discutido las consecuencias negativas de la fijación de precios demasiado bajos. En Guinea, el alza
de precios funcionó porque hubo períodos de transición. En Cochabamba, en cambio, hubo una fuerte resistencia
cuando los precios subieron repentinamente.

Como se ha planteado, la distribución del agua es un monopolio natural, y las empresas de agua tienen pocas
razones para temer por la competencia de otros operadores importantes. A pesar de esto, los concesionarios a
menudo reciben derechos exclusivos para atender a clientes incluidos en su área de servicio. Quizá, esto sea un error.
No todos los residentes son conectados por los proveedores inmediatamente después de la privatización, y necesi-
tan tener la capacidad de obtener el agua de sus fuentes usuales. Por eso es importante permitir que la provisión
alternativa de agua continúe después de la privatización o, por lo menos, no impedir en la práctica el funcionamiento
de proveedores alternativos.

Un último punto establece que es importante asegurar que los términos y las operaciones se adapten a las
condiciones locales, y que la empresa que ingresa esté al tanto de estas condiciones.

La participación del sector privado ha mejorado en forma evidente la situación para millones de pobres, en ca-
lidad y en servicio. Esto no significa que todas las privatizaciones hayan sido fluidas y perfectas. En algunas rela-
ciones empresa-gobierno, ha habido problemas con la transparencia, la corrupción y el oportunismo político y co-
mercial. La línea divisoria yace en cómo reaccionamos a estos errores. Los activistas que están en contra de la pri-
vatización argumentan que, debido a estos riesgos, la privatización en sí misma debería ser rechazada. Nosotros
diríamos que, a pesar de estas fallas, la privatización en general ha sido beneficiosa, en especial para los pobres. Por
lo tanto, la conclusión neutral y lógica, si se tiene la urgencia de maximizar el bienestar del ser humano en el mundo,
debe ser la de tratar de reparar estos errores y no de detener todas las privatizaciones. Cualquier otra conclusión que
no aporte una solución alternativa es ideológicamente parcial y no toma con seriedad la perspectiva de los pobres
con respecto al agua.
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Capítulo 9

Los pobres necesitan agua, no ideología
Los precios demasiado bajos que fijan los políticos conducen al despilfarro, a la imprudencia y a la mala asig-

nación de recursos, en síntesis, a una utilización ineficiente del agua. Por otra parte, su distribución ha sido mane-
jada por burócratas y funcionarios públicos con un bajo nivel de competencia, poco capital y estructuras de incen-
tivos distorsionadas. Además, la falta de derechos de propiedad y comercialización del agua ha determinado que el
recurso se restringiera a las actividades menos productivas, de modo que acentúa la pobreza.

Los habitantes de países en desarrollo que admitieron la participación privada en el sector del agua gozan de
un mayor acceso al agua que los de aquellos países que carecen de inversión privada. Los ejemplos que analizamos
antes demuestran que la participación del mercado y las empresas privadas tienen resultados muy positivos.

Los resultados han sido mejores en las cuatro ciudades camboyanas cuya distribución del agua está en manos
de empresas privadas que en las ciudades donde la distribución está a cargo de la administración pública. En Guinea,
en poco más de una década, la privatización incrementó la proporción de habitantes urbanos con acceso a agua
potable de 2 de cada 10 pobladores a 7 de cada 10. En Manila, las cosas marcharon bien en un principio, aunque
surgieron problemas cuando el precio no pudo ajustarse para permitir la distribución del agua a la gente pobre. En
Buenos Aires, a pesar de los problemas, la privatización tuvo como resultado no sólo una mayor cantidad de gente
con acceso al agua potable a menor precio, sino también la reducción de la mortalidad infantil. Tomando como
ejemplo las investigaciones realizadas sobre Argentina, un nuevo informe que abarca 27 países en desarrollo con-
firma la relación positiva que existe entre la privatización y el descenso de las tasas de mortalidad infantil. En los
países en que se privatizó el agua, la mortalidad infantil descendió 34%, mientras que en los países en que no se pri-
vatizó este servicio, la mortalidad descendió 28%. En términos porcentuales, la diferencia puede parecer pequeña,
pero si se tiene en cuenta la cantidad de personas afectadas, se ha salvado la vida de una gran cantidad de niños. El
informe también estima que si todos los países copiaran las reformas que se implementaron en Argentina en la
década de 1990, la mortalidad infantil descendería 12,7%. En nueve países de Medio Oriente, se estima que esta
cifra alcanzaría 31,9%.160 En Chile, los derechos sobre el agua comercializables, bien definidos y sostenidos con
firmeza, transformaron la escasez en abundancia; como resultado, actualmente casi todos tienen acceso a agua
potable. En Gabón comprobamos que los intereses privados, no sólo son beneficiosos para las ciudades de los paí-
ses en desarrollo sino que también lo son para las comunidades rurales. En Marruecos, la descentralización y la pri-
vatización también obtuvieron buenos resultados.

A pesar de las pruebas, existe mucha resistencia a hacer del agua un producto básico. Responsable de ello es,
en gran parte, la idea del agua como un derecho humano.

El agua como un “derecho humano”
En la conferencia internacional del agua realizada en Dublín en los primeros años de la década de los noven-

ta, se sentaron cuatro principios.161 Uno de ellos es que el agua tiene valor económico. Hasta entonces, en la mayor
parte del mundo, el agua era considerada, por sobre todo, un valor social o un derecho humano. En otras palabras,
se creía que el agua no debía tomarse como “producto básico”.

Los delegados que asistieron a Dublín argumentaban que esta perspectiva no era adecuada. Este statu quo, en
el que más de mil millones de personas carecen de agua y millones mueren por año, era inaceptable. La cantidad de
habitantes que no tienen agua potable supera a la población de América del Norte y Europa juntas, y por esta caren-
cia, muere cada año una cantidad mayor que la población total de Suecia. Millones se ven forzados a emplear gran
parte de su tiempo en conseguir agua, de modo que quedan atrapados en la pobreza. Sin acceso a una red de su-
ministro de agua, miles de millones de habitantes de las ciudades del tercer mundo deben gastar buena parte de sus
ingresos en agua sucia y perjudicial para la salud. La Conferencia de Dublín reconoció que muchos de los proble-
mas actuales se deben a que gobiernos de todo el mundo han pasado por alto la dimensión económica del agua.

Sin embargo, ponerle un valor económico a este recurso no deja de ser complicado. Hay reacciones fuertes y
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muchos participantes del debate acerca de la privatización del agua sostienen que se debe volver al enfoque que
prevalecía antes de la Conferencia de Dublín del “agua como un derecho humano”. Alegan que el agua no puede
considerarse un producto común, como el jabón o los autos. Se argumenta que “El agua es vida, y si no la bebe-
mos, morimos. El agua es un derecho humano y, por lo tanto, debe ser distribuida democráticamente”, es decir, por
los gobiernos. Las Naciones Unidas destacan este punto de vista, que parece tener cada vez más popularidad den-
tro del movimiento contra las privatizaciones.

Este razonamiento contiene, en realidad, dos aspectos: los derechos humanos y la democracia. Ambas cues-
tiones ya han sido ampliamente discutidas en otras oportunidades, pero revisemos estos puntos de manera breve.

Primero, no es antidemocrático permitir que intervenga una entidad privada para proporcionarle a la gente lo
que necesita. Por el contrario, existen muchas democracias —incluso, democracias sociales— en las que el sector
privado provee a la población lo que necesita, como por ejemplo servicios de salud. Por supuesto, el agua que se
suministra en forma privada se distribuye democráticamente, ya que la mayoría de los países que tienen comercia-
lizada la distribución son democráticos, lo que implica que la decisión de privatizar se ha tomado en el marco de la
democracia.

Sin embargo, suele considerarse más democrático mantener el agua dentro del ámbito público, aunque no
queda claro por qué. Si planteamos una analogía con los alimentos, podemos decir que éstos son esenciales para la
vida. Aun así, en aquellos países donde se producen “democráticamente” —es decir, donde están en manos del go-
bierno— en general, ni los alimentos ni la democracia han sido suficientes. En este aspecto, el agua reviste las mis-
mas características.

Aunque aceptáramos que el agua es un derecho humano, dicho concepto no implica que deba ser suministra-
da por el gobierno. El Convenio Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales no descarta un
papel central para las empresas privadas.162

Puede recurrirse una vez más a la analogía con los alimentos. Estos son necesarios para la vida, pero nadie
sostiene con seriedad que todos los alimentos deban ser propiedad del gobierno y ser distribuidos por éste (de
hecho, debido a que se los considera un producto básico, el mundo ha podido producir más y alimentar a más per-
sonas que en cualquier otro momento de la historia). Además, no existe ninguna fundamentación relativa a los dere-
chos que justifique la administración pública del agua. La pregunta que surge es por qué los activistas que están en
contra de la privatización no utilizan sus energías para acusar a los gobiernos que violan los derechos de miles de
millones de personas que no tienen acceso al agua en la misma medida que lo hacen para tratar de impedir su co-
mercialización.

Hace tiempo que el acceso universal al agua como derecho humano es prometido por gobiernos y organismos
como las Naciones Unidas sin demasiado éxito. Simplemente, no ha servido de mucho que el agua se declarara dere-
cho humano en innumerables documentos oficiales. Demasiada gente carece todavía de agua limpia, tal como ha
ocurrido durante décadas.

Los años ochenta fueron la década oficial del Agua Potable y la Sanidad. Ya en 1977, los representantes de la
mayoría de los gobiernos del mundo se comprometieron a garantizar que todos tendrían agua y sanidad adecuadas
para 1990. Como hemos visto, difícilmente éste haya sido el resultado. Las promesas políticas acerca del suministro
público de agua no se toman con seriedad. El Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos
se pregunta por qué no se han cumplido las promesas realizadas por los gobiernos.163 Parafraseando uno de los esló-
ganes de los opositores a la privatización, bebemos agua, no derechos ni papeles.

Con este panorama, es interesante leer lo que afirma Maude Barlow, autor canadiense de muchas publicaciones
en contra de la privatización y una especie de estrella de los opositores a las privatizaciones en el mundo desarro-
llado, en un documento escrito en colaboración con Tom Clarke, director del Polaris Institute. Refiriéndose al caso
de Buenos Aires, los autores sostienen que la empresa Suez expandió el servicio de agua potable y las cloacas, pero
no alcanzó los objetivos proyectados para ninguna de estas áreas.164

A pesar de no haber alcanzado el objetivo, ahora más gente tiene acceso a agua limpia y segura en compara-
ción con la etapa anterior a la privatización (y, como ya se señaló, la expansión del servicio no fue tan modesta como
dan a entender Barlow y Clarke). Esto debe ser positivo; hay que plantearse, entonces, por qué Clarke y Barlow se
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concentran en los objetivos no alcanzados y no en la expansión del servicio.
Los activistas que se oponen a las privatizaciones utilizan distintos criterios para juzgar la administración del

agua pública y la privada. No bien se produce alguna falla en la distribución privada, sus tendencias anticorporati-
vas, que por desgracia se encuentran también entre comentaristas más neutrales, los impulsan responsabilizar a la
privatización en general. Rara vez se llega a las mismas conclusiones en los casos en los que la distribución del agua
es pública, y algo allí no funciona adecuadamente. En otras palabras, el fracaso del sector público no se atribuye a
que la distribución sea pública, mientras que cuando el sector privado fracasa, se acusa a la privatización.

Por lo general, en los debates sobre la privatización del agua, el peso de las pruebas recae sobre los defensores
de la empresa privada. Se juzga la privatización de acuerdo con los criterios más elevados —a veces, la perfección
misma—, a los que no se somete la distribución pública del agua. En virtud de este enfoque, es comprensible que
cualquier dificultad del sector privado se tilda de fracaso. Pero en el mundo real, debemos comparar alternativas
imperfectas y determinar cuál es la que mejor funciona. Si se comparan la distribución pública y privada de agua,
los antecedentes muestran que la alternativa privada, en general, ha sido muy superior. Una vez más, los detractores
de la privatización no llegan a aportar propuestas convincentes para suministrar agua limpia a los miles de millones
de personas que no la tienen.

Una de las megaestrellas del movimiento contra la globalización es la feminista y activista medioambiental india
Vandana Shiva, autora del libro Water Wars–Privatization, Pollution and Profit (2002)165. Shiva, quien también es miem-
bro activo de los movimientos contra las privatizaciones y parece dispuesta a responsabilizar de la escasez mundial
de agua a la sociedad moderna en general y a Occidente en particular, está en contra del desarrollo en sí mismo y
culpa a la industrialización de que la gente no tenga acceso a agua potable, lo cual, como ya vimos, es completa-
mente absurdo. Ignora que la modernización y la agricultura a gran escala, que tanto detesta, contribuyeron a la ali-
mentación de la población mundial y permitieron a la humanidad un notable progreso en sus condiciones de vida
en los últimos siglos, no solo en términos de consumo de productos básicos, sino también con respecto a distintos
factores, como la expectativa de vida promedio, la mortalidad infantil y los niveles de educación. Difícilmente el esti-
lo tradicional de vida, con agricultura a pequeña escala, podría proporcionar agua, alimentos y otras necesidades
vitales a seis millones de personas.

Shiva también resalta el valor espiritual del agua:
Hace unos pocos años, miles de peregrinos solían caminar desde las ciudades del norte de la India hasta
Hardwar y Gangotri para recolectar agua del Ganges para Shivratri, el cumpleaños de la diosa Shiva.
Estos peregrinos que cargaban kavads (yugos de los que penden dos jarras de agua sagrada y que no
deben tocar el suelo) son ahora millones [...]. Ninguna economía de mercado podría hacer que millones
de personas caminaran cientos de kilómetros en el calor agobiante de agosto para traer la bendición del
agua sagrada a sus ciudades.166

Es cierto, sin duda, pero es muy difícil entender cómo una mayor espiritualidad y largas caminatas con severas
privaciones podrían ayudar a resolver la crisis mundial de agua.

Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (GATS)
Últimamente, muchas de las críticas contra la intervención del sector privado se han dirigido al Acuerdo

General sobre Comercio de Servicios (GATS, por sus siglas en inglés), un acuerdo sobre la liberalización del co-
mercio establecido dentro de la Organización Mundial de Comercio. El agua es uno de los servicios a los que se
refiere el GATS. La oposición alega que los países más ricos conspiran junto a sus grandes corporaciones a fin de
obligar a los países pobres a privatizar la distribución del agua. Incluso, algunos sostienen que el GATS “fue dise-
ñado para ayudar a las corporaciones de servicios transnacionales a limitar y someter a los gobiernos democráti-
cos”.167

No hay nada cierto en esta afirmación. El GATS es un acuerdo sobre el comercio de servicios entre países, un
acuerdo sobre liberalización. Esto significa que si un país tiene una actividad que depende de auspicios privados y
decide abrir dicha actividad en particular a la competencia, no debe impedir que empresas de otros países compi-
tan con las nacionales en los mismos términos. El ministro de Industria y Comercio sueco lo resumió así:
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Me niego a creer que los pueblos pobres de los países en desarrollo se beneficien si se exime de com-
petencia a las empresas privadas proveedoras de servicios.168

Por otro lado, el GATS no contiene nada que obligue a ningún país a transferir el agua de manos públicas a pri-
vadas. Hasta el momento, ningún país prometió a través del GATS abrir su mercado de agua a la competencia de
otros países. Por lo tanto, esa obligación no existe.169

Debe quedarle claro al lector que a los opositores de la privatización no parece unirlos la preocupación por los
miles de millones de personas sin agua, sino un rechazo general a la empresa y la economía de mercado. Su repu-
dio por el sistema no les permite ver la realidad y las posibles soluciones a la escasez mundial de agua.

Pero existen otras personas más realistas y pragmáticas, que se han dado cuenta de que es perfectamente posi-
ble darle al agua un valor tanto social como económico. Esto fue resumido en forma admirable por el ex ministro
de Asuntos Hídricos y Silvicultura sudafricano, Ronald Kasrils, a quien citamos en la introducción de este libro:

En Sudáfrica tratamos el agua como un bien tanto social como económico. Una vez cubiertas las necesi-
dades sociales, administramos el agua como un bien económico, como corresponde a un recurso natu-
ral escaso. Algunos organismos no gubernamentales y organizaciones internacionales del trabajo se opo-
nen a lo que denominan la “mercantilización” del agua y se oponen así a la recuperación de los costos.
Esto nos preocupa porque la no recuperación de los costos conduce a un financiamiento inadecuado
del desarrollo de la infraestructura, y el uso excesivo resultante genera escasez local y colapsos en el ser-
vicio que afectan con mayor dureza a los pobres.170

El punto central de este libro no es afirmar que toda la distribución del agua debe ser privada. El argumento
principal es que si se asigna a la empresa privada un papel más importante, y se realizan las reformas apropiadas al
mercado –aplicándolas de manera inteligente– se pueden salvar millones de vidas y dar conexión de agua a cientos
de millones de personas que hoy no la tienen. Se ha argumentado que existen sistemas de distribución pública que
funcionan bien en el mundo en desarrollo, como en Porto Alegre, Brasil. Pero eso no significa que deba rechazarse
la opción de la privatización donde falla el sector público, como ocurre en la mayoría de los casos.

La gente que hoy no tiene agua no necesita dogmas ni manifestaciones en las calles, sólo necesita agua. Las
soluciones son evidentes y es completamente censurable que se descarten por motivos ideológicos.
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